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E N ESTE ARTÍCULO SE HACE UNA REVISIÓN 
del estado actual de la cultura política de los mexica-
nos, a partir del análisis de los estudios y encuestas 
nacionales más importantes que en esta materia se 
publicaron entre 2012 y 2014.

El análisis propuesto tomará como referente teó-
rico la corriente encabezada por Gabriel Almond y 
Sidney Verba (2001: 179-180), la cual considera que la 
cultura política de una nación consiste en la particu-
lar distribución entre sus miembros, de las pautas de 
orientación, hacia el sistema político y sus diferentes 
elementos. De acuerdo con esta corriente, las orienta-
ciones pueden ser cognitivas –conocimientos y creen-
cias–, afectivas –sentimientos– y evaluativas –juicios y 
opiniones de la población sobre el sistema político–. 

Estas tres orientaciones contribuyen a que los 
individuos les den sentido a los hechos políticos de 
interés general y determinan los medios, formas y 
efectividad con la que se relacionan los ciudadanos y 
las instituciones en un sistema político.

El presente trabajo tiene como insumos los resulta-
dos de los siguientes estudios y encuestas nacionales: 

I. POLÍTICA Y SOCIEDAD



El estado actual
de la cultura política

de los mexicanos
Christian Uziel García Reyes* 

Juan Pablo Aguirre Quezada**

1.	 El Informe país sobre la calidad de la ciudadanía en México (Instituto 
Nacional Electoral, 2014).

2.	 El Estudio Nacional Electoral de México (Centro de Investigación y 
Docencia Económicas, 2013).

3.	 La Encuesta Nacional sobre la Cultura Política de los Jóvenes en México 
(El Colegio de México, 2012).

4.	 La Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas 
(Secretaría de Gobernación, 2012).

5.	 El estudio Efectos de la capacitación electoral en la formación de ciuda-
danía y de habilidades de liderazgo con perspectiva de género (Instituto 
Federal Electoral, 2012).

Las variables que se examinarán en este texto son: interés político, co-
nocimientos políticos y electorales, uso de medios de comunicación para informarse 
de política, confianza interpersonal, confianza institucional, competencia subjetiva y 
satisfacción con la democracia.

El artículo se divide en cuatro apartados. En el primero se analiza 
la dimensión cognitiva, la cual se integra de conocimientos y creencias 
acerca del sistema político, a partir de tres variables: interés en la política, 
conocimientos político-electorales y uso de medios de comunicación para informarse 
de política.

* Christian Uziel García Reyes es 
doctorando en Ciencias Políticas y  
Sociales por la Universidad Nacional Au-
tónoma de México. Actualmente se de- 
sempeña como investigador titular “B” en 
la Dirección General de Análisis Legislati-
vo del Instituto Belisario Domínguez.

** Juan Pablo Aguirre Quezada es doc-
tor en Humanidades por la Universidad 
Latinoamericana. Se desempeña como 
analista adscrito a la Unidad de Apo-
yo a Grupos Parlamentarios del Ins- 
tituto Belisario Domínguez.
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En el segundo apartado se desarrolla la dimensión 
afectiva, centrando su atención en los sentimientos 
de apego o rechazo de los ciudadanos hacia el sistema 
político y a sus conciudadanos. Para lo cual se recurre 
a las variables confianza interpersonal y confianza en las 
instituciones, particularmente en el Poder Legislativo 
(diputados y senadores) y la autoridad electoral.

El tercer apartado examina la dimensión evaluati-
va, relativa a los juicios y opiniones de los ciudadanos 
sobre fenómenos políticos que resultan de la com-
binación de información, sentimientos y criterios de 
evaluación. Esta dimensión se analizará mediante las 
variables de competencia subjetiva y satisfacción con la de-
mocracia. Por último, en el cuarto apartado se presen-
tan las consideraciones finales.

Tabla 1
Orientaciones, variables, estudios y encuestas utilizadas para revisar el estado  

actual de la cultura política de los mexicanos

Orientación Descripción Variables Estudios y encuestas
nacionales

Cognitiva Se integra de conocimientos 
y creencias acerca del sistema 
político.

•	 Interés en la 
política.

•	 Conocimientos 
político-electorales.

•	 Uso de medios 
de comunicación 
para informarse de 
política.

1. Informe país sobre la calidad de la 
ciudadanía en México (INE, 2014).

2. Estudio Nacional Electoral de 
México (Cide, 2013).

3. Encuesta Nacional sobre la Cultura 
Política de los Jóvenes en México 
(Colmex, 2012).

4. Encuesta Nacional sobre Cultura 
Política y Prácticas Ciudadanas 
(Segob, 2012).

5. Efectos de la capacitación electoral 
en la formación de ciudadanía y 
de habilidades de liderazgo con 
perspectiva de género (IFE, 2012).

Afectiva Se refiere a los sentimientos 
de apego o rechazo de los 
ciudadanos hacia el sistema 
político y a sus conciudadanos.

•	 Confianza 
interpersonal.

•	 Confianza en las 
instituciones.

Evaluativa Se conforma por los juicios y 
opiniones de los ciudadanos 
sobre fenómenos políticos que 
resultan de la combinación de 
información, sentimientos y 
criterios de evaluación

•	 Competencia 
subjetiva.

•	 Satisfacción con la 
democracia.

Fuente: Elaboración propia con base en Almond y Verba (2001); Instituto Nacional Electoral (2014); Centro de Investiga-
ción y Docencia Económicas (2013); El Colegio de México (2012); Secretaría de Gobernación (2012) e Instituto Federal 
Electoral (2012).
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1. La dimensión cognitiva

Para Gabriel Almond y Sidney Verba, la cultura política se “constituye por 
la frecuencia de diferentes especies de orientaciones cognitivas, afectivas 
y evaluativas hacia el sistema político en general, sus aspectos políticos y 
administrativos y la propia persona como miembro activo de la política.” 
(Almond y Verba, 2001: 182). En ese contexto, la dimensión cognitiva se 
refiere a conocimientos y creencias acerca del sistema político, basados 
en sus aspectos políticos (inputs) y administrativos (outputs), con lo cual se 
obtiene la información para entender la interacción del binomio socie-
dad-gobierno. 

En ese orden de ideas, de acuerdo con Giovanni Sartori (1976), cuando 
una sociedad cuenta con ciudadanos informados, éstos tendrán un rol ac-
tivo y su voto se relacionará con las posiciones ideológicas de los partidos 
políticos, de suerte que contarán con más elementos para exigir el cumpli-
miento de las promesas de campaña. Por el contrario, cuando el conoci-
miento de los ciudadanos sobre política es bajo, éstos tenderán a ser pasi-
vos, poco interesados, lo cual se traduce en una cultura política debilitada. 

A continuación se examina la dimensión cognitiva en México a partir 
de algunas de las variables asociadas a ésta, tales como el interés en la 
política, los conocimientos político-electorales y el uso de los medios de 
comunicación para informarse de política. 

1.1 Interés en la política y conocimientos político-electorales
El interés en la política es fundamental en un sistema democrático, pues 
es a través del seguimiento de los asuntos públicos como los ciudadanos 
adquieren información para tomar decisiones y ejercer sus derechos y 
obligaciones en la comunidad. Sin embargo, de acuerdo con los resultados 
de la última edición del Latinobarómetro (2013), sólo 28% de los ciudadanos 
de América Latina estaba muy o algo interesado en la política.1 En el caso 
de México, únicamente 30% de los entrevistados respondió que estaba 
muy o algo interesado en la política. Datos similares se obtuvieron en la 
más reciente Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas 
de la Secretaría de Gobernación (Encup): 65% de los mexicanos entrevis-
tados declaró interesarse poco en la política, 19% no se interesa nada en la 
política y sólo 16% respondió tener mucho interés en ella (gráfica 1).

1 En 1996 se registró el porcentaje más 
bajo (24%) y en 1997 el más alto (37%).
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Gráfica 1
Interés en la política

Fuente: Elaboración propia con base en Secretaría de Gobernación (2012).

En cuanto al nivel de conocimientos políticos y de la atención que los ciu-
dadanos prestan a éstos, el Estudio Nacional Electoral de México (ENEM) del 
Centro de Investigación y Docencia Económicas incluyó el denominado 
“nuevo índice de medición de información política”, mismo que arrojó los 
siguientes resultados: 70.1% de los mexicanos tuvo un nulo conocimiento 
político, 22.6% logró un conocimiento bajo y sólo 7.3% uno medio-alto 
(gráfica 2) 2. Entre las preguntas que se realizaron, se incluyó una sobre 
qué partido ocupaba el segundo lugar en la Cámara de Diputados en ese 
momento; sólo 23% de los encuestados respondió acertadamente.

Gráfica 2 
Nuevo índice de información política

Fuente: Elaboración propia con base en Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (2013).

2 El “nuevo índice de información polí-
tica” se construye midiendo los aciertos 
de los encuestados a cuatro preguntas 
cerradas con cuatro opciones cada una, 
entre las cuales está la respuesta correcta. 
El índice adopta valores de 1 a 3, donde 1 
es nulo (0 aciertos); 2 es bajo (1 acierto) y 
3 es medio-alto (2 a 4 aciertos).
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En el caso particular de las últimas elecciones federales de nuestro país 
(2012), los datos del ENEM muestran resultados más alentadores sobre 
el nivel de atención que tuvo la campaña electoral. De los funcionarios 
de casilla, 47% siguió la campaña con mucha atención, 35% con algo de 
atención, 11% con no mucha atención, 3% con nada de atención y 4% 
no supo o no contestó. De los votantes, 31% puso mucha atención; 42%, 
algo de atención; 17%, no mucha atención; 7%, nada de atención, y 3% no 
supo o no contestó (gráfica 3).

Gráfica 3
Seguimiento de la campaña electoral de 2012 (porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con base en Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (2013).

En lo relativo al conocimiento de los ciudadanos sobre los cargos a elegir, 
en las elecciones federales y locales de 2012, la Encuesta sobre la Cultura 
Política de los Jóvenes en México (ECPJ) de El Colegio de México, mostró 
que tanto los jóvenes como los adultos enfocan su atención en la elección 
del Ejecutivo federal. 81.6% de los jóvenes entrevistados y 82.2% de los 
adultos dieron como primera respuesta que se elegiría presidente de la Re-
pública (tabla 2). Los senadores y diputados federales fueron los cargos 
más mencionados como segunda y tercera respuesta, tanto en jóvenes 
como en adultos, logrando más de la mitad de las menciones entre ambos 
cargos y en los dos grupos poblacionales. Un dato que llama la atención 
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es que los cargos de gobernador, jefe de Gobierno del Distrito Federal, 
diputados locales, presidente municipal o ayuntamientos sólo fueron 
mencionados por uno de cada diez entrevistados, con lo que se refuerza 
la preeminencia de los reflectores en la elección presidencial.

Tabla 2
Conocimiento sobre los cargos a elegir en 2012

En las elecciones del 1 de julio del presente 
año ¿qué puestos se van a elegir? (Primera 
respuesta) Jóvenes Adultos

Presidente de la República 81.6% 82.2%

Jefe de Gobierno (D.F.) 1.3% 1.8%

Gobernador (Chiapas, Guanajuato, Jalisco, 
Morelos, Yucatán, Tabasco) 1.3% 1.6%

Senadores 2.9% 2.6%

Diputados federales 3.0% 3.8%

Diputados locales 2.4% 1.9%

Ayuntamiento o presidente municipal 1.6% 1.5%

Otro 0.2% 0.0%

No sabe 5.7% 4.6%

Sin respuesta 0.1% 0.0%

Fuente: Elaboración propia con base en El Colegio de México (2012).

1.2 Uso de medios de comunicación para informarse de política
Los avances tecnológicos de las últimas décadas han revolucionado los 
medios a través de los cuales nos informamos sobre temas políticos y 
de interés general. Incluso existe la creencia generalizada de que hoy en 
día las personas jóvenes se informan más de política a través de inter-
net, que por los medios tradicionales como la radio o la televisión. No 
obstante, la evidencia empírica demuestra que la televisión sigue siendo 
el medio de comunicación número uno en nuestro país. A pesar de que 
en 2012 México contaba con 45.1 millones de usuarios de internet y 9 de 
cada 10 estaban registrados en alguna red social (Asociación Mexicana de 
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Internet, 2014)3. Los datos de la ENCUP mostraron que para 76.1% de 
los mexicanos, el medio más utilizado para informarse de lo que pasa en 
política es la televisión, 9% por la radio, 5.3% por los periódicos, 4.7% por 
el internet, 0.7% por las redes sociales y 0.08% por medio de las revistas 
(gráfica 4).

Gráfica 4
¿Cuál es el medio que más utiliza para informarse  

de lo que pasa en política?

Fuente: Elaboración propia con base en Secretaría de Gobernación (2012).

En cuanto a la exposición a noticias electorales en televisión, radio, in-
ternet y periódicos, el ENEM reportó cifras que, en concordancia con lo 
registrado en la ENCUP, también contradicen la preeminencia del inter-
net como mecanismo privilegiado de información:

a.	 Televisión. 23.1% de los encuestados dijo que no vio noticias elec-
torales en televisión y más de la tercera parte (36.1%) vio pocas 
noticias por este medio. Únicamente 15.6% vio muchas noticias a 
través de la televisión.

b.	 Radio. Por lo que toca a noticias electorales en radio, más de una 
tercera parte (36%) dijo que no escuchó noticias por radio y otra 
tercera parte escuchó pocas noticias. Sólo 9% manifestó que es-
cuchó muchas noticias electorales a través de la radio.

c.	 Periódicos. Más de la mitad de los encuestados (55%) respondió 
que no leyó noticias electorales en periódicos y una cuarta parte 

3 El 67% de los usuarios de internet en 
2012 eran mayores de edad. El tiempo 
promedio de conexión diaria del inter-
nauta mexicano en 2014 fue de 5 horas 36 
minutos, 102 minutos más que en 2012.
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dijo que leyó pocas noticias. Sólo 5% manifestó que leyó muchas 
noticias electorales en los periódicos.

d.	 Internet. 42% de los encuestados manifestó que no tenía internet 
y 30% dijo que no vio o leyó noticias electorales por este medio. 
Únicamente 3% respondió que leyó muchas noticias por internet. 

De manera similar, de acuerdo con la ECPJ, la televisión fue el medio 
por el cual la mayoría de los jóvenes se enteraron de lo que pasó en las 
elecciones de 2012. 56.2% a través de los promocionales de televisión y 
22.3% por medio de los noticieros y programas de política televisados, es 
decir, casi ocho de cada diez jóvenes recurrieron a este mecanismo para 
informarse sobre el proceso electoral (tabla 3).

En ese orden de ideas, la ECPJ mostró que el segundo medio más usa-
do por los jóvenes fue internet, pero muy debajo de la televisión, con tan 
solo 5.1%. En tercer lugar se ubican los anuncios de los partidos políticos 
en otros medios con 3.7%. Por lo que toca a periódicos locales, éstos ob-
tuvieron 2.7% de las menciones de los jóvenes, mientras que los de alcan-
ce nacional sólo lograron 1% frente a 0.8% para las revistas. Finalmente, 
la radio y las redes sociales consiguieron 2.4% y 0.8%, respectivamente 
(tabla 3).

Tabla 3 
¿A través de qué medio se ha enterado de lo que  

pasa en la campaña presidencial de 2012?

Medio Porcentaje

La televisión en spots 56.2%
En la televisión en noticieros y programas sobre política 22.3%
Periódicos nacionales 1.0%
Periódicos locales 2.7%
Radio 2.4%
Revistas 0.8%
Anuncios de algún partido político 3.7%
Conversación con familiares 1.8%
Conversación con amigos o vecinos 1.1%
En conversaciones con compañeros de trabajo 0.0%
Por internet 5.1%

Continúa…
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Por las redes sociales 0.8%
Otro 1.3%
Sin respuesta 0.9%

Fuente: Elaboración propia con base en El Colegio de México (2012).

En esa tesitura, sólo en las elecciones federales y locales de 2012 se pau-
taron4 43.75 millones de promocionales, de los cuales 21.28 millones 
(48.64%) se destinaron a las autoridades electorales de todo el país (Ins-
tituto Federal Electoral, 2013: 43, 201-202). Con el propósito de que la 
ciudadanía y los medios de comunicación dispusieran de manera perma-
nente de los spots de radio y televisión de los partidos políticos y las auto-
ridades electorales, el entonces Instituto Federal Electoral (IFE) habilitó 
una página de internet en la que se colocaban días antes de su transmi-
sión, de suerte que cualquier ciudadano podía consultarlos previo a su 
salida al aire5. 

Sin embargo, si se considera que en ese año México tenía 45.1 millones 
de internautas, el nivel de consulta de la página de pautas fue práctica-
mente nulo, pues de acuerdo con los datos publicados por el propio IFE, 
entre el 22 de marzo y el 12 de junio de 2012, tuvo 51,272 visitas y 20,765 
visitantes exclusivos, los cuales mantenían escaso tiempo en el portal por 
lo que se presume que sólo revisaban materiales para verificar nuevos 
contenidos o spots (IFE, 2013: 38).

Por lo anteriormente expuesto, se puede afirmar que la televisión si-
gue siendo el medio por excelencia a través del cual la sociedad mexicana 
se informa de lo que pasa en política. Asimismo, la evidencia empírica 
demuestra que el uso de internet para informarse de política es aún muy 
limitado en nuestro país. De igual forma, los datos corroboran que el 
mexicano lee poco sobre política.

2. La dimensión afectiva

La segunda dimensión de la cultura política es la afectiva, la cual se refiere 
a los sentimientos que los ciudadanos tienen sobre el sistema político 
y sus conciudadanos, mismos que pueden ser de apego o rechazo. Las 
variables que usarán en este apartado son la confianza interpersonal y 

4 Una pauta es un “Documento técnico en 
el que se distribuye el tiempo, convertido 
a número de mensajes, que correspon-
de a los partidos políticos, coaliciones y 
candidatos/as independientes, así como a 
las autoridades electorales en un periodo 
determinado, precisando la estación de 
radio o canal de televisión, la hora o rango 
en que debe transmitirse cada mensaje, y 
el partido político, coalición, candidato/a 
independiente o autoridad electoral al 
que corresponde”. Artículo 5 del Regla-
mento de Radio y Televisión en materia 
electoral, México, Instituto Nacional 
Electoral, 2015.
5 La dirección electrónica de la página de 
pautas es la siguiente: http://pautas.ife.
org.mx/transparencia/pre/index.html
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la confianza en las instituciones, específicamente en 
el Poder Legislativo (diputados y senadores) y en la 
autoridad electoral.

2.1 Confianza interpersonal
La confianza interpersonal es un término fundamen-
tal en los estudios de cultura política y capital social. 
Se define como la confianza que siente un ciudadano 
hacia los otros.

En cuanto a la confianza interpersonal, de los 
estudios y encuestas referidos en este texto, sólo la 
Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciu-

dadanas y el Informe país sobre la calidad de la ciudadanía 
en México (Informe país) incluyeron esta variable en su 
batería de preguntas. A la pregunta, “En general, ¿di-
ría usted que se puede confiar en la mayoría de las 
personas?” la ENCUP reportó que prácticamente 
siete de cada diez mexicanos no confían en otras per-
sonas (69%). Sólo tres de cada diez encuestados res-
pondieron que se puede confiar en la mayoría de las 
personas (30%). En el Informe país, 70% de los mexi-
canos respondió que “no se puede confiar en la ma-
yoría de las personas” y sólo 28% contestó que “sí se 
puede confiar en la mayoría de las personas” (tabla 4).

Tabla 4 
Confianza interpersonal. Comparativo entre el Informe país y la ENCUP

Encuesta Sí se puede confiar en la mayoría 
de las personas

No se puede confiar en la mayoría 
de las personas

Informe país (2014) 28% 70%

ENCUP (2012) 30% 69%

Fuentes: Elaboración propia con base en Instituto Nacional Electoral (2014) y Secretaría de Gobernación (2012).

Como se puede observar en los resultados registra-
dos en ambos estudios, en México existe un alto nivel 
de desconfianza hacia el otro. Para Almond y Verba, a 
mayor confianza interpersonal más dispuesto se está 
a trabajar con sus conciudadanos para influir sobre el 
gobierno. Sin embargo, como lo ha subrayado Ronald 
Inglehart (1988: 50), aunque la confianza interperso-
nal es un elemento fundamental para incrementar la 
participación y fortalecer la democracia, ésta no es 
suficiente por sí sola para mantener la estabilidad de 
un sistema democrático; y que se requiere de un com-

promiso a largo plazo por parte de los ciudadanos 
con las instituciones democráticas a fin de mantener 
la democracia cuando las condiciones sean extrema-
damente difíciles.

2.2 Confianza en las instituciones
Respecto de la confianza en las instituciones, los es-
tudios y encuestas analizados incluyen una pregunta 
sobre la confianza que los ciudadanos tienen en sus 
instituciones, incluidos el Poder Legislativo y la auto-
ridad electoral. En la ENCUP se les preguntó qué tan-
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to confían en los diputados y senadores en una escala 
de 0 a 10, donde 0 es nada y 10 mucho. Los diputados 
y senadores fueron evaluados con una calificación de 
4.4 cada uno, ocupando el penúltimo lugar, junto con 
los partidos políticos. Diputados y senadores se ubi-
caron por debajo de la familia (7.8), los médicos (6.6), 
la iglesia (6.4), los maestros (6.3), el ejército (6.1), la 
televisión (6.1), los militares (6.0), la radio (5.8), los 
vecinos (5.8), la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos (5.7), el presidente (5.3), las organizaciones 

ciudadanas (5.2), el gobierno (5.1), los gobernadores 
(5.0), los jueces (5.0), la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (5.0), los jefes delegacionales o presidentes 
municipales (4.9), las redes sociales (4.8), los empre-
sarios (4.7), y los sindicatos (4.7). Por el contrario, los 
diputados y senadores sólo obtuvieron una evaluación 
mayor que la policía (4.3), la cual se sitúa en el último 
lugar. En el caso de la autoridad electoral, esto es el 
otrora Instituto Federal Electoral, se ubicó a media 
tabla con una calificación de 5.5 (tabla 5).

Tabla 5
Confianza en las instituciones (10=mucha, 0= nada)

Institución Calificación Institución Calificación

Familia 7.8 Médicos 6.6

Iglesia 6.4 Maestros 6.3

Ejército 6.1 Televisión 6.1

Militares 6.0 Radio 5.8

Vecinos 5.8 CNDH 5.7

Organizaciones Indígenas 5.6 IFE 5.5

Prensa 5.5 Presidente 5.3

Organizaciones Ciudadanas 5.2 Gobierno 5.1

Gobernadores 5.0 Jueces 5.0

SCJN 5.0 Jefes Delegacionales/Presidentes municipales 4.9

Redes sociales 4.8 Empresarios 4.7

Sindicatos 4.5 Diputados 4.4

Senadores 4.4 Partidos políticos 4.4

Policía 4.3

Fuente: Elaboración propia con base en Secretaría de Gobernación (2012).

El Informe país del Instituto Nacional Electoral pre-
sentó tendencias similares a la ENCUP. Los dipu-
tados y los partidos políticos se ubican en el último 
lugar, con un nivel de confianza menor a 20%. Las 
instituciones con mayor nivel de confianza fueron el 

ejército (62%), los maestros (56%) y las iglesias (55%). 
El Gobierno federal obtuvo 36% contra 30% de los 
gobiernos locales (estados y municipios). La autori-
dad electoral logró 34% y los medios de comunica-
ción 32% (gráfica 5).
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Gráfica 5
Confianza en las instituciones (porcentaje)

Fuente: Elaboración propia con base en Instituto Nacional Electoral (2014).

Los resultados de la Encuesta sobre la Cultura Políti-
ca de los Jóvenes en México revelaron que casi seis de 
cada diez jóvenes (57.6%) confiaban poco en el en-
tonces Instituto Federal Electoral y 30.2% mucho. 
La mitad de los jóvenes consideraba que la función 
del instituto era cuidar las votaciones, organizarlas y 
estar pendiente de los comicios (tabla 6). En cuanto 

a los principios rectores de la autoridad electoral, la 
independencia, la legalidad y la imparcialidad fueron 
puestos en duda en alguna medida, ya que casi 40% 
consideró que la institución estuvo influida por el 
gobierno y una cuarta parte cree que favoreció a un 
candidato en particular.

Tabla 6
Confianza de los jóvenes en el otrora Instituto Federal Electoral

¿Qué tanto confía en la labor de…? El IFE (Instituto Federal Electoral) Porcentaje de respuestas

Mucho 30.2
Poco 57.6
Nada 8.7
No conoce /No sabe 3.2
Sin respuesta 0.3

Fuente: Elaboración propia con base en El Colegio de México (2012).
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Por su parte, los resultados del Estudio Nacional 
Electoral de México arrojaron hallazgos importantes, al 
encontrar que, en general, tanto votantes y funcio-
narios de casilla tenían similares grados de confianza 
en el IFE. En el caso de los funcionarios, 53% tenía 

total o bastante confianza, 28% regular, y 16% poca 
o nada de confianza. En el caso de los votantes, 47% 
tenía total o bastante confianza en el IFE, 29% regu-
lar, 22% poca o nada (gráfica 6).

Gráfica 6
Confianza en el otrora Instituto Federal Electoral

Fuente: Elaboración propia con base en Centro de Investigación y Docencia Económicas (2013).

Por otro lado, los resultados de la investigación Efec-
tos de la capacitación electoral en la formación de ciudada-
nía y de habilidades de liderazgo con perspectiva de género 
muestran, al igual que el ENEM, que ciudadanos y 
funcionarios de casilla tenían prácticamente los mis-

mos niveles de confianza. En el caso de los funciona-
rios, 65.1% tenía mucha o algo de confianza y 34.9% 
poca o nada de confianza. En el caso de los ciudada-
nos, 69.3% tenía mucha o algo confianza en el IFE y 
30.7% poca o nada (gráfica 7).
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Gráfica 7
Confianza en el otrora Instituto Federal Electoral

 
Fuente: Elaboración propia con base en Instituto Federal Electoral (2012).

Finalmente, es importante señalar que autores como 
Maitret (2012: 85-106) han planteado dos explicacio-
nes al descrédito que enfrentan las instituciones po-
líticas mexicanas frente a los ciudadanos. La primera 
hace referencia a la percepción de que todo lo que se 
relaciona con política adquiere, en automático, cier-
to grado de desconfianza. La segunda supone que las 
propias autoridades han propiciado la confusión en 
los ciudadanos en cuanto al rol que juegan, debido a 
que en algunas de sus decisiones no queda claro si son 
garantes de la Constitución y la ley, o defensores de 
los intereses de la clase política.

3. La dimensión evaluativa

Para Almond y Verba (2001: 180), la dimensión eva-
luativa examina los juicios y opiniones sobre fenóme-
nos políticos por medio de la combinación de infor-
mación, sentimientos y criterios de evaluación. En 

ese sentido, en esta sección se analizarán los resulta-
dos de los estudios y encuestas referidos al inicio del 
texto, enfocados en dos variables: competencia sub-
jetiva y satisfacción con la democracia. Se entenderá 
por competencia subjetiva “la percepción individual 
sobre la habilidad de influir en la aplicación de políti-
cas en situaciones específicas personales relevantes” 
(Segob: 2012). La segunda variable (satisfacción con la 
democracia), se define como el cumplimiento de las 
exigencias que el ciudadano espera de la democracia.

3.1 Competencia subjetiva
En cuanto a competencia subjetiva se refiere, las en-
cuestas y estudios referidos incluyeron en su batería 
de preguntas, la relativa a la influencia del voto en 
lo que sucede en el país, obteniéndose los siguientes 
resultados:

En una escala de 1 a 5, donde 1 significa que el voto 
no tiene influencia sobre lo que ocurre en el país y 5 
que el voto hace la diferencia, en el Estudio Nacional 
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Electoral de México se les preguntó a los mexicanos la influencia que tiene 
el voto. La calificación promedio obtenida fue de 4.1, por lo que los en-
cuestados consideran que el voto sí afecta de manera significativa lo que 
sucede en el país. Asimismo, en el ENEM los funcionarios de casilla tie-
nen una mayor percepción de que el voto sí hace una gran diferencia al re-
gistrar un promedio de 4.4. Estos resultados son alentadores para el buen 
funcionamiento y sustentabilidad del sistema democrático mexicano.

Por su parte, los resultados de la investigación Efectos de la capacitación 
electoral en la formación de ciudadanía y de habilidades de liderazgo con perspec-
tiva de género indican que 52.5% de los ciudadanos considera que su voto 
es importante para influir en lo que sucede en el país contra un 44.7% de 
las ciudadanas. Entre los votantes, el 53.3% de las mujeres y el 50.1% de 
los hombres respondieron que su voto es importante. Finalmente, entre 
funcionarios de casilla se obtuvo un porcentaje más elevado: 64.1% en 
mujeres y 57.2% en hombres (tabla 7)6. 

Tabla 7
Valoración positiva del voto para influir en lo que sucede en el país

Ciudadanía Votantes Funcionarios 
de casilla

Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres

52.5% 44.7% 50.1% 53.3% 57.2% 64.1%

Fuente: Elaboración propia con base en Instituto Federal Electoral (2012).

En cuanto a los jóvenes, al presentarles una serie de opciones, en la ECPJ 
10.7% respondió que “votar no sirve para nada”, 28.1% para que mejoren 
las condiciones de vida, 24.9 % para que haya más justicia social, 14.1% 
para exigir a los políticos que cumplan sus promesas y 5.8% para combatir 
la violencia (gráfica 8).

6 Los resultados de esta investigación se 
obtuvieron a partir del levantamiento de 
tres encuestas: a) encuesta a funcionarios 
de casilla el día de la elección, b) encuesta 
a votantes el día de la elección, y c) en-
cuesta a ciudadanos en general efectuada 
días después de la elección.
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Gráfica 8
En su opinión ¿para qué sirve votar? (pregunta dirigida a jóvenes)

Fuente: Elaboración propia con base en El Colegio de México (2012).

Por otro lado, la ENCUP arrojó que 59% de los mexi-
canos estaba de acuerdo en que votar es la única ma-
nera que tienen las personas para decir si el gobierno 
hace bien o mal las cosas, 19% estuvo muy de acuer-
do, 16% en desacuerdo y 3% muy en desacuerdo. 

Finalmente, cuatro de cada diez ciudadanos (40%) 
pensaban que en el futuro tendrán menos posibili-
dades de influir en las decisiones de gobierno contra 
43% que consideraba que tendrán más oportunida-
des de influir (gráfica 9).

Gráfica 9
Percepción de acuerdo o desacuerdo con la frase “votar es la única manera que tienen  

las personas como yo para decir si el gobierno hace bien o mal las cosas”

Fuente: Elaboración propia con base en Secretaría de Gobernación (2012).
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3.2 Satisfacción con la democracia
En cuanto a la satisfacción con la democracia, la EN-
CUP arrojó que en 2012 más de la mitad de los en-
cuestados (51%) estaba poco o nada satisfecho con 
la democracia; casi una cuarta parte respondió que 
estaba satisfecho (24.1%); a 17.8% le daba igual y sólo 
6% estaba muy satisfecho (gráfica 10).

Por su parte, en el ENEM se obtuvieron cifras 
similares a la ENCUP. Se les preguntó qué tan satis-

fechos estaban con la forma como funciona la demo-
cracia en México. Más de la mitad de los votantes 
manifestó que estaba poco o nada satisfecho con el 
funcionamiento de la democracia mexicana (53%). 
No obstante, son los funcionarios de casilla quienes 
presentaron el nivel más alto de insatisfacción con la 
democracia (55%).

Gráfica 10
Satisfacción con la democracia

Fuente: Elaboración propia con base en Secretaría de Gobernación (2012).

En la investigación Efectos de la capacitación electoral en 
la formación de ciudadanía y de habilidades de liderazgo 
con perspectiva de género se obtuvieron datos similares 
a los dos estudios anteriores, pero los funcionarios de 
casilla presentaron los niveles más bajos de insatis-
facción. Los datos fueron los siguientes: 58.9% de los 
ciudadanos estaban poco o nada satisfechos con el 
funcionamiento del sistema político mexicano con-
tra un 53.4% de los funcionarios.

Finalmente, en el Informe país la mitad de los 
mexicanos (50%) percibe a la democracia como un 
sistema donde muchos participan y pocos ganan. 
26% considera que en una democracia las reglas son 
iguales para todos y 19% cree que es un régimen en 
donde todos colaboran (gráfica 11).
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Gráfica 11
Visiones sobre la democracia

Fuente: Elaboración propia con base en Instituto Nacional Electoral (2014). 

4. Consideraciones finales

Los más recientes estudios y encuestas nacionales, 
sobre cultura política de los mexicanos, publicados 
entre 2012 y 2014, mostraron que la mayoría de los 
mexicanos se caracteriza por tener poco interés en 
la política (65%), nulo conocimiento político (70%), 
alta desconfianza interpersonal (70%), baja confian-
za en las instituciones −particularmente en la policía, 
los partidos políticos y los legisladores− y están poco 
o nada satisfechos con la democracia (51%) sin im-
portar su rol en las elecciones: ciudadano, votante o 
funcionario de casilla. A pesar del poco interés en po-
lítica, los comicios federales de 2012 fueron seguidos 
por tres de cada cuatro votantes y funcionarios de 
casilla con mucha o algo de atención.

Todos los estudios y encuestas analizados corro-
boraron que el medio más utilizado por los mexica-
nos para informarse de lo que pasa en política sigue 
siendo, por mucho, la televisión. En promedio, tres 

de cada cuatro mexicanos se informan de temas po-
líticos por este medio, y el resto se reparte mayorita-
riamente entre la radio, los periódicos y el internet. 

Por último, es necesario destacar que más de la 
mitad del universo de hombres y mujeres, así como 
de jóvenes y adultos, se informó de política a través 
de los promocionales en televisión, lo que da cuenta 
de la importancia y alcance de ésta. Sin embargo, en 
cuanto al conocimiento de las elecciones prevalece la 
idea generalizada entre jóvenes y adultos, de ambos 
sexos, de que la elección que más importa es la de 
presidente de la República. En ese sentido, sería con-
veniente reforzar la importancia de las elecciones fe-
derales para diputados y senadores, pero sobre todo 
de los cargos que se disputan en el nivel local (gober-
nador, presidente municipal, diputados locales, etcé-
tera), mediante el aprovechamiento de los tiempos 
oficiales con los que cuentan los partidos políticos y 
las autoridades electorales
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E L ARTÍCULO 21 CONSTITUCIONAL PRECISA 
que “la seguridad pública es una función a cargo del 
Estado que comprende la prevención, investigación 
y persecución de delitos”. Las valoraciones de la si-
tuación de la seguridad pública en México deberían 
abarcar todas las facetas que comprende esta fun-
ción. En el presente artículo se ejemplifican análisis 
de la información oficial disponible, donde se abar-
can distintas etapas del proceso de administración de 
justicia, desde la ocurrencia de presuntos hechos  
delictivos hasta la emisión de sentencias en juicios de 
primera instancia. A partir de estos análisis se vislum-
bran dos grandes retos para el Estado mexicano. El 
primero consiste en la urgente necesidad de mejorar 
la eficacia y eficiencia de los procesos de procura-
ción e impartición de justicia. El segundo gran reto 
consiste en establecer un marco normativo e insti-
tucional que garantice la generación oportuna de in-
formación estadística confiable, mediante la cual sea 
posible evaluar todas las facetas de esta función del 
Estado mexicano.
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1. El proceso de administración de justicia penal

Debido a la complejidad del proceso de administración de justicia, vale la 
pena recordar las etapas básicas del mismo, descritas en el diagrama 1. Un 
primer momento corresponde a la ocurrencia de un hecho o de una con-
ducta delictiva. Cuando la ocurrencia de estos hechos se denuncia ante 
un agente del Ministerio Público (MP), da inicio el proceso de procuración 
de justicia. Si la denuncia es ratificada y el MP considera que existen ele-
mentos suficientes para suponer la ocurrencia de un delito, se inicia una 
averiguación previa (AP). 

Cuando el MP considera que ha reunido las pruebas que acreditan la 
comisión del delito, consigna la AP ante un juez. Si el juez acepta la AP 
consignada inicia el proceso de impartición de justicia con un juicio de 
primera instancia. Este juicio finaliza cuando el juez dicta una sentencia. 
Los procesos de procuración e impartición de justicia, como cualquier 
otro proceso institucional, están expuestos a numerosas alteraciones que 
pueden modificar su dirección y su ritmo. Así, es común que durante 
estos procesos se modifique la clasificación de una conducta delictiva o 
se agreguen otras, que el propio proceso se interrumpa o que tenga con-
clusiones distintas a la sentencia.

* Carlos Alberto Galindo López es candi-
dato a doctor en Filosofía de la Ciencia 
en la Universidad Nacional Autónoma de 
México. Actualmente se desempeña co-
mo investigador titular “C” adscrito a la 
Dirección General de Investigación Es-
tratégica (DGIE) del Instituto Belisario 
Domínguez (IBD).

** Susana Ramírez Hernández es especia-
lista en Desarrollo Social y licenciada en 
Relaciones Internacionales por la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México. 
Es investigadora titular “A” adscrita a la 
DGIE del IBD.
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Diagrama 1 
Momentos básicos del proceso de administración de justicia penal,  

hasta la finalización de un juicio de primera instancia.

Fuente: Elaboración propia.

Al finalizar un juicio de primera instancia puede ocurrir la reiteración del 
proceso de impartición de justicia. Si alguna de las partes involucradas 
en el juicio se inconforma con la sentencia, puede promover un recurso 
de apelación para solicitar un juicio de segunda instancia ante un magis-
trado, el cual concluye con la sentencia correspondiente. En caso de que 
alguna de las partes se inconforme con la sentencia de segunda instancia, 
puede promover un juicio de amparo ante el Poder Judicial Federal.

En 2008 dio inicio la reforma al sistema de justicia penal, bajo la cual 
se transforma sustancialmente la interacción entre los diversos actores 
involucrados y se da mayor importancia a las soluciones alternas y formas 
de terminación anticipada1. Pero los momentos básicos descritos en el 
diagrama 1 se mantienen. La única diferencia relevante para este diagra-
ma, es que la denuncia ante el MP motiva la apertura de una carpeta de 
investigación, cuyo cierre ocurre después de la vinculación a proceso de la 
persona imputada –de manera que estos momentos de apertura y cierre 
se aproximan a los de inicio y consignación de las AP–.

Por último, cabe señalar que algunos hechos delictivos detonan de for-
ma automática una investigación ministerial sin necesidad de que se pre-
sente una denuncia. Cuando un delito se considera especialmente nocivo 
para la sociedad se considera que el Estado tiene la obligación de procurar 
e impartir justicia, motivo por el cual, se dice que estos delitos se persi-
guen de oficio. Por ejemplo, cuando se encuentra un cadáver cuyas ca-
racterísticas permiten suponer la ocurrencia de un homicidio, el MP está 
obligado a iniciar una investigación, buscando identificar al responsable y 
presentarlo ante un juez. 

Ocurrencia de un  
presunto delito

Averiguación previa/  
carpeta de investigación

Juicio de primera
instancia SentenciaDenuncia

1 Descripciones gráficas del proceso 
de administración de justicia penal, 
bajo el nuevo sistema acusatorio, 
pueden encontrarse en la plataforma 
virtual denominada Proyecto Justicia. 
Consultada (20/1/15): http://proyecto 
justicia.org/index.php/infografias 
/105-infografia-las-etapas-del-proceso 
-penal-en-el-nsjp-en-mexico

Proceso de procuración de justicia Proceso de impartición de justicia
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2. Fuentes de información

En México contamos con fuentes que proveen infor-
mación sobre distintos momentos del proceso de jus-
ticia penal. Para interpretar adecuadamente los datos 
disponibles, es necesario identificar con precisión los 
momentos y conceptos particulares a los que se re-
fieren. En el presente artículo se discuten los datos 
correspondientes a los siguientes momentos particu-
lares del proceso de justicia:

•	 Defunciones por presunción de homicidio. Corres-
ponden al momento de ocurrencia de un pre-
sunto homicidio y los datos son publicados por 
el  Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (INEGI), dentro del proyecto denominado 
Estadísticas Vitales.

•	 Incidencia de delitos frecuentes. Estimaciones 
sobre la ocurrencia de delitos que afectan 
frecuentemente a la sociedad, las cuales se 
obtienen mediante la Encuesta Nacional de 
Victimización y Percepción de Seguridad Pú-
blica (ENVIPE) también de INEGI. Además, 
esta encuesta también permite estimar cuántos 
de estos delitos fueron denunciados e inscritos 
en las averiguaciones ministeriales. Por lo que 
permite estimar la llamada cifra negra, esto es, 
el monto y el porcentaje de hechos delictivos 
que, por diversas razones, no motivaron en el 
inicio de una AP.

•	 Delitos registrados en investigaciones ministeria-
les. Corresponden a delitos registrados en AP 
y carpetas de investigación, cuyas cifras son 
publicadas mensualmente por el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública (SESNSP), bajo el nombre de cifras de 
incidencia del fuero común. Estas cifras parecen 

estar referidas al momento de inicio de una 
AP o carpeta de investigación, pero sin un do-
cumento metodológico público, no es posible 
verificar cabalmente el momento exacto al que 
corresponden.

•	 Procesados y sentenciados en juicios de primera ins-
tancia. Corresponden a los momentos de inicio 
y terminación del proceso de impartición de 
justicia, acotado a los juicios de primera ins-
tancia. Esto es, se refieren a delitos  imputados 
a las personas consignadas ante un juez por el 
MP, a quienes se pretende someter a un juicio 
de primera instancia, y a las personas a quienes 
se les ha dictado sentencia al finalizar el juicio. 
Estos datos eran publicados por INEGI, en un 
proyecto denominado Estadísticas Judiciales en 
Materia Penal (EJMP), el cual fue suspendido 
en el año 2013.

Es relevante señalar que, la captación de delitos en 
fuentes estadísticas, depende tanto de la frecuencia 
con que estos ocurren como de su denuncia y avance 
de las investigaciones ministeriales. Los homicidios, 
por ejemplo, ocurren con menor frecuencia que los 
robos y asaltos. Sin embargo, debido a su impacto 
social e importancia jurídica, la captación de los ho-
micidios en los registros oficiales es relativamente 
elevada y confiable. Esto porque las personas tien-
den a denunciarlos cuando saben de su ocurrencia y 
aún más importante, no es necesario que se presente 
y ratifique una denuncia para iniciar una investiga-
ción ministerial cuando existen indicios que permi-
ten suponer su ocurrencia. En contraste, los robos y 
las extorsiones, aunque son muy frecuentes son poco 
denunciados por sus víctimas, por lo que presentan 
serios problemas de subenumeración en los registros 
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oficiales (Olaeta, 2008). Por este motivo, es necesario recurrir a encuestas 
de victimización para obtener estimaciones más precisas sobre delitos 
frecuentes pero poco denunciados.

3. Defunciones por presunción de homicidio

Las defunciones por homicidio que publica el INEGI forman parte de 
las Estadísticas Vitales (INEGI, 2014a), las cuales conforman un esfuerzo 
de aprovechamiento de registros administrativos provenientes de otras 
fuentes primarias. En este proyecto estadístico, para obtener cifras sobre 
fallecimientos, se recopilan datos de los certificados de defunción de la 
Secretaría de Salud y se cotejan con datos de las actas de defunciones 
del Registro Civil y de los cuadernos estadísticos que llenan las agencias 
del Ministerio Público de cada entidad federativa (INEGI, 2014b)2. Para 
los casos de muertes violentas, la persona que certifica la muerte, quien 
idealmente debería ser un médico legista, señala cuando presumiblemen-
te se trata de un homicidio.

Lo anterior implica que los datos recolectados corresponden, por 
principio, a una categoría médica y no a una jurídica (Echarri, 2012a). Esta 
precisión es relevante cuando se desea realizar comparaciones con cifras 
provenientes de registros ministeriales y judiciales. Las estimaciones de 
homicidios provenientes de registros médicos son comparables con los 
homicidios dolosos de fuentes jurídicas3. 

3.1 Tendencia anual 2000-2013
La gráfica 1 muestra la tendencia por año de ocurrencia de las defunciones 
por presunción de homicidio. Los datos revelan el rompimiento de una 
moderada tendencia a la baja en el año 2007, año en que se alcanzó un nivel 
mínimo de cerca de 9 mil casos. Después se observa un abrupto cambio en 
la tendencia, llegando a 26 mil defunciones en el año 2010. El nivel máxi-
mo se alcanzó en el año 2011 (27 mil casos). A partir de ese año se ha regis-
trado una tendencia a la baja, disminuyendo hasta 22 mil en el año 2013.

El aumento de presuntos homicidios, ocurrido a partir de 2007, im-
pactó todo el territorio nacional, pero es relevante señalar que se observa-
ron comportamientos diferenciados entre las entidades federativas. El 

2 Esta metodología permite la captación 
de información caso por caso, cuidando 
la confidencialidad de los mismos. Esto 
permite realizar análisis temporales y 
geográficos desagregados, así como cru-
ces o exploración combinada de todas las 
variables disponibles; por ejemplo: mes y 
año de ocurrencia de la defunción, mes  
y año de registro, entidad y municipio de 
ocurrencia, hora de la defunción, condi-
ción de necropsia, condición de violencia 
familiar, parentesco con la persona incul-
pada, sexo de la persona fallecida, edad, 
nacionalidad, condición de habla indí-
gena, etcétera. Base de datos disponible 
en línea (15/1/2015): http://www.inegi.org.
mx/est/lista_cubos/consulta.aspx?p=ad-
m&c=4

3 La distinción jurídica entre doloso y cul-
poso se refiere a la intencionalidad de la 
persona que comete el delito (el homi-
cidio doloso es aquel que se realizó de 
forma intencional). La definición espe-
cífica de estas categorías depende del 
código penal aplicable. Por ejemplo, el 
Código Penal para el estado de Aguas-
calientes define el homicidio culposo 
como: privar de la vida a un ser humano, 
por incumplimiento de un deber de cuida- 
do que debía y podía haber observado el 
autor, según sus condiciones personales  
y las circunstancias de realización del 
hecho.
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estado más afectado fue Chihuahua, donde se llegó 
a registrar un aumento de más de 10 veces el nivel 
observado en 2007. El segundo estado más afectado 
fue Nuevo León, seguido por Coahuila, Durango, Si-
naloa y Tamaulipas. Fernando Escalante (2011) y José 
Merino (2011) analizaron estos datos a nivel estatal 
y regional, ambos concluyen que los incrementos de 
presuntos homicidios, durante este periodo, estu-

vieron relacionados con la realización de operativos 
conjuntos –militares y policiacos–, que derivaron en 
el rompimiento de los acuerdos informales mediante 
los cuales se mantenía el orden a nivel local. Aún es 
materia de debate pendiente la pertinencia o no, del 
rompimiento de estos acuerdos y la manera más ade-
cuada para fortalecer el orden a nivel local.

Gráfica 1
Defunciones por presunción de homicidio según año de ocurrencia (miles).

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI (2014a).

3.2 Tasas de presuntos homicidios ocurridas en 
2013 
Para efectuar comparaciones entre entidades federa-
tivas es recomendable utilizar tasas según su pobla-
ción –esto porque a mayores montos de población 
se espera encontrar también, un mayor número de 

eventos–.  El mapa 1 muestra la comparación de ta-
sas de defunciones por presunción de homicidio por 
cada cien mil habitantes, ocurridas en 2013. Los esta-
dos con las mayores tasas son Guerrero (60.1) y Chi-
huahua (53.1), seguidos por Sinaloa (39.2), Morelos 
(33.0) y Colima (31.2).
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Mapa 1
Tasas de defunciones por presunción de homicidio ocurridas en 2013  

(presuntos homicidios por cada 100 mil habitantes).

Fuente: Elaboración propia con defunciones por homicidio de INEGI (2014a) y poblaciones de medias de CONAPO 
(2014).

4. Incidencia de delitos frecuentes 

La Encuesta Nacional de Victimización y Percep-
ción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) se levanta 
cada año sobre una muestra de alrededor de 95 mil 
viviendas a lo largo del territorio nacional, mediante 
la cual se logran estimaciones representativas a nivel 

nacional y estatal (INEGI, 2014c). De entre la infor-
mación que recolecta la ENVIPE se pueden obtener 
cifras de incidencia delictiva, esto es, del número de 
eventos individuales de victimización o afectación 
por delitos lo suficientemente frecuentes como para 
ser captados por una encuesta muestral, reportados 
para periodos específicos.
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En la gráfica 2 se muestran los delitos más fre-
cuentes a nivel nacional. De entre estos, destacan los 
robos o asaltos en la calle y en el transporte público, 
los cuales aumentaron de 6.6 millones en 2011 a 9.8 
millones en 2013. Las extorsiones figuran como el 

segundo delito más común y también presentan una 
tendencia en aumento, pasando de 4.4 millones en 
2011 a 7.8 millones en 2013 (incluye extorsión en gra-
do de tentativa). 

Gráfica 2 
Incidencia de delitos más frecuentes, según año de ocurrencia (millones).

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI (2014c).

4.1 Tasas de incidencia delictiva ocurridas en 
2013 
El mapa 2 muestra las tasas de incidencia delictiva 
ocurridas en 2013 por entidad federativa, consideran-
do el número de hechos delictivos captados por la 

ENVIPE por cada 100 mil habitantes. La mayor tasa 
se observa en el Estado de México, con 93 mil delitos 
por cada 100 mil habitantes. En segundo lugar se ubi-
ca Baja California con 57 mil, seguido por el Distrito 
Federal con 52 mil y Jalisco con 47 mil. 
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Mapa 2
Tasas de incidencia delictiva ocurridas en 2013 (eventos de victimización o  

afectación delictiva por cada 100 mil habitantes).

Fuente: Elaboración propia con datos de incidencia delictiva de INEGI (2014c) y poblaciones medias de CONAPO (2014).

4.2 Cifra Negra
La llamada cifra negra o zona oscura de la criminalidad, 
se refiere a la ocurrencia de conductas delictivas que 
no son registradas ni atendidas por el sistema de jus-
ticia. Es decir, se refiere a los delitos, y a las víctimas 
de los mismos, a los cuales el Estado no da respuesta 
alguna; motivo por el cual es uno de los indicadores 
más utilizados para el estudio de la impunidad y la 
debilidad del Estado de Derecho. La definición ope-

rativa que utiliza la ENVIPE es la siguiente: “actos 
delictivos que no son reportados ante el Ministerio 
Público o que no son objeto de una averiguación pre-
via y, por tanto, no figuran en ninguna estadística” 
(INEGI, 2014c). 

La ENVIPE arroja una tendencia creciente de la 
cifra negra en México (gráfica 3). En el año 2011 ocu-
rrieron 22.6 millones de delitos, de los cuales sólo 
1.9 millones motivaron el inicio de una averiguación 
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previa, lo cual implica una cifra negra de 92%. Para el 
año 2013 el número de delitos ocurridos aumentó a 
33.1 millones, lo que representa un aumento de 46%; 

pero sólo 2.1 millones de estos delitos ocasionaron el 
inicio de una AP, lo cual implica una cifra negra igual 
a 94%.

Gráfica 3 
Delitos ocurridos, denunciados e inscritos en averiguaciones previas  

iniciadas según año de ocurrencia (millones).

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI (2014c).

La ENVIPE también capta los motivos por los cuales 
las personas decidieron no presentar una denuncia ante 
la autoridad correspondiente (diagrama 2). De los 33.1 
millones de delitos que ocurrieron en 2013, nueve de 
cada diez no fueron denunciados y los motivos más 
comunes para no hacerlo fueron: porque denunciar 
se considera una pérdida de tiempo (31%) y porque se 
desconfía de la autoridad (21%). De entre los 3.3 mi-
llones de delitos que sí se denunciaron, un tercio no 

derivó en el inicio de una averiguación previa. El mo-
tivo más común por el que los denunciantes no die-
ron seguimiento al proceso judicial fue una actitud 
hostil por parte de la autoridad (31%). Finalmente, de 
entre los 2.1 millones de delitos que sí implicaron el 
inicio de una averiguación ministerial, en la mitad de 
los casos no se obtuvo ningún resultado. Sólo para 155 
mil delitos, que representan 0.5% del total de ocurri-
dos, se consignó a la persona inculpada ante un juez. 
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Diagrama 2
Cifra negra delictiva del año 2013 (delitos ocurridos, denunciados e 

inscritos en averiguaciones previas iniciadas).

Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI (2014c).

5. Delitos registrados en investigaciones ministeriales

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
(SESNSP), órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, pre-
senta mensualmente cifras de incidencia delictiva referentes a delitos del 
fuero común considerados de alto impacto, tales como homicidios, lesio-
nes, secuestros y robos. Los datos son generados por las procuradurías y 
fiscalías de las entidades federativas y en el mes inmediato posterior, son 
recopilados y publicados por el SESNSP4. Aunque la Procuraduría Gene-
ral de la República reporta cifras de incidencia de averiguaciones previas, sus 
datos corresponden a montos agregados de violaciones a códigos y leyes 
aplicables, de manera que no se tienen cifras desagregadas por tipos de 
delitos para el fuero federal5.

Es relevante hacer notar que, hasta el momento (principios de 2015), 
no se ha publicado un documento metodológico que explique las carac-
terísticas de las mismas. A falta de una metodología pública, el SESNSP 
emite un aviso electrónico en su página web al momento de acceder a 
las cifras de incidencia delictiva, donde señala algunas características de las 

4 Cifras del fuero común disponibles 
en línea (23/1/2015): http://secretariado 
ejecutivo.gob.mx/incidencia-delictiva/ 
incidencia-delictiva-fuero-comun.php

5 El reporte de la Procuraduría General 
de la República está disponible en línea 
(23/1/2015): http://secretariadoejecutivo.
gob.mx/incidencia-delictiva/incidencia- 
delictiva-fuero-federal.php

29.8 millones no se 
denunciaron. Algunos 
motivos:

•	 Pérdida de tiempo 
31%

•	 Desconfianza en la 
autoridad 21%

•	 No tenía pruebas 
10%

•	 Trámites largos y 
difíciles 8%

•	 Por miedo al agresor 
7%

1 millón no derivaron en el inicio 
de una averiguación previa*. 
Algunos motivos:

•	 Actitud hostil de la autoridad 
31%

•	 No tenía pruebas 24%
•	 No se consideró delito 12%
•	 Se inició acta de hechos 11%

* Para 247 mil delitos los 
encuestados no supieron qué 
ocurrió con su denuncia

Delitos en averiguaciones previas 
iniciadas en 2013 = 2.1 millones

Resultados de las averiguaciones:

•	 Nada 50%
•	 Está en trámite 23%
•	 Recuperó sus bienes 11%
•	 Se consignó al inculpado 8%

Delitos denunciados en 2013 = 3.3 millones

Delitos ocurridos en 2013= 33.1 millones
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mismas, pero cabe señalar que este aviso ha cambiado con el tiempo6. La 
versión más reciente señala que:

La información se refiere a los presuntos delitos registrados en las averi-
guaciones previas o carpetas de investigación iniciadas, y que son repor-
tados por las Procuradurías Generales de Justicia y Fiscalías Generales 
de las entidades federativas, en el caso de los delitos del fuero común, 
y por la Procuraduría General de la República, en el caso de los delitos 
del fuero federal. En ambos casos, dichas instancias son las responsables 
de la veracidad y actualización de la información […] Los delitos no de-
nunciados o aquellas denuncias en las que no hubo suficientes elementos 
para presumir la comisión de un delito, fueron excluidos en el reporte 
(SESNSP, 2014a).

El punto más importante a identificar en este aviso electrónico, es que 
las cifras del SESNSP no dan cuenta de la incidencia delictiva, aunque así 
se les denomine, pues no se refieren a la ocurrencia de todos los delitos, 
sino a la inscripción de algunos de estos en averiguaciones previas o car-
petas de investigación. Luego entonces, una interpretación más precisa 
de estos datos correspondería con delitos registrados en investigaciones mi-
nisteriales. Aún más, como no se han publicado las reglas metodológicas 
bajo las cuales se generan estos datos, es imposible verificar si se están 
contabilizando todos los delitos inscritos en AP o si se cuenta el número de 
averiguaciones previas clasificadas según un delito considerado como prin-
cipal, puesto que una AP puede incluir diversos delitos. 

Basta recordar los datos de la ENVIPE, mostrados en la gráfica 3 y en 
el diagrama 2, para ponderar la importancia de esta reinterpretación. De 
los 33.1 millones de delitos ocurridos en 2013, sólo 10% se denunciaron y 
únicamente 6%, es decir 2.1 millones, motivaron el inicio de una AP. Por 
su parte, el SESNSP reportó para 2013 una incidencia delictiva igual a 1.7 
millones, supuestamente derivada de AP iniciadas. En este sentido, no es 
meritorio que las cifras del SESNSP disminuyan en el corto plazo pues no 
se refieren a delitos ocurridos. Lo deseable es que estas cifras aumenten 
hasta niveles cercanos a las estimaciones de delitos ocurridos, para pos-
teriormente descender como consecuencia de una menor ocurrencia de 
conductas delictivas. Como ha señalado Alejandro Hope (23/10/2014): “lo 
que queremos ver son menos delitos (medidos por encuestas de victimi-
zación) y más denuncias [que den inicio a investigaciones ministeriales]. 
Sólo así se puede cerrar la cifra negra y abatir la impunidad.”. 

6 El aviso electrónico se despliega al 
acceder a la siguiente liga (consultada 
20/1/2015): http://secretariadoejecutivo.
gob.mx/incidencia-delictiva/incidencia 
-delictiva.php
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5.1 Problemas metodológicos de las cifras del SESNSP
Existen otras problemáticas relacionadas con la falta de una metodolo-
gía pública. Según el aviso electrónico del SESNSP, las cifras se refieren 
al momento de inicio de las AP, por lo que no deberían cambiar con el 
paso del tiempo. Sin embargo, todos los meses se publican ajustes y co-
rrecciones a las cifras liberadas previamente (tanto en meses como en 	
años anteriores). Por ejemplo, en el corte del 20/1/2015 el SESNSP7 infor-
mó de ajustes en las cifras de siete entidades para distintos meses de 2014 
(Aguascalientes, Baja California, Chiapas, Hidalgo, Michoacán, Sinaloa 
y Zacatecas). Así como de tres entidades para meses de 2013 (Chiapas, 
Puebla e Hidalgo). Tres entidades para 2012 (Baja California, Coahuila y 
Sinaloa) y de una entidad para 2010 y 2011 (Sinaloa). 

En versiones anteriores del aviso electrónico del SESNSP, se explica-
ba que los constantes ajustes y modificaciones se debían a reclasificacio-
nes de delitos según el avance de las investigaciones, como si los datos 
provinieran de averiguaciones previas en proceso, pero esto resultaba con-
tradictorio pues las cifras de las AP iniciadas no deberían cambiar, toda 
vez que las reclasificaciones de delitos no se registran al inicio de la AP, 
sino durante el proceso de la misma. No obstante, esta explicación ya no 
se incluye en la versión más reciente del aviso electrónico, de manera que 
los ajustes y cambios ahora carecen de explicación oficial.

	 Si las cifras del SESNSP corresponden al momento en que se 
inicia una AP, como señala su aviso electrónico, los meses de referencia 
no indican la fecha de ocurrencia de los delitos. Las variaciones mensua-
les de estas cifras no implican que disminuya o aumente la ocurrencia de 
un delito, sino que reflejan cambios en su frecuencia de registro. Esto es 
particularmente relevante al efectuar comparaciones con otras fuentes de 
información pues las cifras a cotejar deben referenciarse según la fecha de 
registro de los eventos delictivos. 

De hecho, una comparación relevante involucra a las defunciones por 
presunción de homicidio del INEGI y las cifras de homicidio doloso 
del SESNSP; esto porque las primeras deberían originar de manera au-
tomática una investigación ministerial, de manera que las segundas de-
berían alcanzar niveles muy cercanos (incluso superiores si se considera 
que, además de los cadáveres encontrados, pueden registrarse denuncias 
por este tipo de delito). La gráfica 4 muestra esta comparación, donde 

7 Conforme a los documentos electró- 
nicos publicados el 20/1/2015 en la página: 
http://secretariadoejecutivo.gob.mx/inci-
dencia-delictiva/incidencia-delictiva-fue-
ro-comun.php
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se observa que, después del año 2008, el número de 
homicidios dolosos reportados por el SESNSP es sis-

temáticamente menor al número de defunciones por 
presunción de homicidio reportadas por el INEGI. 

Gráfica 4
Defunciones por presunción de homicidio del INEGI y homicidios dolosos del SESNSP,  

según año de registro (miles).

Fuente: Elaboración propia con datos del INEGI (2014b) y del SESNSP (2014; corte informativo al 20/1/2015).

Al comparar ambas fuentes a nivel estatal se ob-
serva que las discrepancias nacionales responden, 
principalmente, a la acumulación de divergencias 
muy particulares en ciertas entidades federativas. Al 
respecto, José Merino y Jessica Zarkin señalan lo si-
guiente:

Vemos que existe una relación positiva entre la di-
ferencia y la tasa de homicidios así como entre la 
diferencia y la población del estado. Es decir, entre 
más gente hay y más violento el estado, es más pro-
bable la disparidad en cifras. En algunos casos se 
deberá a que se abre una sola averiguación por fosa 
común (sin importar el número de cuerpos) por 

ejemplo, en otros casos quizás se deba a la falta de 
capacidad en las procuradurías estatales […] Cierto, 
estados más violentos y/o poblados muestran una 
diferencia mayor entre ambas fuentes de datos; 
pero claramente algo más ocurre en donde tenemos 
estados que bajo ambos criterios siguen mostran-
do diferencias brutales por encima de lo ‘espera-
do’, centralmente: Chihuahua; Estado de México; 
y Baja California. Las procuradurías de esos tres 
estados nos deben desde ya una explicación clara. 
(Merino y Zarkin, 22/12/2014).

Por su parte, Alejandro Hope expresa una conclusión 
aún más provocativa. 
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[…] según la Procuraduría del Estado de México, 
el número de averiguaciones previas por homici-
dio doloso disminuyó casi 10% en esa entidad fe-
derativa en 2013. Pero resulta que, de acuerdo con 
INEGI, el número de víctimas de homicidio en el 
Estado de México creció 13% el año pasado. No 
hay, por tanto, más que dos alternativas: 1) aumen-
taron a gran ritmo las masacres en territorio mexi-
quense, o 2) las autoridades estatales escondieron 
varios centenares de averiguaciones previas (Hope, 
23/10/2014).

La gráfica 5 muestra ejemplos representativos de 
divergencias estatales en las cifras que reportan al 
INEGI y al SESNSP: algunas entidades, como Nue-
vo León y Sonora, mantienen estándares de reporte 
consistentes para ambas fuentes estadísticas; en con-
traste, algunas entidades como el estado de México y 

Zacatecas presentan marcadas diferencias en los ni-
veles y tendencias que reportan. Particularmente, en 
esta gráfica llama la atención que dichos estados han 
estado reportando a la baja sus homicidios dolosos 
en comparación con sus defunciones por presunción 
de homicidio. 

Debido a estas discrepancias en los patrones de 
reporte de las entidades federativas, aunadas a la 
falta de una metodología pública auditable, no es re-
comendable realizar comparativos o clasificaciones 
estatales con las cifras del SESNSP. Aún más, con-
siderando que el SESNSP no ha hecho públicas las 
reglas metodológicas que deberían seguir las procu-
radurías, sería recomendable normar claramente la 
generación de información estadística a partir de las 
investigaciones ministeriales.

Gráfica 5
Comparación entre defunciones por presunción de homicidio (INEGI) y homicidios dolosos atendidos en 

averiguaciones previas (SESNSP), según entidad y año de registro.

Continúa…
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6. Procesados y sentenciados en juicios de 
primera instancia

La Dirección General de Estadística, ahora parte del 
INEGI, mantuvo desde 1930 un proyecto de apro-
vechamiento de registros administrativos denomi-
nado Estadísticas Judiciales en Materia Penal (EJMP). 
Esta fuente recuperaba información caso por caso, 
cuidando la confidencialidad de los mismos, de las 
personas procesadas y sentenciadas en juicios de pri-
mera instancia (INEGI, 2014d). De entre los datos 
recolectados, se captaban características individuales 
de todos los delitos que se les imputaban o atribuían 
a estas personas, lo cual permitía, en combinación 
con otras fuentes de datos, la trazabilidad agregada 
por tipo de delito de los procesos de procuración e 
impartición de justicia hasta la finalización de los 
juicios de primera instancia. Esto gracias a que cada 
delito captado en las EJMP podía referenciarse según 

lugar y fecha de ocurrencia. En el libro Panorama esta-
dístico de la violencia en México (Echarri, 2012b) pueden 
encontrarse ejercicios de trazabilidad con las EJMP 
para distintos tipos de delitos violentos: homicidios, 
lesiones, robo con violencia, secuestro, delitos sexua-
les y violencia familiar.

En combinación con las defunciones por presun-
ción de homicidio, las cifras de homicidios dolosos 
de las EJMP permitían estimar indicadores básicos 
de eficiencia para los procesos de procuración e im-
partición de justicia. La gráfica 6 muestra un compa-
rativo entre estas fuentes hasta el año 2012, que es el 
último captado por esta fuente. Del total de homici-
dios ocurridos en 2012, sólo en 17 de cada 100 casos 
se logró reunir la suficiente evidencia que le permi-
tiera al MP consignar a una persona imputada. Y úni-
camente en 2 de cada 100 casos, un juez de primera 
instancia consideró que tenía elementos suficientes 
para emitir una sentencia.

Fuente: Elaboración propia con defunciones por homicidio de INEGI (2014a) y “cifras de incidencia” de homicidios dolo-
sos del SESNSP (2014; corte informativo del 20/1/2015).
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Gráfica 6
Defunciones por presunción de homicidio y homicidios dolosos* imputados a las  

personas procesadas y sentenciadas, según año de ocurrencia (miles).

*Incluye fuero común y fuero federal.

Fuente: Elaboración propia con información de INEGI (2014a, 2014d).

Las diferencias observadas en la gráfica 7 sugieren la 
existencia de dos problemáticas. Primero, las instan-
cias de procuración de justicia parecieran tener una 
capacidad limitada para investigar sólo un número 
restringido de homicidios, toda vez que el número de 
estos delitos que se atribuyen a personas procesadas 
nunca logra rebasar los 6 mil casos anuales. Segundo, 
las instancias de impartición de justicia parecen tar-
dar muchos años en sentenciar a las personas sujetas 
a proceso, motivo por el cual se aprecia una caída en 
el número de sentencias correspondientes a los ho-
micidios ocurridos en años recientes. 

En combinación con las estimaciones de la EN-
VIPE, las EJMP permitían evaluar la eficiencia de 

los procesos de procuración e impartición de justicia 
para los tipos agregados de delitos más frecuentes. La 
gráfica 7 muestra la disminución del número de deli-
tos atendidos por el Estado, según distintas etapas 
del proceso de administración de justicia, para los 
robos de vehículos y fraudes ocurridos en 2012, los 
cuales se supone que deberían presentar altos niveles 
de denuncia con la finalidad de obtener una retribu-
ción económica vía seguros y otros mecanismos de 
protección financiera.

De los casi 4 millones de robos de vehículos ocu-
rridos en 2012 (incluyendo totales y parciales), 20% 
se denunciaron, 15% se inscribieron en AP inicia-
das, 0.2% se imputaron a personas procesadas y sólo 
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0.01% se imputaron a personas sentenciadas (gráfica 7). De los 2.6 millo-
nes de fraudes ocurridos en el mismo año, 10% se denunciaron, 8% se 
inscribieron en AP iniciadas, 0.03% se imputaron a personas procesadas 
y únicamente 0.004% se imputaron a personas sentenciadas. Este tipo 
de resultados permite afirmar que, aunque existen dinámicas diferencia-
das de denuncia e investigación para distintos tipos de delitos, el análisis 
combinado de los datos de la ENVIPE y de las EJMP revela que se tiene 
una condición generalizada de baja eficiencia en los procesos de procura-
ción e impartición de justicia.

Gráfica 7
Delitos ocurridos en 2012, según distintas etapas de atención en el 

proceso de administración de justicia

* Incluye robos totales y parciales, es decir, robo de vehículos completos 
y de autopartes.
Fuente: Elaboración propia con datos de INEGI (2014c, 2014d).

Según las características de las fuentes a contrastar, este tipo de análi-
sis e indicadores básicos podían afinarse de acuerdo a distintas variables 
de interés, tales como lugar de ocurrencia y lugar de atención (registro). 
Esto gracias a que las EJMP sistematizaban una base de datos con las 
características individuales de cada delito. De hecho, en su último año 
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de existencia, esta fuente estadística incluyó un proyecto piloto deno-
minado Procedimiento penal acusatorio oral en los estados de Baja Califor-
nia, Guanajuato y Morelos, donde se captó información más detallada 
sobre el nuevo sistema acusatorio, incluyendo datos sobre las víctimas de 
los delitos8. Sin embargo, a mediados del 2013, el Comité Ejecutivo del 
Subsistema Nacional de Información de Gobierno, conformado a partir 
de la reciente autonomía del INEGI, decidió suspender esta fuente de 
información.

6.1 Suspensión de las EJMP
El 21 de julio de 2012, el Comité Ejecutivo del Subsistema Nacional de 
Información de Gobierno, del INEGI, decidió sustituir las EJMP por el 
Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal (CNIJE), el cual forma 
parte del proyecto de Censos Nacionales de Gobierno (INEGI, 2014e). 
Este cambio implicó la sustitución de un esfuerzo de aprovechamiento 
de registros individuales por el uso de cuestionarios censales que captan 
cifras agregadas, de tal manera que el CNIJE no logra recopilar la misma 
información que provenía de las EJMP. Es así como se ha dejado de reco-
lectar la variedad de detalle proveniente de las características individua-
les de las personas y los delitos que se les imputan. Por ejemplo, los cen-
sos de gobierno no pueden captar características tales como el mes y año 
de ocurrencia de los delitos, la fecha en que se dictó el auto de término 
constitucional a las personas procesadas, la fecha en que se dictó senten-
cia, la condición de reincidencia de las personas sentenciadas, entre mu-
chas otras –por este motivo, ahora el cambio metodológico no permite 
realizar comparaciones básicas como las mostradas en las gráficas 6 y 7–.

Una diferencia fundamental entre las EJMP y el CNIJE, es que las 
primeras captaban todos los delitos imputados a las personas procesadas y 
sentenciadas, mientras que los censos de gobierno sólo captan lo que de-
nominan como delito principal9. Es decir, el CNIJE sólo recopila el número 
de expedientes clasificados según la causa más grave o delito principal. Esto 
implicó una divergencia en cuanto a la emulación de las mejores prácticas 
propuestas por Naciones Unidas10, lo cual es relevante porque el propio 
articulo 26 constitucional y el artículo 54 de la Ley del Sistema Nacional 
de Información Estadística y Geográfica (SNIEG) señalan específica-

8 En su último año, las EJMP incluyeron 
un proyecto piloto denominado Procedi-
miento penal acusatorio oral en los estados 
de Baja California, Guanajuato y Morelos, 
donde se captó información más deta-
llada sobre el nuevo sistema acusatorio, 
incluyendo datos sobre las víctimas de 
los delitos. Los tabulados básicos de este 
proyecto piloto están disponibles en línea 
(consultados 23/1/2015): http://www3.inegi. 
org.mx/sistemas/tabuladosbasicos/tabdi-
recto.aspx?s=est&c=33613

9 Por ejemplo, el cuestionario del CNIJE 
2013, módulo 2, señala lo siguiente en las 
instrucciones de varias preguntas: “En el 
caso de que uno o más expedientes y/o 
asuntos hayan sido ingresados o abiertos 
por más de un caso, deberán ser contabi-
lizados por el que corresponda a la causa 
más grave o principal”. Consultado en 
línea, octubre 2014: http://www.inegi.org.
mx/est/contenidos/proyectos/censosgo-
bierno/cnije2013/default.aspx?_file=/est/
contenidos/proyectos/censosgobierno/
cnije2013/doc/cnije_2013_modulo_2.pdf

10 El Manual para la elaboración de un sis-
tema de estadísticas sobre justicia penal, de 
Naciones Unidas, señala que: “Si, como 
ocurre en muchos países, sólo se computa 
para fines estadísticos el delito más gra-
ve, las estadísticas de incidencia sufrirán 
una deflación y al mismo tiempo se in-
crementará la proporción de incidentes 
graves en relación con los que carecen de 
gravedad. El problema se agudiza cuando 
las estadísticas se utilizan en una tasa úni-
ca” (Naciones Unidas, 2004:24).
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mente que el INEGI tiene la obligación de adecuar sus “procedimientos 
estadísticos y geográficos a estándares internacionales”11.

Por otra parte, las EJMP utilizaban un catálogo único para todos los 
delitos del fuero común y federal, denominado Clasificación Estadística 
de Delitos (CED), el cual también fue suspendido por el INEGI (2014f). 
Este proyecto logró conformar un clasificador exhaustivo de todos los 
delitos “plasmados en códigos penales y leyes de diversa índole en mate-
ria de fuero común […] y los del fuero federal […] plasmados tanto en el 
Código Penal Federal como en 37 diversas leyes federales que establecen 
delitos” (INEGI, 2012b:5). En su última actualización, la CED permitió 
clasificar un total de 845 delitos, organizados en cuatro niveles distintos 
de agrupación según bienes jurídicos afectados (incluyendo subconjun-
tos relevantes para las discusiones actuales como los delitos contra las 
mujeres y los relacionados con narcóticos). La CED constituía una he-
rramienta útil no sólo para fines estadísticos, sino también para trabajos 
de homologación de tipos delictivos y armonización de códigos penales. 
Toda vez que los códigos penales sufren cambios constantemente, de 
continuar con la actualización de la CED ésta incluso podría servir como 
insumo para la elaboración de un código penal único.

En 2012, la CED fue sustituida por la Norma Técnica para la Clasi-
ficación Nacional de Delitos del Fuero Común para Fines Estadísticos 
(DOF, 21/12/2011). Esta Norma Técnica sólo cuenta con 41 categorías de 
tipos delictivos y, como su nombre lo indica, excluye a los delitos del 
fuero federal. Frente a las diferencias que existen entre ambas guías clasi-
ficatorias, las cuales implican una pérdida de riqueza en detalle y de versa-
tilidad en las categorías disponibles, sería recomendable hacer un análisis 
comparativo entre ambas, valorando la pertinencia de revisar dicha Nor-
ma Técnica y de restablecer la actualización permanente de la CED12. 
Sin importar qué camino específico se elija, lo relevante es recuperar la 
riqueza de detalle en la información estadística disponible a la sociedad.

Cabe señalar que, hasta este momento –principios de 2015–, el INEGI 
no ha publicado análisis comparativos entre la información de las EJMP 
y de los censos de gobierno, ni tampoco ha hecho público algún estudio 
que respalde la decisión de sustituir esta fuente de información. Es nece-
sario contar con un estudio comparativo oficial para dimensionar el im-
pacto que tuvo este cambio metodológico sobre la información pública 

11 La importancia de los estándares in-
ternacionales y del aprovechamiento de 
los registros administrativos también se 
hace patente en el Programa Estratégico 
del SNIEG (DOF, 16/4/2010), el cual es 
el instrumento rector para la integración 
y coordinación de este Sistema Nacional, 
por ejemplo: en sus apartados 2.1.2 y 3.1.2, 
así como en las políticas y líneas de ac-
ción establecidas en su capítulo 4.

12 Por ejemplo, un colectivo de sociedades 
mexicanas en Univeristy College Lon-
don, University of Leeds, University of 
Essex, University of Cambridge y London 
School of Economics, propuso reciente-
mente, entre otras mejoras a la seguridad 
pública en México: “mejorar la calidad de 
los datos a partir de la estandarización 
basada en instrumentos reconocidos 
como la Clasificación Estadística de De-
litos del INEGI.” La propuesta se hizo 
pública bajo el título Propuesta Mx y está 
disponible en la siguiente liga electró-
nica, consultada el 23 de enero de 2015: 
https://issuu.com/propuestamx/docs/
propuestafinal
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disponible, toda vez que, hasta el momento, no existe 
ninguna fuente de información que permita confor-
mar bases de datos con características similares a las 
que sistematizaban las EJMP.

7. Recomendaciones finales y retos legislativos

Diversos estudios internacionales han documento 
dinámicas delictivas distintas entre los crímenes vio-
lentos, como el homicidio, y los crímenes adquisitivos, 
como el robo. Entre otros motivos, sus dinámicas 
son divergentes porque su comisión se asocia con 
distintos factores contextuales y situacionales. Por 
ejemplo, Javier Núñez et al. (2003) encontraron que 
los delitos de robo y estafa están fuertemente asocia-
dos a diferenciales entre ingresos legales e ilegales –y 
otros incentivos similares–, mientras que los delitos 
como violación y homicidio no lo están (ver también 
Borraz y González, 2010; Rosenfeld, 2009; Sánchez 
y Núñez, 2001).

Para el caso mexicano, vale la pena destacar el 
estudio de Guillermo González-Pérez et al. (2012), 
donde se encontraron relaciones significativas entre 
las tasas estatales de homicidio y fallas en el sistema 
de justicia (impunidad), narcotráfico, consumo de 
alcohol y drogas y deserción escolar (en este mismo 
orden de importancia). La principal conclusión de es-
tos autores es que: “para reducir los homicidios y las 
variaciones espaciales de la tasa, se necesita no sólo 
combatir a los cárteles de la droga sino sobre todo, 
implementar reformas estructurales en el sistema de 
procuración de justicia y disminuir las disparidades 
socioeconómicas entre los estados” (p. 3195).

Las fuentes revisadas en el presente artículo tam-
bién dan cuenta de dinámicas diferenciadas en la 

ocurrencia de homicidios y delitos tales como robos 
y extorsiones (cfr. mapas 1 y 2). Aunada esta eviden-
cia a los resultados de estudios nacionales e interna-
cionales, se hace patente la necesidad de adecuar las 
estrategias guberna mentales de seguridad pública 
conforme a los tipos de delitos que se desean preve-
nir, investigar y perseguir, así como a las necesidades 
y características específicas de cada región y entidad 
federativa.

Según los datos examinados, las estrategias fede-
rales de prevención y atención de crímenes violentos, 
como los homicidios, deberían atender de manera 
prioritaria a las entidades con las mayores tasas (Gue-
rrero, Chihuahua, Sinaloa, Morelos y Colima), así 
como aquellas con los mayores incrementos recien-
tes en sus montos absolutos (Baja California, Baja 
California Sur y Sonora). En contraste, las estrategias 
de combate a los delitos adquisitivos, como robos y 
extorsiones, deberían atender de manera prioritaria a 
entidades tales como el Estado de México, Baja Cali-
fornia, Distrito Federal y Jalisco.

De manera muy particular, la información recopi-
lada por la ENVIPE en torno a la cifra negra delictiva 
indica prioridades claras con respecto al abatimien-
to de la impunidad en México. Cuando se discute 
este problema es común escuchar que se necesita 
fomentar una cultura de denuncia entre la sociedad 
mexicana; sin embargo, los datos examinados revelan 
que, primero, es necesario impulsar una cultura de 
atención adecuada a las víctimas y de investigación 
expedita de los delitos entre las autoridades corres-
pondientes.

Al examinar las cifras del SESNSP se hace evi-
dente la necesidad de contar con normas claras y 
una metodología pública para esta fuente de infor-
mación. Considerando que estas cifras se recopilan 



Tendencias recientes de la Seguridad Pública     43

desde 1997 pero que, hasta ahora (principios de 2015), 
el SESNSP no ha publicado la metodología que debe-
rían seguir todas las procuradurías y fiscalías genera-
les, vale la pena considerar la pertinencia de que sean 
otros actores quienes formulen esta metodología y la 
sustenten mediante un marco normativo adecuado.

Los ejercicios de trazabilidad en la atención de 
distintos tipos de delitos dentro del proceso gene-
ral de administración de justicia penal, que podían 
realizarse mediante la combinación de diversas fuen-
tes con las EJMP, revelan la necesidad de apuntalar 
cabalmente la transformación de nuestro sistema de 
justicia penal. En especial, es indispensable evaluar 
y mejorar la eficiencia general del sistema, no sólo 
porque se suponga deseable hacer eficientes los pro-
cesos de procuración e impartición de justicia, sino 
porque el propio artículo 21 constitucional señala que 
la eficiencia es uno de los principios que deben regir 
la actuación de las instituciones de seguridad pública.

Por último, la revisión general de las fuentes es-
tadísticas disponibles en México revela la necesidad 
de establecer normas adecuadas para la generación de 
información sobre seguridad pública. En particular, es 
recomendable valorar la pertinencia de sumar esfuer-
zos con la sociedad civil y establecer mecanismos in-
dependientes de revisión que coadyuven a fortalecer 
las metodologías de generación de información. Al 
respecto, no sobra recordar que la información con-
fiable y oportuna no sólo es necesaria para el cumpli-
miento de la función de seguridad pública que asigna 
el artículo 21 constitucional a los Poderes Ejecutivo 
y Judicial, sino que también es un insumo indispen-
sable para las funciones de control y supervisión del 
poder legislativo. Como señala la llamada Comisión 
Stiglitz, los indicadores estadísticos son importantes 
para concebir y evaluar las políticas gubernamentales, 
toda vez que lo que se mide tiene una incidencia di-
recta en lo que se hace (CMDEPS, 2009)
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L A POLÍTICA FISCAL, ENTENDIDA COMO  
las decisiones de ingreso, gasto y endeudamiento de 
un país, es una herramienta que tienen los gobiernos 
para influir en su economía. A nivel internacional, 
en naciones democráticas, el proceso de diseño de 
la política fiscal ha sido históricamente guiado por 
el Poder Ejecutivo. Por su parte, el Poder Legislativo 
ha tenido un papel menos activo en el diseño de polí-
ticas fiscales y en el desarrollo de información sobre 
finanzas públicas que sea independiente del Poder 
Ejecutivo. Sin embargo, durante los últimos 25 años, 
los congresos de diversos países desarrollados y eco-
nomías emergentes han establecido consejos fiscales1 
para evaluar la política fiscal de sus gobiernos.

El reciente surgimiento de consejos fiscales ha 
despertado el interés de organismos internacionales 
como el Fondo Monetario Internacional (FMI) y la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE), por examinar el papel que estas 
agencias tienen sobre el fortalecimiento de la soste-
nibilidad fiscal2 de los países.

El presente artículo provee un análisis del rol que 
los consejos fiscales juegan en el fortalecimiento de 
la política fiscal de sus países. Basado en investigacio-
nes de Debrun y Kinda, el FMI, Hagemann, Joyce y 
Kopits, primero explica qué son los consejos fiscales 
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y cuál ha sido su evolución histórica. Después presenta las atribuciones y 
el papel que juega la independencia sobre el modelo institucional de  
los consejos fiscales. Posteriormente, examina el alcance que tienen los 
ciclos económicos y políticos sobre su influencia en la política fiscal. Fi-
nalmente, analiza las oportunidades que tiene México para fortalecer su 
consejo fiscal.

¿Qué son los consejos fiscales?

De acuerdo con Hagemann (2011), los consejos fiscales son instituciones 
independientes, no partidistas, encargadas de supervisar el desempeño 
de las finanzas públicas y responsables de brindar asesoramiento y orien-
tación sobre aspectos clave de la política fiscal. 

Una descripción más amplia es proporcionada por el FMI (2013) y 
Debrun y Kinda (2014), que definen a los consejos fiscales como agencias 
con el mandato legal o ejecutivo para que, de forma pública y sin in-
fluencia del gobierno, evalúen la política fiscal, la sostenibilidad de largo 
plazo de las finanzas públicas y la estabilidad macroeconómica de corto 
y mediano plazo.

¿Cuál ha sido la evolución histórica de los consejos fiscales?

Los primeros consejos fiscales nacieron en los años cuarenta del siglo pa-
sado y presentaron un crecimiento acelerado a partir de 2002. Para el año 
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1 A un consejo fiscal también se le deno-
mina institución fiscal independiente, 
oficina parlamentaria de presupuesto, u 
oficina de responsabilidad presupuestaria 
(Kopits, 2011).
2 La sostenibilidad fiscal se refiere a la es-
tabilidad de las finanzas públicas a través 
del tiempo, para evitar desbalances entre 
el gasto público y los ingresos requeridos 
para financiarlo, prevenir altos niveles de 
deuda que pondrían en riesgo el creci-
miento del Producto Interno Bruto, redu-
cir el desempleo, y controlar la inflación.
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2014, 27 países contaban con consejos fiscales. Esta 
dinámica se vio motivada, en gran parte, por la necesi-
dad de los Poderes Legislativos de evaluar, supervisar 
y tener un rol más activo en la política fiscal diseñada y 
ejercida desde el Poder Ejecutivo. Esto, a fin de con-
tar con información independiente que les permitiera 
fortalecer la sostenibilidad de las finanzas públicas.

Kopits (2011) y Debrun y Kinda (2014) analizan 
la creación, en 1945, de la Oficina Holandesa para el 
Análisis de Política Económica, conocida también 
como la Oficina Central de Planeación. Este primer 
consejo fiscal se estableció como un mecanismo de 
vigilancia fiscal que habría de asistir en la elaboración 
del proceso presupuestario y velar por el cumpli-
miento de reglas fiscales. Así, el modelo institucional 
holandés se constituyó como el precedente que sería 
replicado por otros países.

Un hito en la historia de los consejos fiscales 
ocurrió en Estados Unidos, durante 1974, cuando el 
conflicto presupuestal entre los Poderes Legislativo 
y Ejecutivo llegó a un punto álgido. Algunos miem-
bros del Congreso se opusieron al intento del Ejecu-
tivo, encabezado por Richard Nixon, de subejercer 
partidas presupuestarias ya asignadas por este. Dicha 
estrategia tenía como objetivo controlar el impacto 
del gasto público en la inflación. La disputa motivó 
la promulgación de la Ley de Presupuesto y Control 
de Confinación del Congreso de 1974, lo que a su vez 
derivó en la creación de la Oficina Presupuestaria del 
Congreso (Congressional Budget Office – CBO por sus 
siglas en inglés). El CBO nació con el fin de propor-
cionar a los comités de presupuesto y al Congreso en 
general, información objetiva e imparcial sobre cues-
tiones presupuestarias y económicas. 

Esta Ley reafirmó el papel del Congreso y su au-
toridad en el proceso presupuestario, que hasta ese 

momento había sido dominado por la Casa Blanca. 
Asimismo, institucionalizó un mecanismo formal a 
través del cual el Congreso podría desarrollar, coor-
dinar y hacer cumplir sus propias prioridades presu-
puestarias con independencia del Ejecutivo.

Bélgica es otro caso en el que se instauró un consejo 
fiscal con el fin de fortalecer el proceso presupuesta-
rio. En 1989 se creó el Alto Consejo de Finanzas, para 
desarrollar análisis de impacto de actividades presu-
puestarias y evaluar el alcance de diversas iniciativas 
legislativas. Este proceso fue impulsado por el con-
senso social y la fuerte voluntad política del Congreso 
para estabilizar y consolidar la política fiscal, con el 
fin de adoptar el euro a finales de la década de 1990 
(Hagemann, 2011). 

En el caso de México, la Cámara de Diputados, 
creó en 1998 la Unidad de Estudios de las Finanzas 
Públicas para proveer asistencia técnica a los diputa-
dos y favorecer la toma de decisiones informadas al 
momento de negociar el paquete económico con el 
Poder Ejecutivo. En 1999, esta Unidad cambiaría de 
denominación para conformar el Centro de Estudios 
de las Finanzas Públicas (CEFP).

El rol del CEFP en el proceso presupuestario se 
fortaleció con la promulgación en 2006 de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 
(LFPRH). Esta Ley estableció que las propuestas que 
impliquen un aumento o creación de gasto público, 
deben acompañarse con una iniciativa de fuente de 
ingreso, que no derive de deuda o compensarse con 
reducciones en otros conceptos de gasto. La LFPRH 
facultó al CEFP para apoyar a las comisiones del 
Congreso en la valoración del impacto presupuesta-
rio de las iniciativas de ley. Así, se reforzó la función 
del CEFP como órgano que proporciona elementos 
de análisis para el debate informado del Congreso.
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Como se muestra en el cuadro 1, durante los últi-
mos años ha crecido el interés de distintas economías 
emergentes y desarrolladas por los consejos fiscales. 
Debrun y Kinda (2014) documentan el caso de 16 paí-
ses que entre 2008 y 2014 crearon consejos fiscales. 
Los autores señalan que, como resultado de la crisis 
económica y financiera de 2008-2009, los consejos 

fiscales se catapultaron como una solución entre los 
gobiernos para reforzar su credibilidad y compromi-
so con una mayor disciplina fiscal. Por su parte Ko-
pits (2011), también plantea que la crisis económica 
global de 2008-2009 y el esfuerzo de los países por 
restaurar la sostenibilidad de la deuda pública incre-
mentaron la relevancia de los consejos fiscales.

Cuadro 1
Países con consejos fiscales y año de creación

País Año País Año

Holanda 1945 Kenia 2009

Japón 1950 Rumania 2010

Dinamarca 1962 Reino Unido 2010

Alemania 1963 Irlanda 2011

Estados Unidos 1974 Serbia 2011

Bélgica* 1989 Eslovaquia 2011

Eslovenia* 1991 Australia 2012

Georgia 1997 Portugal 2012

México 1999 Croacia 2013

Austria 2002 Finlandia 2013

Corea del Sur 2003 Francia 2013

Suecia 2007 Italia 2014

Canadá 2008 Sudáfrica 2014

Hungría 2009

*Estos países tienen las atribuciones distribuidas en dos instituciones.
Fuente: Elaboración propia con base en Debrun y Kinda (2014).

¿Qué hacen los consejos fiscales?

Los consejos fiscales tienen como objetivo contribuir 
a la solidez y transparencia de las finanzas públicas 
durante la formulación de políticas. Por lo tanto, el 
rol de un consejo fiscal es complementario al de las 

instituciones de auditoría pública. Mientras que las 
auditorías son responsables de llevar a cabo, la indis-
pensable tarea de inspeccionar retrospectivamente el 
ejercicio de los recursos públicos, los consejos fisca-
les aportan información para diagnosticar, a futuro, el 
efecto de las políticas en las finanzas públicas.



50      Economía y Finanzas

Kopits (2011) señala que la principal función de un consejo fiscal debe 
ser, el análisis y la evaluación fiscal de proyectos de presupuesto y de pro-
puestas legislativas previo a su aprobación, incluida su coherencia con las 
normas fiscales. Específicamente, deben tener la facultad de realizar el 
cálculo de costos y previsiones para determinar las consecuencias ma-
croeconómicas y fiscales3 de presupuestos y leyes, en el corto, mediano 
y largo plazo. 

El FMI (2013) integra las diversas funciones de los consejos fiscales en 
cuatro grandes categorías:

1.	 Análisis, revisión y seguimiento independiente de las políticas, planes y 
desempeño fiscal del gobierno. A fin de proveer información para el 
debate público. Estas funciones comprenden la revisión de los 
proyectos de presupuesto respecto al cumplimiento de los objeti-
vos de las normas fiscales y la sostenibilidad de las finanzas públi-
cas. Adicionalmente, contrastan el desempeño macroeconómico 
y fiscal contra las metas y objetivos planteados originalmente. 
Pueden también analizar temas relacionados con la salud de las 
finanzas públicas y la conducción de la política fiscal, como sería 
el caso del comportamiento del mercado laboral o los impactos 
derivados del envejecimiento poblacional.

2.	 Desarrollo o revisión de proyecciones macroeconómicas y presupuestarias. 
Estas funciones permiten contar con fuentes independientes de 
información para comparar las proyecciones oficiales. En algunos 
casos, los consejos tienen el mandato de generar proyecciones 
macroeconómicas, supuestos o parámetros clave que sirvan como 
insumo para la elaboración de presupuestos.

3.	 Costeo de proyectos de política pública, incluyendo en algunos casos plata-
formas electorales. Estas funciones derivan en la estimación impar-
cial del costo de programas de gasto o políticas específicas.

4.	 Asesoría a autoridades sobre opciones de políticas públicas. Esta función 
permite contar con análisis independientes y no partidistas sobre 
opciones complejas de política pública que requieren de consensos. 

Debrun y Kinda (2014) elaboraron una base de datos sobre las caracterís-
ticas de los consejos fiscales, con la que clasifican los mandatos de estas 
instituciones en seis categorías: 

3 Con esto se analizan las posibles con-
secuencias de cambios en el presupuesto 
que podrían surgir por modificaciones 
en las proyecciones del crecimiento del 
Producto Interno Bruto, así como de los 
ingresos y gastos del Estado.
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1.	 Análisis positivo sobre temas fiscales o macro-
económicos con base en parámetros cuantita- 
tivos y objetivos que reflejan las condiciones 
reales de la economía.

2.	 Análisis de riesgos y temas que podrían com-
prometer la sostenibilidad fiscal de largo plazo.

3.	 Elaboración y evaluación de pronósticos macro-
económicos que serán utilizados en las pro-
yecciones presupuestarias.

4.	 Análisis normativo y recomendaciones con base 
en marcos teóricos que indiquen comporta-
mientos macroeconómicos y de finanzas pú-
blicas que sean eficientes.

5.	 Monitoreo de reglas fiscales y supervisión de 
normas presupuestarias.

6.	 Costeo de medidas fiscales, iniciativas y refor-
mas que impactan las finanzas públicas.

Cuadro 2
Atribuciones de los consejos fiscales

Atribuciones

País Análisis 
positivo

Sostenibilidad 
fiscal

Elaboración 
y evaluación 

de 
pronósticos

Análisis 
normativo y 

recomendaciones

Monitoreo 
de reglas 
fiscales

Costeo 
de nuevas 
medidas

Total

Alemania 4

Australia 4

Austria 4

Bélgica* 5

Canadá 5

Corea del Sur 4

Croacia 4

Dinamarca 5

Eslovaquia 4

Eslovenia* 4

Estados Unidos 4

Finlandia 5

Francia 4

Georgia 3

Holanda 5

Hungría 3

Irlanda 6

Italia 6

Japón 2

Kenia 2

Continúa…
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México 3

Portugal 5

Reino Unido 5

Rumania 6

Serbia 6

Sudáfrica 3

Suecia 4

*Estos países tienen las atribuciones distribuidas en dos instituciones.
Fuente: Elaboración propia con base en Debrun y Kinda (2014).

¿Cuál es el grado de independencia de los 
consejos fiscales?

Una característica importante en el diseño de los 
consejos fiscales es su grado de independencia de los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo. El grado de indepen-
dencia es resultado del entorno político y la división 
de poderes de los países. 

En este sentido, Kopits (2011), señala que la es-
tructura del gobierno suele determinar la indepen-
dencia de un consejo fiscal. En un sistema parlamen-
tario, la institución debería ser independiente del 
Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. Mientras 
que en un sistema presidencial, suele ser suficiente 
si la institución cuenta con independencia del Poder 
Ejecutivo. 

Como complemento a lo anterior, Kopits (2013), 
plantea que la independencia de un consejo fiscal 
del Poder Legislativo es necesaria en un contexto de 
estricta disciplina partidista. En especial cuando el 
partido en el poder posee una fuerte mayoría en el 
Congreso. En un contexto de menor disciplina parti-
dista o de gobiernos de coalición, se logran establecer 
controles que permiten equilibrar el sistema guber-
namental.

El estudio del FMI (2013) define tres modelos 
institucionales para agrupar a los consejos fiscales de 
acuerdo a su grado de independencia y a la rama gu-
bernamental de la que forman parte:

1.	 Instituciones independientes. No tienen víncu-
los operativos con otras ramas del gobierno, 
excepto para los procedimientos de nom-
bramientos de personal y los mecanismos de 
rendición de cuentas. Suelen ser producto de 
leyes de responsabilidad fiscal que garantizan 
su independencia.

2.	 Consejos fiscales bajo la estructura del Poder Eje-
cutivo o Legislativo. Son jurídicamente inde-
pendientes, con mandatos claros y garantías 
de independencia de los órganos de los que 
forman parte. En este esquema, los consejos 
fiscales se encuentran adscritos a parlamen-
tos o ministerios. En el caso de los consejos 
dependientes de ministerios, su independen-
cia operativa se basa en la reputación derivada 
del desempeño apartidista durante el proceso 
presupuestario y el debate público. 

3.	 Consejos fiscales asociados con otras instituciones 
independientes. Este tipo de instituciones se en-
cuentran en bancos centrales, órganos de au-



¿Cómo lograr un consejo fiscal mexicano de liga de campeones?     53

ditoría y agencias independientes de estadísti-
ca. Este esquema permite que los consejos se 
beneficien directamente de la independencia 
de su anfitrión y de las economías de escala en 
la operación. Sin embargo, requiere de proce-
dimientos claros para evitar confusiones con 
los mandatos y funciones del anfitrión.

Pese a los anteriores modelos institucionales, mante-
ner la independencia del consejo fiscal es complicado 
en entornos políticos altamente polarizados, ya que 
es fácil desvirtuar los posicionamientos del consejo 
y usarlos como posicionamientos partidistas. Por 
ello, los consejos requieren generar confianza y cre-
dibilidad institucional, lo que es un proceso de largo 
plazo. En palabras de Kopits (2011), no se puede dar 
por sentado que un nuevo consejo fiscal esté libre de 
intereses partidistas, que sus efectos benéficos sean 
reconocidos sin pruebas, y que su papel y sus atribu-
tos sean comprendidos fácilmente.

¿Cuál es el alcance de los ciclos económicos 
y políticos en el desempeño de los consejos 
fiscales?

Después de analizar el marco conceptual, histórico y 
organizacional de los consejos fiscales, todo pareciera 
indicar que la instauración de un consejo fiscal sería 
suficiente para fortalecer la toma de decisiones de 
política fiscal y contribuir a la sostenibilidad de las fi-
nanzas públicas en épocas de turbulencia económica. 
Sin embargo, como muestra Joyce (2011), el tipo de 
información y análisis que proporcionan los consejos 
fiscales es necesario, mas no suficiente, para formular 
políticas eficaces. 

Inclusive teniendo como referente la Oficina Pre-
supuestaria del Congreso de Estados Unidos, que 
de acuerdo con Hagemann (2011), es señalada como 
el modelo a seguir por diversos países, Rivlin (2013) 
sostiene que desde su propia naturaleza, un consejo 
fiscal se encarga de analizar y monitorear tanto la po-
lítica fiscal como sus consecuencias. Esto no significa 
que sea responsable de formular la política y por ende 
no debe esperarse que tenga una influencia directa 
sobre los Poderes Legislativo y Ejecutivo.

El mismo autor afirma que la propia Oficina Pre-
supuestaria del Congreso de Estados Unidos es una 
institución que se esfuerza por ganar el reconoci-
miento de la ciudadanía, los legisladores y las auto-
ridades. Aun en momentos de dificultades fiscales, 
debe garantizar su neutralidad para continuar des-
empeñando el papel de árbitro y contribuir a la toma 
de decisiones trascendentales.

La rama de las ciencias económicas conocida 
como Economía Política brinda un marco conceptual 
para analizar este problema. A través de modelos teó-
ricos se puede analizar la interacción que existe entre 
el sistema político y el funcionamiento de la econo-
mía. Estos modelos toman como supuestos, que los 
votantes valoran el desempeño económico y que a 
los gobernantes les interesa alcanzar o mantener el 
poder, y proveen evidencia de que existen ciclos eco-
nómicos que son políticamente motivados. 

Nordhaus (1975) fue uno los primeros economis-
tas en analizar la fuerte relación entre el gasto pú-
blico y el ciclo político. Estudios como Persson y 
Svensson (1989) y Alesina y Tabellini (1990) exami-
nan los sesgos deficitarios, que son la tendencia de 
los gobiernos de aumentar el gasto durante recesio-
nes, incurriendo en déficits y luego mantener altos 
niveles de gasto durante las etapas de expansión de la 
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economía. Estos autores sostienen que el sesgo para impulsar una política 
de déficit presupuestario está altamente correlacionado con el interés de 
algunas fracciones parlamentarias, que para reelegirse o continuar con su 
carrera política, fomentan programas de aumento-contracción del gasto 
o de recorte de impuestos. Por su parte, Larraín (1994), aporta evidencia 
empírica que soporta la existencia del ciclo político-económico. En tanto 
Poterba y von Hagen (1999) analizan las líneas de investigación que bus-
can explicar que un factor clave para la generación de déficits fiscales es 
la interacción que existe entre las motivaciones políticas y el acomodo 
presupuestario e institucional. 

Otra explicación del sesgo deficitario puede surgir con los denomina-
dos problemas de “propiedad común”. En estos casos, los miembros de 
un determinado congreso, en aras de mejorar la posibilidad de reelegirse 
o posicionarse, maximizan los beneficios marginales de los bienes públi-
cos y servicios o generan incentivos fiscales para sus votantes, sin que 
los costos de dichos compromisos sean internalizados, generando fuertes 
presiones para las finanzas públicas. 

Una tercera explicación para entender los déficits presupuestarios y 
el gasto pro-cíclico es el problema de “inconsistencia temporal” 4. En este 
caso, ciertas políticas que originalmente se consideraban consistentes con el 
interés nacional, posteriormente, a conveniencia de un grupo político, son 
juzgadas menos deseables, ya que son dominadas por intereses electorales. 
Otros problemas de inconsistencia temporal pueden surgir cuando la ad-
ministración en funciones posiciona al gobierno sucesor y posible rival, en 
una complicada situación de sobreendeudamiento, lo que limita el espacio 
fiscal para mantener el ritmo deseable de gasto de los programas existentes.

Este tipo de análisis permite reconocer la importancia del contexto po-
lítico en la operación y efectividad de los consejos fiscales, así como para 
garantizar plenamente su independencia. En esta línea, Hagemann (2011), 
asegura que la trascendencia y efectividad que un consejo fiscal pueda alcan-
zar, depende de ciertos factores, incluyendo la plena autonomía en el ám-
bito de su mandato, que la difusión de sus análisis sea de forma activa y sin 
restricciones y que posea credibilidad para promover el debate informado. 

Este autor sostiene que los consejos fiscales independientes, al tener 
credibilidad y proveer a la ciudadanía información, elevan los costos po-
líticos que se derivan de cualquier aumento en el gasto público o recorte 

4 En economía la inconsistencia tempo-
ral, o inconsistencia dinámica, describe 
una situación en la que las preferencias 
de un individuo cambian con el tiempo. 
Es decir, una preferencia situada en un 
momento determinado, es incompatible 
con una preferencia en otro punto del 
tiempo.
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de impuestos. Así, esta cualidad de los consejos fis-
cales reduce la intensidad y frecuencia de los ciclos 
político-económicos. Adicionalmente, la delegación 
de los pronósticos macroeconómicos a un consejo 
fiscal independiente, puede efectivamente reducir 
el sesgo de las predicciones macroeconómicas y con 
ello reducir la tendencia de plantear una política con 
escenarios de déficits fiscales permanentes. 

En este ámbito, Jonung y Alerce (2006) y Haller-
berg et al. (2001), aportan evidencia empírica para 
demostrar que cuando las proyecciones macroeconó-
micas, son elaboradas por consejos fiscales, no existe 
un sesgo estadísticamente significativo, en contraste 
con aquellos países donde las proyecciones dependen 
en su totalidad de las agencias gubernamentales. Es-
tos investigadores ofrecen evidencia de que las insti-
tuciones fiscales independientes refuerzan la capaci-
dad de un gobierno para cumplir con reglas fiscales.

En línea con Joyce (2011), Hagemann (2011) sos-
tiene que las buenas instituciones fiscales son una 
condición necesaria para lograr un desempeño fiscal 
disciplinado. La experiencia demuestra, sin embar-
go, que la sola existencia del consejo fiscal no es su-
ficiente para lograr este fin. Se requiere también de 
un fuerte y sostenido compromiso político para man-
tener metas fiscales de mediano plazo y, en su caso, 
respetar el mandato del consejo fiscal. Sin estas con-
diciones, cualquier mejora permanente en el desem-
peño fiscal y reducción del ciclo político-económico 
en una economía seguirá siendo difícil de alcanzar.

¿Qué oportunidades tiene México  
para fortalecer su consejo fiscal?

El análisis del presente artículo sobre el papel de los 
consejos fiscales en el ámbito internacional, permite 

identificar las principales lecciones que han generado 
beneficios y oportunidades para fortalecer los meca-
nismos de sostenibilidad fiscal. En particular, Méxi-
co cuenta con el Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas (CEFP) que ha sido reconocido por diver-
sos análisis internacionales, como la institución que 
cumple con la función de un consejo fiscal nacional. 

De acuerdo con la investigación elaborada por 
Debrun y Kinda (2014), el mandato del CEFP abarca 
tres de las seis atribuciones que han sido identificadas 
en la experiencia internacional (Cuadro 2. Atribucio-
nes de los consejos fiscales). El CEFP realiza análisis 
positivos sobre temas fiscales y macroeconómicos, 
elabora y evalúa pronósticos macroeconómicos para 
las discusiones presupuestarias y estima el costo de 
nuevas medidas fiscales, iniciativas de ley y reformas 
que impactan las finanzas públicas. 

Las otras tres atribuciones de los consejos fisca-
les, que no se realizan en México, son el análisis de 
riesgos y temas que podrían comprometer la soste-
nibilidad fiscal de mediano y largo plazo; el análisis 
normativo y recomendaciones con base en marcos 
teóricos, donde se especifiquen comportamientos 
macroeconómicos y de finanzas públicas que sean 
eficientes, y el monitoreo de reglas fiscales y supervi-
sión de normas presupuestarias.

En su reporte de evaluación de 2014 sobre institu-
ciones presupuestarias de países del Grupo de los 20, 
el FMI indica que el CEFP presenta áreas de opor-
tunidad para operar plenamente como los consejos 
fiscales de otros países miembros de la OCDE. El re-
porte señala que existe un potencial para el desarro-
llo en las áreas de diseño de metodologías de análisis 
técnico, en la elaboración y publicación anticipada e 
independiente del Poder Ejecutivo de proyecciones 
macroeconómicas y fiscales, donde se incluya el cum-
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plimiento de la regla de balance estructural5, así como en la realización de 
evaluaciones del desempeño del gobierno en materia fiscal. 

En el mismo reporte, el FMI emite recomendaciones para fortalecer 
el sistema hacendario mexicano en las áreas de presupuestación de me-
diano plazo, análisis de riesgos fiscales, revisión del presupuesto a mitad 
del ejercicio fiscal y la evaluación independiente de proyecciones macro-
económicas y fiscales. Este marco de referencia, identifica oportunidades 
que, de lograrse, permitirían a México estar en sintonía con la dinámica 
de otros países de la OCDE de favorecer un mayor debate informado en 
materia de política fiscal entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Con 
esto se fortalecería la disciplina fiscal, el correcto uso de los recursos pú-
blicos y la salud de las finanzas públicas de la nación.

Consideraciones finales

A nivel internacional, distintos países han establecido consejos fiscales 
como mecanismos de evaluación de sus políticas fiscales. Sus funciones 
son amplias, pero están enfocadas en fortalecer la sostenibilidad fiscal 
a través de análisis positivos sobre temas fiscales y macroeconómicos, 
análisis de riesgos a la sostenibilidad fiscal de largo plazo, la elaboración 
y evaluación de pronósticos macroeconómicos para proyecciones presu-
puestarias; así como mediante el análisis normativo y recomendaciones 
de política fiscal, el monitoreo de reglas fiscales y el costeo de nuevas 
medidas con impacto en las finanzas públicas. En tanto, el diseño insti-
tucional y grado de independencia de los consejos fiscales depende del 
contexto político y la división de poderes de cada país. 

En el caso de México, se cuenta con un consejo fiscal que, por man-
dato, apoya a las comisiones del Congreso en la valoración del impacto 
presupuestario de las iniciativas de ley y proporciona elementos de análi-
sis para el debate informado del Congreso. El FMI reconoce este avance 
institucional en México e identifica oportunidades que de realizarse per-
mitirían que el país estuviera en sintonía con la dinámica internacional de 
favorecer la disciplina fiscal, el correcto uso de los recursos públicos, y la 
salud de las finanzas públicas

5 La regla de balance estructural bus-
ca que (i) cuando el Producto Interno 
Bruto se encuentre cerca de su nivel de 
tendencia, se obtengan balances públicos 
cercanos a cero; (ii) cuando el Producto 
Interno Bruto crezca por debajo de su 
tendencia, el balance público pueda regis-
trar un déficit, con una ruta para regresar 
al equilibrio presupuestario; y (iii) cuando 
el crecimiento del Producto Interno Bru-
to sea superior a su tendencia, sea posible 
generar superávits, que permitan generar 
ahorros o disminuir el endeudamiento. 
Para mayor detalle consultar el documen-
to “Análisis del Paquete Económico para el 
Ejercicio Fiscal 2015” del Instituto Belisario 
Domínguez.
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M ÉXICO ES UN PAÍS CUYOS INGRESOS 

públicos dependen en buena medida de la ex-

portación de petróleo. Desde junio de 2014, 

el precio de la mezcla mexicana de petróleo 

disminuyó 60%, en tanto que desde 2004 la 

plataforma de producción ha caído 28%. Es-

tos dos fenómenos representan un riesgo para 

la estabilidad de las finanzas públicas.  

Este artículo analiza las implicaciones que 

la caída de los precios internacionales del pe-

tróleo tendrá sobre la economía mexicana. 

Primero se aborda el comportamiento de los 

precios y de la producción internacional de 

petróleo. Posteriormente, se presenta la evo-

lución de los precios de la mezcla mexicana de 

petróleo y de la producción nacional. Por úl-

timo, se analizan los potenciales riesgos sobre 

la economía y las finanzas públicas.       
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Este trabajo utiliza como insumo fuentes de información públicas, 
entre las que se encuentran la Organización de Países Exportadores de 
Petróleo (OPEP), la Administración de Información de Energía de Esta-
dos Unidos, el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Instituto Na-
cional de Geografía y Estadística (INEGI), y la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

1. Acontecimientos recientes en el mercado petrolero internacional

A partir de junio de 2014, los precios internacionales de petróleo sufrie-
ron una caída acelerada. Por un lado, en enero de 2015 el precio de refe-
rencia internacional de la mezcla de crudo Brent promedió 50 dólares 
por barril, su nivel más bajo desde abril de 2009. Como se observa en la 
gráfica 1, entre junio de 2014 y enero de 2015, el promedio mensual del 
precio por barril de petróleo Brent cayó 55% en términos nominales.
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Gráfica 1
Precio promedio mensual de la mezcla Brent de enero de 2014 a enero de 2015

(Dólares por barril en términos nominales)

Fuente: Administración de Información de Energía de Estados Unidos. 

Por otro lado, durante diciembre de 2014 el precio de 
la canasta de referencia de la OPEP promedió 59.46 
dólares por barril, lo que representó una reducción 
de 16.11 dólares o 21%, en términos nominales, con 
respecto a diciembre de 2013. En cuanto a su com-
portamiento anual, en 2014 esta canasta de refe-
rencia promedió 96.29 dólares, lo que significó una 
caída de 9.58 dólares o 10% en términos nominales, 
en comparación con el año anterior (Organization of 
the Petroleum Exporting Countries, 2015).

Explicaciones sobre la caída de los precios del 
petróleo
De acuerdo al análisis de dos economistas del FMI, 
Rabah Arezki y Olivier Blanchard (2014), el descenso 
de los precios es resultado de la sobreoferta global de 
petróleo, del aumento moderado de su demanda y de 
la sobrevaluación de su precio.

Como se observa en la gráfica 2, de enero a sep-
tiembre de 2014, la producción mundial de petróleo 
aumentó de 90.6 millones de barriles diarios (mmbd) a 
93.5 mmbd, lo que representó un incremento de 3.1%. 
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Gráfica 2
Producción mundial de petróleo de enero a septiembre de 2014

(Millones de barriles diarios promedio)

Fuente: Administración de Información de Energía de Estados Unidos.

Durante 2014, los países de la OPEP contribuyeron con alrededor del 
39% de la oferta mundial de petróleo. En específico, Arabia Saudita pro-
duce alrededor del 13% de la producción mundial, lo que históricamen-
te le ha permitido jugar el papel de productor fluctuante, el cual puede 
aumentar o reducir su producción para mantener un nivel deseado de 
precios internacionales.  

Entre los países de la OPEP que se destacan por haber contribuido 
con el aumento de la oferta mundial de crudo, se encuentran Libia, que 
ha tenido una recuperación acelerada de su producción e Irak, que ha 
logrado sostener su producción pese a diversos conflictos sociopolíticos. 

Además, Arabia Saudita ha mantenido su producción aun con el des-
plome del precio internacional del petróleo. Los autores argumentan que 
esta decisión es presumiblemente una estrategia para persuadir a otros 
miembros de la OPEP a compartir los costos de ser el productor fluc-
tuante. Una explicación adicional es que esta estrategia de Arabia Saudita 
busca reducir las ganancias y la inversión de los países no miembros, en 
particular, sobre la producción de petróleo no convencional1. Dicha pos-
tura concuerda con la decisión de la OPEP, en noviembre de 2014, de no 
cambiar el límite de su producción de 30 mmbd en un escenario de bajos 
precios internacionales. 

1 Mientras que el petróleo convencional 
incluye petróleo crudo, líquidos del gas 
natural y líquidos condensados, el petró-
leo no convencional incluye otras fuentes 
líquidas, como las arenas bituminosas 
y el crudo extra pesado. Usualmente, el 
petróleo convencional es más fácil de 
producir que el petróleo no convencional 
(International Energy Agency, 2015).
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Por su parte, durante 2014, los países no miem-
bros de la OPEP incrementaron su producción en 1.9 
mmbd, y para 2015 proyectan una expansión adicio-
nal de 1.3 mmbd. Esto como resultado de una mayor 
producción de Estados Unidos, Canadá, Brasil y Chi-
na. En específico, Estados Unidos ha incrementado 
de manera importante su participación en la produc-
ción mundial, que entre 2010 y 2014 pasó de 11% del 
total de la producción a cerca de 15% del total.

El análisis de Arezki y Blanchard (2014), examina 
otros dos factores que contribuyeron a la caída de los 
precios del petróleo. El primero fue una baja deman-
da de petróleo que no logró cubrir el total de la pro-
ducción en los mercados internacionales. En enero de 
2015, el reporte mensual de la OPEP estimó que duran-
te 2014 la demanda mundial de petróleo tuvo un creci-
miento moderado de 0.9 mmbd y se espera que en 2015 
crezca 1.2 mmbd, debido a los mayores requerimientos 
de los países de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos (OCDE) y de Asia.

El segundo factor fue la sobrevaluación del pre-
cio del petróleo derivada de la especulación en los 
mercados financieros. Esto se debió a que desde 
2009, políticas monetarias laxas redujeron las tasas 
de interés y motivaron una mayor inversión especu-
lativa en los mercados de petróleo y otras materias 
primas.

El pronóstico para los próximos dos años es que 
el precio del petróleo se recupere, aunque a un nivel 
menor que el de junio de 2014. El Short-Term Ener-
gy Outlook de 2015, de la Agencia de Información de 
Energía de los Estados Unidos, pronostica una dis-
minución de la oferta de petróleo y un crecimiento 
modesto de su demanda. Estima que durante 2015, 
el precio del barril de crudo Brent aumentará a 58 

dólares y durante 2016 se colocará en un promedio 
de 76 dólares. 

Consecuencias para los países importadores y 
exportadores 
Arezki y Blanchard (2014), también analizan el im-
pacto que la caída de los precios del petróleo tendrá 
sobre las economías importadoras y exportadoras. 
Por un lado, las economías importadoras se benefi-
ciarán de la caída del precio del petróleo, debido a 
una reducción de los costos de los insumos de pro-
ducción. Esto contribuirá a una disminución en el 
precio de sus mercancías y a un aumento del poder 
adquisitivo de los hogares. A nivel macroeconómico, 
el efecto será el fortalecimiento de sus balanzas de 
pagos.

Por otro lado, las economías exportadoras verán 
una reducción de sus ingresos petroleros, lo que re-
percutirá en sus ingresos fiscales. En específico, la 
disminución de los ingresos fiscales y de los recur-
sos disponibles en sus fondos petroleros de estabi-
lización, obligará a los países exportadores a realizar 
ajustes en su gasto público, aunque el grado de dicho 
ajuste estará en función de la dependencia que ten-
gan los diferentes gobiernos respecto a los ingresos 
petroleros. Los autores sugieren que aquellos países 
con altos déficits fiscales deberán hacer mayores re-
ducciones en el gasto público.    

Adicionalmente, las economías exportadoras po-
drían enfrentar depreciaciones de su moneda debido 
a que al bajar el precio del petróleo, los ingresos de-
rivados por su venta se reducirán, lo que a su vez dis-
minuirá la entrada de divisas al país. De mantenerse 
una demanda constante de divisas, se generaría una 
presión sobre las reservas internacionales y sobre el 
tipo de cambio de sus monedas. 
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2. Riesgos para la economía mexicana

A continuación se presenta un análisis de los riesgos 
que enfrentará la economía mexicana ante la caída de 
los precios internacionales del petróleo, en particular 
aquellos relacionados con sus finanzas públicas. Pri-
mero, se aborda el desempeño de la actividad petro-
lera en México en términos de precio y producción, 
para continuar con un análisis de las vulnerabilidades 
de la economía mexicana en cuanto a exportaciones 
e ingresos presupuestarios. 

Evolución del precio de la mezcla mexicana de 
petróleo 
El precio de la mezcla mexicana se encuentra en su 
nivel más bajo del último lustro. Entre junio de 2014 
y enero de 2015, el precio, en términos reales, de la 
mezcla mexicana de exportación pasó de 99 dólares 
por barril a 39 dólares por barril, lo que representa 
una caída real de 60% en el precio.

Gráfica 3 
Precio real trimestral de la mezcla mexicana de petróleo

(Dólares de 2014 por barril)

Nota: Para convertir a precios reales la serie se deflactó usando el índice de precios al consumidor de la Oficina 
de Estadísticas Laborales de Estados Unidos, con base diciembre de 2014.
Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Servicio Geológico Mexicano y Oficina de Estadísticas Laborales 
de Estados Unidos. 

La evolución de la producción petrolera en México
En 2004, México alcanzó su mayor producción his-
tórica de petróleo con un promedio de 3.38 mmbd. A 
partir de entonces inició la caída gradual de la pro-

ducción, como resultado del agotamiento del com-
plejo petrolero Cantarell, que de marzo de 2005 a 
noviembre de 2014 pasó de producir 2.07 mmbd a 
0.26 mmbd.
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Gráfica 4
Producción de la mezcla mexicana de petróleo crudo

(Millones de barriles diarios)

Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

Efecto de la caída del precio del petróleo en las 
licitaciones de campos derivadas de la Reforma 
energética
La Reforma energética tiene por objetivo dinamizar 
el sector petrolero nacional y revertir la caída de la 
producción de petróleo observada desde 2004. Al 
permitir la participación de la inversión privada, la 
Reforma representa un cambio estructural en la in-
dustria petrolera. En 2014, se anunció la primera 
ronda de licitaciones de áreas petrolíferas (Ronda 1) 
en la que se permitió la participación de la iniciativa 
privada. Sin embargo, la caída de los precios obligó 
a disminuir su alcance y se limitó a licitar 14 áreas 
petrolíferas en aguas someras, las cuales son econó-
micamente atractivas con los precios actuales del 
mercado petrolero. El nivel de precios será un factor 

a considerar para las licitaciones de campos con ma-
yores costos de exploración y explotación.

Efecto de la caída del precio del petróleo en las 
exportaciones

La caída en el precio y en la producción tendrán 
un impacto moderado en las exportaciones naciona-
les. Esto se debe a que en los últimos treinta años, las 
exportaciones han pasado por un proceso de diversi-
ficación, lo que ha permitido reducir su vulnerabili-
dad ante fluctuaciones en el mercado petrolero.   

De acuerdo con cifras del INEGI, de 1982 a 2014 
los productos petroleros pasaron de representar el 
78% del total de exportaciones a 11% del total. Esta 
caída se debió al aumento de las exportaciones manu-
factureras, que en el mismo periodo pasaron de repre-
sentar 14% del total de exportaciones a 85% del total.  
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Gráfica 5
Valor de las exportaciones petroleras y exportaciones manufactureras  

respecto al total de exportaciones, 1980-2014
(Porcentaje respecto al valor total de exportaciones*) 

*La suma anual de los porcentajes de exportaciones petroleras y exportaciones manufactureras no da 100%, 
debido a que existen exportaciones no petroleras que no son manufacturas y que por lo tanto no están contem-
pladas en la gráfica.
Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

Efecto de la caída del precio del petróleo en los 
ingresos fiscales
Las finanzas públicas tienen una alta dependencia 
de los ingresos petroleros. Durante los últimos ocho 
años, se han realizado diversas reformas fiscales que 
han buscado incrementar la recaudación tributaria y 
en consecuencia reducir la dependencia que tienen 
los ingresos públicos de los ingresos petroleros.

La gráfica 6 ilustra que en el periodo 2002-2006 
la participación de los ingresos petroleros en el total 

de los ingresos presupuestarios mostró una tenden-
cia creciente, llegando en 2006 a representar el 38% 
de los ingresos presupuestarios, producto de una alta 
producción petrolera. Sin embargo, a partir de 2007, 
dicha participación presentó una tendencia a la baja, 
para colocarse en 2014 en 31% de los ingresos presu-
puestarios. Esta menor dependencia de los ingresos 
petroleros se debe a incrementos en la recaudación 
tributaria derivados de las reformas fiscales de 2007, 
2009 y 2013, a una producción petrolera decreciente 
y a las caídas del precio del petróleo de 2008 y 2014.
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Gráfica 6 
Aportación de los ingresos petroleros a los ingresos del sector público

(Porcentaje respecto al total de ingresos presupuestarios)

Fuente: Secretaría de Hacienda y Crédito Público: Estadísticas Oportunas de 
Finanzas Públicas.

La Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2015 (LIF-
2015), estimó ingresos petroleros con base en un precio promedio de 79 
dólares por barril. Al 26 de enero de 2015, la mezcla se cotizó en 37.8 dóla-
res por barril, lo que representó una caída en términos nominales de 52% 
del precio estipulado en la LIF-2015.

El Gobierno federal aseguró parte de los ingresos petroleros del sector 
público con un programa de coberturas que garantiza un precio de venta 
cercano al presupuestado en la LIF. En 2015, este programa de coberturas 
consta de opciones de venta de petróleo, que le dé derecho a vender 228 
millones de barriles de petróleo a 76.4 dólares cada uno. Adicionalmente, 
el Gobierno federal creó una sub-cuenta en el Fondo de Estabilización 
de los Ingresos Presupuestarios2 (FEIP) con 7,944 millones de pesos, que 
podrán ser utilizados para compensar caídas en los ingresos petroleros. 

Esta no es la primera vez que el Gobierno mexicano amortigua caídas 
del precio de la mezcla mexicana de petróleo a través del uso de cober-
turas. En 2008, el precio de la mezcla mexicana cayó abruptamente por 
debajo de los 40 dólares, lo que en 2009 generó presión sobre los ingresos 
petroleros. Ese año, el Gobierno federal estuvo protegido contra los pre-

2 El Fondo de Estabilización de los  
Ingresos Presupuestarios tiene como 
función amortiguar reducciones signifi-
cativas en los ingresos públicos, asocia-
das ya sea a caídas del Producto Interno 
Bruto, o por la disminución pronunciada 
del precio del petróleo o de la plataforma 
de producción petrolera. A partir de 2015, 
sus recursos provienen del Fondo Mexi-
cano del Petróleo para la Estabilización 
y el Desarrollo.
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cios bajos mediante un programa de coberturas con 
el que aseguró el precio a 70 dólares por barril.

En términos de gasto público, la caída de los in-
gresos petroleros resultó en un recorte preventivo. 
El 30 de enero de 2015 la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público anunció un recorte al gasto de 124 
mil 300 millones de pesos, equivalente al 0.7% del 
Producto Interno Bruto.

Con base en la información disponible al cierre 
de este artículo, durante 2016 podría presentarse un 
panorama similar al de este año. Si las plataformas de 
producción y exportación de petróleo se mantienen 
constantes y el precio del crudo permanece por de-
bajo de su nivel anterior a junio de 2014, los ingresos 
petroleros seguirán siendo insuficientes para cubrir 
un nivel inercial de gasto público.

Consideraciones finales

Entre mediados de 2014 y el inicio de 2015, el precio 
internacional del petróleo cayó 57%. De acuerdo al 
análisis de Arezki y Blanchard (2014), esta caída se 
debe a la sobreoferta de petróleo, al aumento mo-

derado de su demanda y a la sobrevaluación de su 
precio.

La caída en el precio del crudo tendrá un impacto 
moderado en las exportaciones nacionales, ya que el 
petróleo representa 11% de las exportaciones totales. 
Sin embargo, el impacto en las finanzas públicas será 
mayor. Los ingresos petroleros representan cerca de 
la tercera parte los ingresos presupuestarios. Para 
2015, el Gobierno federal cuenta con un programa de 
coberturas petroleras que le garantizan un precio de 
venta de 76.4 dólares por cada uno de los 228 millo-
nes de barriles asegurados. Pese a esto, el 30 de enero 
decretó un recorte preventivo al gasto público por 
124 mil 300 millones de pesos, equivalente al 0.7% 
del Producto Interno Bruto.

La dependencia petrolera de los ingresos presu-
puestarios hace que el gasto público sea vulnerable 
a la volatilidad de los precios del petróleo. En 2008 
se vivió una fuerte caída del precio del petróleo y en 
2015 se está enfrentando una situación similar. Esta 
experiencia debe aprovecharse como oportunidad 
para que en México, se inicie un proceso gradual de 
fortalecimiento de las finanzas públicas con fuentes 
de ingresos que no dependan del petróleo 
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L AS REFORMAS ELECTORALES PARTEN DE  
la idea de que los cambios en las reglas formales ten-
drán consecuencias deseables para la ciudadanía y los 
actores que participan en dicho proceso. Estos cam-
bios pueden tener consecuencias múltiples y efectos 
directos e indirectos en el tiempo, más allá de un solo 
proceso electoral. Por lo mismo, es difícil anticipar 
los impactos que la reforma publicada el 10 de febre-
ro de 2014 tendrá y cuáles serán los efectos inmedia-
tos y de largo plazo. No obstante, es posible destacar 
algunos de los desafíos que comienzan a vislumbrar-
se, en particular en el actual contexto político y de 
cara a las elecciones de junio de 2015. 

Algunos de estos retos responden a las condicio-
nes político-sociales del país; otros se derivan direc-
tamente de la ampliación y/o alteración a las facul-
tades de las autoridades electorales introducidas en 
la reforma. Los desafíos descritos y que se analizan 
a continuación, no son una lista exhaustiva de aque-
llos que enfrentan la implementación de la reforma o 
las autoridades encargadas del proceso electoral. Son 

III. ESTADO Y SOBERANÍA



Implicaciones y desafíos 
de la reforma en materia 

político-electoral 2014
en el proceso de 
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María Fernanda Vidal Correa**

retos que se caracterizan por estar vinculados de alguna forma con la re-
forma político-electoral de 2014, en parte con el contexto político actual 
(como la situación de violencia y penetración del crimen organizado) y 
que se han observado a medida que se ha ido instrumentando la propia 
reforma. 

Los desafíos que más adelante se analizan incluyen: 

a.	 El crimen organizado y su posible influencia en el proceso elec-
toral

b.	 El sistema de fiscalización de recursos de partidos políticos, pre-
candidatos y candidatos 

c.	 La organización de las elecciones locales 
d.	 El acceso a medios y el modelo de comunicación política 
e.	 Las candidaturas independientes.

Al tener puesta la mirada en las implicaciones de la reforma en el 
desarrollo del proceso electoral, la atención no sólo se ha dirigido hacia 
los posibles problemas que se puedan presentar en las etapas por venir 
hacia la jornada electoral del 7 de junio. También se ha intentado hacer, 
con los límites de tiempo, espacio y fuentes disponibles, un análisis de los 
desafíos que ya se han observado en la implementación de la reforma de 

* Noé Roberto Castellanos Cereceda es 
candidato a doctor en Ciencias Políticas 
y Sociales en la Universidad Nacional 
Autónoma de México. Actualmente se 
desempeña como investigador titular “C” 
adscrito a la Dirección General de Inves-
tigación Estratégica (DGIE) del Institu-
to Belisario Domínguez.

** María Fernanda Vidal Correa es doctora 
en Ciencias Políticas por la Universidad 
de Sheffield. Es investigadora titular “B” 
adscrita a la DGIE.
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2014 hasta el momento, al menos en los temas específicos que incluimos 
en este breve estudio.

Desafío 1. El crimen organizado y su posible influencia en el 
proceso electoral

Aunque relativamente reciente, no es del todo nueva la presunta injeren-
cia del crimen organizado en procesos electorales y la preocupación so-
bre su potencial influencia en las elecciones. Al menos desde los comicios 
de 2011 en Michoacán existen reportes sobre la intervención del crimen 
organizado en procesos electorales, en una práctica que altera cualitativa-
mente la relación que, históricamente, los grupos del crimen organizado 
habían establecido con la autoridad pública1. 

Recientemente, en las elecciones federales de 2012, medios inter-
nacionales (ver: Wilkinson, 2011; Vulliamy y Tuckman, 2012; New York 
Times, s/f) reportaban también el peligro que el crimen organizado re-
presentaba para esos comicios. Si bien los grupos del crimen organizado 
pueden impulsar sus intereses vendiendo su apoyo o intimidando a can-
didatos, también es cierto que la influencia de estos grupos en las elec-
ciones no debe confundirse con el control de los procesos electorales por 
parte del crimen (Guerrero, 2012). La infiltración o influencia de distintos 
grupos criminales en la historia de los procesos electorales en el país no es 
un hecho reciente ni único. 

Estudios históricos ya señalaban la injerencia del crimen organizado 
en procesos electorales desde el siglo XIX (Guedea, 1991). Otros análi-
sis señalan la supuesta infiltración del crimen organizado en las eleccio-
nes de 1988 y 1994 (Cazes y Calderon, 2012). Se ha argumentado que la 
transición política y el cambio del partido en el Gobierno federal, au-
nado al desmantelamiento de las instituciones y prácticas autoritarias, 
generó un contexto en el cual el crimen organizado habría comenzado 
a intervenir cada vez más en el sistema político-electoral (López y Ro-
binson, 2007). 

Para algunos analistas, la influencia del crimen organizado en la acti-
vidad política estaría asociada con “la propia desintegración del sistema 
político de partido único y la llegada de un sistema multipartidista [que] 
contribuyó a la regionalización de la actividad criminal”, dado que los 

1 Se sospechó entonces de la organiza- 
ción criminal “Los Caballeros Templarios” 
como responsable de diversas irregulari-
dades: intimidación para frenar activida-
des proselitistas; bloqueos en carreteras 
para impedir acceso a casillas; coacción a 
funcionarios de casilla para que anularan 
votos de forma sistemática y la selección 
de personas sin “autorización” para votar 
(Guerrero, 2012).
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gobiernos estatales y municipales tenían “una menor 
capacidad para mantener la actividad criminal bajo 
control, o inclusive, para restablecer el equilibrio” 
(Olson, 2012). En esta lógica, una competencia elec-
toral más intensa, como ocurre de forma creciente en 
los procesos electorales en México, podría significar 
un agravamiento de “la penetración criminal en las 
estructuras del Estado” (Ibídem). Además de la inten-
sidad de la competencia electoral, los otros dos facto-
res que generan un contexto favorable a la influencia 
del crimen organizado son el tamaño del electorado 
–entre más reducido es el electorado, se incrementa 
la probabilidad de que la intervención del crimen sea 
decisiva– y la existencia de otros grupos de interés 
que puedan constituir fuentes de apoyo a candidatos 
y partidos, en competencia con el crimen organizado 
(Guerrero, 2012). En este contexto, las elecciones lo-
cales y en particular las alcaldías, son los cargos de 
elección popular más vulnerables, dadas sus debilida-
des institucionales –en presupuesto e infraestructu-
ra– y el hecho de que las policías municipales, bajo el 
mando de los alcaldes, son las corporaciones con las 
que mayormente interactúan los grupos criminales y 
a las que, por tanto, buscan controlar en su beneficio.

Si bien la reforma electoral de 2014 no introdujo 
cambios legales que tuvieran como objetivo explícito 
o manifiesto –en su exposición de motivos– evitar la 
influencia del crimen organizado en las elecciones, sí 
realizó modificaciones y mandató la creación o for-
talecimiento de instituciones que deberían jugar un 
papel importante para evitar, reducir y castigar, en su 
caso, la injerencia del crimen en la vida electoral. A 
este respecto, entre los aspectos institucionales más 
destacados que introduce la reforma se encuentran 
los siguientes: 

1.	 La autonomía de la Fiscalía Especializada 
para la Atención de Delitos Electorales (Fe-
pade), autonomía que es, sin embargo, indi-
recta, como se explicará más adelante. 

2.	 Modificaciones al sistema de financiamiento. 
3.	 Creación de un sistema de fiscalización que, 

en principio, debe fortalecer la indagación 
del origen de los recursos, en especial el fi-
nanciamiento ilegal de particulares y el lava-
do de dinero.

4.	  Cambios en materia de delitos electorales, 
incluyendo tipos penales y sus sanciones. En 
esta sección se abordará solamente el prime-
ro de estos puntos, debido a que al momento 
de elaborar este análisis, ya existen avances 
en la implementación de dicho cambio, lo 
que permite identificar algunos de los retos 
que se pueden enfrentar en el proceso electo-
ral de este año. No sucede así con los puntos 
2 y 4, que deben ser estudiados más avanzado 
el proceso electoral para comprender mejor 
los retos a los que se puede enfrentar. Por su 
relevancia, el punto 3 se analiza por separado 
en el siguiente apartado.

Uno de los aspectos más sobresalientes de la re-
forma de 2014 es que dota de autonomía constitu-
cional a la Procuraduría General de la República (a 
la que denomina Fiscalía General de la República, 
–FGR–, una vez que entre en vigor la ley que regla-
mente su constitución y por tanto su autonomía), lo 
que supone, entre otros aspectos, independencia en 
la toma de decisiones, presupuesto y patrimonio pro-
pios. Indirectamente, la reforma también le da au-
tonomía a la Fepade, en tanto que ésta se encuentra 
institucionalmente adscrita a la propia PGR (artículo 
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102 constitucional). La autonomía constitucional busca, entre otros as-
pectos, fortalecer las atribuciones y facultades de la FGR –una vez que su 
ley entre en vigor–2, y en particular, evitar que la persecución de delitos 
y la procuración de la justicia se realicen con fines y criterios políticos 
(como es más factible que ocurra con una fiscalía sin independencia res-
pecto de los Poderes de la  Unión). Estos beneficios también los tendría 
la Fepade, al estar adscrita a la FGR. 

La autonomía de la Fepade se fortalece aún más en la medida en que 
su titular, que es nombrado y removido por el fiscal general de la Re-
pública, como lo establece la reforma de 2014, puede ser objetado por 
una mayoría calificada del Senado (fracción VI del artículo 102 consti-
tucional). Sin embargo, la propia reforma estableció una salvedad a este 
nombramiento: el artículo transitorio décimo octavo de la reforma esta-
blece que el Senado nombrará por dos terceras partes de sus miembros 
presentes al titular de la Fepade –sin especificar plazos–, el cual puede 
ser objetado por el ejecutivo federal. Se entiende que este nombramiento 
deberá ocurrir antes de que entre en vigor la Ley de la FGR, actualmente 
en discusión y con oportunidad de cara a las elecciones de 2015. A un año 
de la aprobación de la reforma político-electoral el 10 de febrero de 2014, 
el Senado no ha nombrado aún al titular de la Fepade. Este es uno de los 
retos que se enfrenta ante el proceso electoral de este año: que la Fepade 
cuente con un titular nombrado por el Senado e idealmente que goce ya 
del estatus de autonomía constitucional que la reforma de 2014 mandató 
para la FGR3.

Si bien el Senado de la República –2014– emitió el 19 de noviembre 
del mismo año una convocatoria y determinó el procedimiento para 
nombrar al titular de la Fepade, el proceso ha resultado, al parecer, políti-
camente complicado y no se ha logrado un acuerdo que haga prosperar el 
nombramiento (Pulso, 2014). La ausencia del titular de la Fepade, acéfala 
desde julio de 2014, es especialmente delicada no sólo porque el proceso 
electoral ya inició, sino porque de acuerdo a cifras de la propia Fiscalía, 
existe un cúmulo de actas circunstanciadas iniciadas en 2014 que aún 
no han sido resueltas (1,404 a noviembre de 2014 –Fepade, 2014–). La 
ausencia de un fiscal en materia de delitos electorales puede tener efectos 
en los procesos de averiguación, persecución y sanción penal de dichos 
delitos. Todo lo anterior adquiere especial relevancia en el contexto de 

2 El 9 de diciembre de 2014 la Cámara de 
Diputados aprobó un proyecto de dic- 
tamen para la creación de la Ley de la  
Fiscalía General de la República, mismo 
que fue remitido al Senado el 11 de diciem-
bre, donde espera su discusión y eventual 
aprobación.

3 El artículo Décimo Sexto del decreto de 
reforma política, publicado en el DOF 
el 10 de febrero de 2014, señala que la 
autonomía constitución de la FGR, esta-
blecida en el artículo 102 constitucional, 
entrará en vigor “en la misma fecha en 
que lo hagan las normas secundarias que 
explica el Congreso de la Unión”, y agrega 
“siempre que se haga por el propio Con-
greso la declaratoria expresa de entrada 
en vigor de la autonomía constitucional 
de la Fiscalía General de la República.”
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potenciales riesgos de influencia del crimen organizado en el proceso 
electoral 2014-2015.

Un segundo aspecto del reto que el crimen organizado y la inseguri-
dad representan, para las elecciones de 2015, tiene que ver con su posible 
influencia en la participación ciudadana. Un estudio de Parametría (2014) 
realizado en noviembre señala que 36% de la población adulta consideraba 
que la seguridad pública sería un problema para ir a votar en las elecciones 
de 20154. El mismo estudio destaca que para 40% de la población adulta, 
la inseguridad en su localidad le quita las ganas de votar y si bien 38% de-
clara que lejos de desincentivarlo, la inseguridad incrementaría su deseo de votar, 
21% se ubica en la incertidumbre, ya que afirmó no saber qué efecto podría 
tener la inseguridad en su participación electoral. Los datos, que sólo ilustran 
una parte de la dinámica entre la inseguridad y la participación ciudada-
na en las elecciones, resaltan la importancia de garantizar condiciones 
de seguridad mínimas para el proceso electoral en marcha y quizá, más 
complejo aún, que la ciudadanía perciba que dichas condiciones existen. 
Esto implica, entre otros aspectos, no sólo condiciones de seguridad en la 
jornada electoral sino la conducción de un proceso que reitere, por parte 
de la autoridad electoral y del comportamiento de partidos, candidatos y 
gobierno, que existen garantías para votar sin riesgos evidentes de afec-
tación a la seguridad, la integridad física y patrimonial de las personas5. 

Desafío 2. El sistema de fiscalización de recursos de partidos, 
precandidatos y candidatos.

La reforma de 2014 mandató la creación de un sistema de fiscalización, el 
cual buscaría no sólo proteger los comicios al ayudar a identificar posibles 
fuentes ilícitas de los recursos, sino también fortalecer los mecanismos 
de transparencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción. Aquí se 
analiza el tema del sistema de fiscalización como un desafío independien-
te, vinculado con el blindaje electoral, pero encaminado también a mejo-
rar la transparencia y la rendición de cuentas en el ejercicio de recursos 
electorales (ver gráfica 1). 

El tema no es menor si se considera que los diez partidos políticos que 
contienden en el proceso electoral de 2015 dispondrán de 5,356 millones 

4 La encuesta de Parametría no ofrece 
datos por entidad federativa o región, 
lo que impide observar diferencias entre 
regiones.

5 Como lo han mostrado diversos estu-
dios, en materia de seguridad, las per-
cepciones son tan importantes como los 
hechos para que las personas identifiquen 
cambios en sus condiciones de vida co-
tidiana y por tanto induzcan o faciliten 
comportamientos específicos. Ver, por 
ejemplo: Duffy, et al. (2008).
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771 mil 247 pesos para gastos que incluyen: campañas, 
actividades permanentes ordinarias, actividades especí-
ficas, franquicias postales y telegráficas. De ese mon-

to, sólo para las campañas electorales, los partidos 
dispondrán de 1,172 millones 860 mil pesos (Instituto 
Nacional Electoral –INE–, 2014a).

Gráfica 1
Histórico del gasto en prerrogativas de partidos políticos 

(millones de pesos)

La reforma electoral de 2014 estableció, en su artícu-
lo 41, Base V, Apartado B, que corresponde al INE 
“la fiscalización de los ingresos y egresos de los par-
tidos políticos y candidatos” tanto en los procesos 
electorales federales como en los locales. Esta misma 
facultad se reafirma en el artículo 32 de la Ley Ge-
neral de Instituciones y Procedimientos Electorales 
(LGIPE) y en su artículo 44 se faculta al Consejo 
General del INE a emitir los reglamentos correspon-
dientes de quejas y de fiscalización. Por su parte, el 
artículo transitorio segundo del decreto de reforma 
político-electoral de 2014, en su fracción I, g), seña-
la la necesidad de establecer un sistema de fiscaliza-
ción sobre el origen y destino de los recursos con los 
que cuenten los partidos políticos, las coaliciones y 

los candidatos, el cual debe incluir lineamientos ho-
mogéneos de contabilidad y que debe ser público y 
accesible por medios electrónicos. La reforma intro-
dujo así innovaciones que implican una integración 
de la función fiscalizadora y un redimensionamiento 
de las tareas a cargo de la autoridad electoral. Como 
se argumentará en las siguientes líneas, la creación y 
puesta en marcha del sistema de fiscalización ha sido 
uno de los retos más importantes hasta el momento 
en la instrumentación de la reforma política de 2014.

Para instrumentar el sistema de fiscalización que 
mandata la reforma, el primer paso que tomó el INE 
fue la modificación y aprobación del Reglamento de 
Fiscalización, vigente desde 2011. Las modificaciones 
a este reglamento, aprobadas por el Consejo General 
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del INE el 19 de noviembre de 2014, materializan las 
responsabilidades del Instituto en la materia esta-
blecidas en la reforma constitucional (INE, 2014b). 
Esta normativa, junto con el Reglamento de Procedi-
mientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, 
establece diversas modificaciones o adiciones al pro-
cedimiento de quejas y denuncias y al procedimiento 
oficioso sobre el origen, monto, aplicación y destino 
de los recursos cuyo origen haya sido parte del finan-
ciamiento de los partidos. Regulan también aspectos 
que debe contener el sistema de fiscalización: linea-
mientos homogéneos de contabilidad, los mecanis-
mos para informar a la autoridad sobre los contratos 
que celebren los partidos políticos, las coaliciones 
y candidatos independientes durante las campañas 
o procesos electorales, las facultades del INE para 
comprobar el contenido de los avisos previos de con-
tratación, los lineamientos para asegurar la máxima 
publicidad de los registros y movimientos contables, 
avisos previos de contratación y requerimientos de 
validación de contrataciones emitidos por la autori-
dad electoral. En suma, estos reglamentos operacio-
nalizan las formas en que se aplicarán las nuevas y 
amplias facultades de fiscalización que la reforma le 
dota al INE. 

Una vez aprobadas las normativas correspondien-
tes, el siguiente paso en el proceso fue la instrumen-
tación del sistema de fiscalización. De acuerdo con 
los ordenamientos legales aprobados, dicho sistema 
tiene dos componentes: un Sistema de Contabilidad 
en Línea (SCL) y un Sistema de Registro Nacional de 
Candidatos (SRNC), ambos previstos en el artículo 
4º del Reglamento de Fiscalización (Ibídem). El pri-
mero de estos sistemas, a cargo de la Unidad Técnica 
de Fiscalización (UTF) y la Comisión de Fiscalización 
del INE, busca que los partidos políticos, coalicio-

nes, aspirantes, precandidatos, candidatos de parti-
do e independientes, presenten con oportunidad sus 
declaraciones sobre el ejercicio de recursos y que la 
información en ellas contenida esté disponible a todo 
el público, en línea, casi de forma simultánea a su pre-
sentación a la autoridad electoral. El registro contable 
de los ingresos y egresos de los partidos y candidatos 
deberá realizarse en el SCL justo cuando la operación 
correspondiente, ingreso o gasto, ocurra (artículo 18 
del Reglamento de Fiscalización –Ibídem–). 

Estos aspectos del registro de ingresos y gastos de 
los partidos hace que el funcionamiento del SCL sea 
clave para el cumplimiento de los tiempos de regis-
tro contable, la verificación de ingresos y egresos de 
partidos y candidatos por parte del INE y por tanto, 
el proceso general de fiscalización.

El segundo sistema anotado, el de candidatos, a 
cargo de la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos, se ocupará de administrar el regis-
tro e inscripción de aspirantes, precandidatos, can-
didatos, incluidos los independientes. Como en el 
caso del SCL, la adecuada operación de este sistema 
no sólo supone el cumplimento de la normatividad 
originada en la reforma constitucional de 2014, sino 
también la puesta en marcha de un instrumento que 
busca dar mayor confianza y en el caso del SRNC, 
aportar información a la ciudadanía sobre los can-
didatos que se presentan como opciones políticas al 
momento de votar.

Si bien las atribuciones del nuevo marco legal 
otorgan al Consejo General del INE, la posibilidad 
de crear herramientas tecnológicas que le faciliten 
ejercer sus atribuciones y a los sujetos obligados 
cumplir con sus obligaciones, la instrumentación del 
sistema de fiscalización ha encontrado una de sus 
dificultades más importantes en la contratación del 
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servicio para la adquisición de la tecnología que permita operar el sis-
tema, cuyos atributos y exigencias, plasmados en la legislación, lo hacen 
particularmente complejo.

El 2 de julio de 2014, el Consejo General del INE instruyó la realiza-
ción de los trabajos para el desarrollo del sistema de fiscalización dirigido 
a los usuarios: partidos políticos, aspirantes, precandidatos y candidatos 
(2014c). El INE convocó a diversos proveedores especializados a concur-
sar para construir el sistema de cómputo requerido (INE, 2014d). Esta 
primera invitación se declaró desierta por insolvencia técnica, ya que las 
cuatro empresas que presentaron propuesta quedaron por debajo de las 
capacidades técnicas requeridas (García, 2014). El 24 de septiembre de 
2014 el INE hizo una segunda invitación restringida para la adquisición 
del servicio de implementación y soporte del SCL (INE, 2014e) y como 
resultado de este procedimiento se adjudicó, el 30 de septiembre, un con-
trato plurianual de prestación de servicios al consorcio encabezado por la 
empresa Scytl México, S. de RL de C.V (INE, 2014f)6. 

De conformidad con la calendarización prevista, se estableció que la 
empresa Scytl debía entregar al INE el primer producto del sistema de 
fiscalización el 14 de diciembre de 2014. Esta entrega debería de cubrir 
el primer módulo del sistema integral de fiscalización, el de contabilidad 
en línea (los otros dos módulos previstos en el contrato son el de fisca-
lización inteligente y el de transparencia –INE, 2014g–). Con la entrega 
del primer módulo del sistema también se daría inicio a la capacitación 
de funcionarios del INE y de los partidos políticos sobre el manejo del 
software, la cual debería concluir el 9 de enero (INE, 2015a). Sin embar-
go, la empresa contratada incumplió ambos plazos y ahora el periodo de 
entrega y capacitación del SCL se ha reprogramado hasta marzo, con el 
fin de que el sistema esté funcionando antes de que inicie el periodo de 
campañas, el 5 de abril (Ibídem). Debido a la falta de cumplimiento con-
tractual, el INE inició un proceso de revisión del contrato suscrito con 
la empresa con el objetivo de valorar las consecuencias administrativas y 
jurídicas, y anunció el 19 de enero que rescindiría el contrato. Al mismo 
tiempo, con el fin de tener un sistema funcional para el proceso electoral, 
el INE dio a conocer la colaboración de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México (UNAM) para el desarrollo del sistema (Ibídem, Milenio 
Digital, 2015).

6 En su portal, Scytl (2015) se denomina 
como “la empresa líder en soluciones 
tecnológicas para la seguridad electoral”. 
Entre sus clientes se encuentran gobier-
nos nacionales y locales de Europa, Amé-
rica Latina y Asia, además de la Unión 
Europea. En México, fue proveedor del 
Instituto Electoral del Distrito Federal 
del sistema de votación vía Internet en la 
elección de 2012.
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Para entender la complejidad del diseño e instru-
mentación del SCL, hay que mencionar que, además 
de lo descrito ya en líneas previas en relación con los 
atributos que, según la legislación, debe tener este 
sistema, el artículo 60 de la Ley General de Parti-
dos Políticos (LGPP) señala que el SCL debe estar 
conformado por el conjunto de registros, procedi-
mientos, criterios e informes, estructurados sobre 
la base de principios técnicos comunes, destinados 
a captar, valuar, registrar, clasificar, informar e inter-
pretar, las transacciones, transformaciones y eventos 
que, derivados de la actividad financiera, modifican 
la situación patrimonial de los partidos políticos. En 
concordancia con las nuevas obligaciones de fiscali-
zación, el SCL también tendría que permitir la des-
agregación de los conceptos de gasto de los partidos 
políticos, candidatos y todos los sujetos obligados 
–receptores de recursos públicos como asociaciones 
políticas o precandidatos–, y la naturaleza jurídica de 
las operaciones.

Los atributos esperados del sistema de fiscaliza-
ción, plasmados en la legislación y en los lineamien-
tos de la licitación del INE (derivados de la propia 
legislación), revelan la complejidad del sistema en su 
concepción y diseño y por tanto en su instrumenta-
ción. Ello puede explicar, al menos en parte, el incum-
plimiento de entrega por parte de la compañía ori-
ginalmente asignada con el contrato de creación del 
sistema. No obstante, ni la revisión y rescisión del 
contrato suscrito con dicha empresa ni el ajuste al 
calendario para el funcionamiento del sistema y la 
capacitación en el mismo, resuelven la situación: la 
falta de la tecnología y los mecanismos para la fis-
calización, así como la capacitación para su uso, al 
menos durante el proceso de precampañas, tal como 
lo requería la reforma y su legislación secundaria. 

La operación y funcionalidad del sistema de fisca-
lización adquiere especial importancia, considerando 
que la elección de 2015 podría implicar la revisión de 
más de 75 mil informes de gastos de precampaña y 
campaña (Excelsior, 2015a), y además deberá reali-
zarse en un plazo de dos meses, ya que la fiscaliza-
ción debe terminar antes de que el TEPJF califique 
las elecciones. A esto se suma la carga de trabajo que 
se prevé exigirá la llamada Garantía de audiencia de 
los sujetos obligados (artículo 44 del Reglamento de 
Fiscalización), la cual establece que una vez que los 
sujetos obligados realizaron el registro de sus opera-
ciones y la autoridad electoral acreditó los incremen-
tos o decrementos en los saldos reportados, dichos 
sujetos cuentan con la garantía de poder confirmar 
o aclarar las diferencias detectadas por la autoridad 
en el detalle de sus ingresos y egresos y en las causas y 
montos de los incrementos y decrementos registrados. 

Demoras y fallas estructurales en el sistema de 
fiscalización podrían ser perjudiciales para el cum-
plimiento de las facultades de la autoridad electoral 
y para el desarrollo de un proceso electoral que se 
apegue a los principios rectores en materia electoral. 
La falta de las herramientas tecnológicas adecuadas 
podría significar ya no sólo un reto frente al proceso 
electoral, sino una complicación real para su adecua-
do desenvolvimiento general y en especial en los tér-
minos planteados por la reforma de 2014. Las difi-
cultades en la operación del sistema de fiscalización 
y la complejidad de su uso, pueden convertirse en un 
argumento de partidos y candidatos para incumplir a 
cabalidad con las exigencias de fiscalización que la ley 
establece. Si la reforma política de 2014 planteó una 
mayor transparencia en el gasto de los partidos y el 
fortalecimiento de la legislación para evitar el uso de 
esquemas financieros o recursos de origen ilícito con 
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el propósito de inducir y coaccionar el voto, la adecuada operación del 
sistema de fiscalización es una condición necesaria para el logro de esos 
objetivos.

Desafío 3. Organización de las  
elecciones locales

Una de las novedades más relevantes que introduce la reforma políti-
co-electoral de 2014, es la facultad del INE para organizar procesos elec-
torales locales cuando se cumplan condiciones, establecidas en la ley, que 
dificulten el desahogo adecuado de los comicios por parte de la autoridad 
electoral estatal. 

Si bien la Constitución establece que las elecciones locales estarán 
a cargo de Organismos Públicos Locales (OPL)7, la reforma al artículo 
41 constitucional determina que en los supuestos que establezca la ley y 
con la aprobación de una mayoría de al menos ocho votos de su Consejo 
General, el INE puede: 

a.	 Asumir directamente la realización de las actividades propias de 
la función electoral que corresponden a los órganos electorales 
locales. 

b.	 Delegar en dichos órganos electorales ciertas atribuciones sin 
perjuicio de reasumir su ejercicio directo en cualquier momento. 

c.	 Atraer a su conocimiento cualquier asunto de la competencia 
de los órganos electorales locales, cuando su trascendencia así lo 
amerite o para sentar un criterio de interpretación. 

Por su parte, el artículo 32 de la LGIPE reitera lo dicho por el artículo 41 
constitucional y establece de forma más puntual, en su artículo 120, los 
supuestos en los que el INE podrá decidir hacerse cargo de una elección 
local, mediante procedimientos especiales que deberá instaurar la Secre-
taría Ejecutiva del Instituto. Dichos supuestos, los cuales deben acreditar-
se fehacientemente, son los siguientes:

a.	  Que existan diversos factores sociales que afecten la paz pública 
o pongan a la sociedad en grave riesgo en la entidad federativa 
que, a decir del peticionario, afecten los principios constitucio-

7 Una de las novedades de la reforma de 
2014 es la figura de “órganos públicos 
locales” (OPL), que se refiere a las au-
toridades electorales a cargo de las elec-
ciones en cada entidad federativa. El 
cambio en esta denominación refleja, en 
parte, dos modificaciones fundamenta- 
les que introduce la reforma: la centrali-
zación de ciertas funciones de procesos 
electorales locales en el INE, que antes 
realizaban los órganos electorales locales, 
y el nombramiento de los titulares de di-
chos órganos locales por parte del Con-
sejo General del INE, siendo antes de la 
reforma una responsabilidad del legislati-
vo de cada entidad federativa.
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nales electorales8 e impidan que se lleve a cabo la organización 
pacífica de la elección por el OPL competente. 

b.	 Que no existan condiciones políticas idóneas, por injerencia o 
intromisión comprobable de algunos de los poderes públicos en 
la entidad federativa, que afecten indebidamente la organización 
del proceso electoral por el OPL, al no poderse realizar todas las 
etapas del proceso electoral por este organismo con imparcialidad.

La LGIPE establece también que la facultad del INE de atraer la 
organización de las elecciones locales, sea de forma total o parcial, podrá 
ocurrir solo por petición de parte, fundada y motivada ante el Instituto, 
de al menos cuatro de sus consejeros o de la mayoría del consejo del OPL 
estatal de que se trate. Las decisiones podrán ser impugnadas ante el Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).

La nueva facultad del INE para hacerse cargo de la organización de 
comicios locales, podría representar un reto en el marco del proceso elec-
toral de 2015 en la medida en que, en algunos de los estados del país, se 
configuraran las causales de atracción que la Ley señala. Aunque hasta el 
momento pudiera ser difícil acreditar fehacientemente, como la Ley lo exige, 
la existencia de dichas causales en los estados de Guerrero, Michoacán o 
Tamaulipas, la situación de excepcionalidad en esas entidades –como la llamó 
Lorenzo Córdova, consejero presidente del INE–, podría justificar, para 
algunos actores, que al menos se presente ante el INE una solicitud de 
atracción de algunas de las actividades o procesos de las elecciones locales9. 

En el caso de Guerrero10, podría ser un escenario ante una posible 
agudización de las acciones que algunos grupos locales han venido to-
mando en diversos municipios de la entidad, al menos desde diciembre 
de 2014; para evitar que los comicios se realicen en aquella entidad, como 
protesta por los hechos ocurridos el 26 de septiembre de 2014 en los que 
desaparecieron 43 estudiantes de la Escuela Normal Rural “Isidro Bur-
gos” de Ayotzinapa, en el municipio de Iguala. La configuración de alguna 
de las causales de atracción del proceso electoral local por parte del INE, 
que prevé la ley, dependerá en gran medida de la evolución de los hechos 
en Guerrero: la continuación de las acciones impulsadas por los grupos 
sociales locales y la respuesta de las autoridades electorales, del gobierno 
local y del federal.

8 De acuerdo con el artículo 41, fracción 
V, Apartado A de la Constitución, los 
principios constitucionales electorales 
son: certeza; legalidad; independencia; 
imparcialidad; máxima publicidad y ob-
jetividad.

9 El artículo 121, fracción 3, de la LGIPE 
señala: “la petición de asunción total [del 
proceso electoral local] se podrá presen-
tar hasta antes del inicio del proceso elec-
toral”, el cual arrancó el 7 de octubre de 
2014. Por lo tanto, después de esa fecha 
sólo sería factible que el INE atrajera al-
gunas de las etapas y procesos de la orga-
nización electoral. Sin embargo, como lo 
afirmó el consejero presidente del INE, 
Lorenzo Córdova en noviembre de 2014, 
el INE ya se hace cargo de un conjunto 
de aspectos operativos del proceso elec-
toral, como la instalación de casillas y 
los funcionarios de casilla (entre muchos 
otros), que son definidos y organizados, 
tanto para las elecciones locales como las 
federales, desde el INE, aunque en coor-
dinación con el OPL de Guerrero (Ferrer, 
2014).

10 En Guerrero se elegirá gobernador, 81 
ayuntamientos y el congreso local, inte-
grado por 28 diputados de mayoría rela-
tiva y 18 de representación proporcional, 
además de nueve diputados federales.
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Hasta el momento la Coordinadora Estatal de Trabajadores de la 
Educación de Guerrero (CETEG) y el Movimiento Popular Guerreren-
se (MPG) han decidido, con el apoyo de los padres de los estudiantes 
desaparecidos de la Normal de Ayotzinapa, evitar la celebración de las 
elecciones, incluidas las actividades preparatorias, a condición de que los 
estudiantes desaparecidos sean entregados a sus familiares con vida (Re-
yes, 2014). Las acciones de obstaculización que la CETEG y el MPG han 
realizado hasta ahora, incluyen la toma de oficinas de la autoridad electo-
ral estatal en algunos municipios (como la Junta Distrital de Chilpancin-
go –Guerrero, 2015–) y la retención temporal de funcionarios electorales 
(como sucedió el 20 de enero en Tlapa de Comonfort –INE, 2015b–). 
También han anunciado que darán seguimiento a los candidatos para 
evitar que realicen actos de campaña y que bloquearán la instalación de 
casillas para votar. 

El INE, por su parte, tiene identificadas las zonas de mayor conflicto 
(los distritos 07 en Chilpancingo y el 05 en Tlapa –Noticieros Televisa, 
2015–) y si bien ha reconocido la legitimidad de las demandas de los gru-
pos sociales, en particular de los padres de los estudiantes y su derecho 
a la manifestación pacífica ante problemas nacionales, también ha mani-
festado que el INE y el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
de Guerrero harán lo que se pueda hacer para organizar el proceso electoral 
local y el federal, sin poner en riesgo la integridad de las personas que partici-
pan en la organización de las elecciones (INE, 2015b).

Si bien originada por grupos del crimen organizado, en Michoacán y 
Tamaulipas la situación es similar. Al respecto, el consejero presidente 
del INE afirmó que el proceso de precampañas, principalmente en Mi-
choacán y Guerrero, reporta un saldo positivo en cuanto al calendario 
electoral (Agencia Quadratin, 2015). Hasta el corte de investigación para 
este artículo, el INE descartaba medidas especiales para el caso de Ta-
maulipas por motivos de violencia en esta entidad (Mercado, 2015).

Una eventual decisión de atracción de algunas de las etapas o procesos 
de la organización de las elecciones locales en las entidades federativas 
previamente señaladas, no sólo sería inédita, lo que representa ya en sí 
mismo un desafío, sino también constituiría un reto significativo en tér-
minos políticos y sociales. Además de acreditar, fehacientemente, que se 
configuran las causales de atracción que la ley establece, sería necesario 
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contar con el convencimiento y respaldo de parte de los actores políticos 
relevantes. Incluso si se tomara la decisión de que el INE tuviera ma-
yor control de algunas etapas del proceso electoral local, las condiciones 
para la realización de los comicios podrían seguir siendo complejas. So-
bre todo, en el caso de Guerrero, si la CETEG, el MPG y otros grupos 
sociales decidieran mantener su plan de impedir las elecciones o si en Ta-
maulipas los enfrentamientos armados cotidianos continúan afectando la 
vida diaria de sus ciudadanos. En un contexto así, la facultad de atracción 
planteada por la reforma podría ser un instrumento incluso limitado para 
enfrentar una situación de posible excepción.

Desafío 4. El acceso a medios y el modelo  
de comunicación política

El papel central de los medios de comunicación, especialmente los me-
dios electrónicos masivos, se ha debatido ampliamente desde hace varios 
años en la esfera política. Giovanni Sartori (1998), entre otros, ya había 
alertado hacia finales del siglo XX, sobre el poder del marketing político y 
su incidencia en la vida pública y sintetizó el término en videopolítica. En 
parte por los antecedentes del uso de los medios de comunicación como 
instrumento privilegiado para transmitir mensajes políticos, sobre todo 
pero no exclusivamente, en las elecciones presidenciales11. La reforma 
político-electoral de 2014 realizó una serie de cambios en la Constitu-
ción, que si bien preservan aspectos como el control del INE en el acceso 
a los medios de comunicación, que ya existía desde la reforma de 2007, 
también establecen nuevas disposiciones.

Los aspectos de la reforma de 2014 en esta materia, que mayores retos 
podrían enfrentar en el proceso electoral de 2015 son tres12. En primer 
lugar, la reforma dispone como nueva causal de nulidad de elecciones fe-
derales o locales, la compra de cobertura informativa o tiempos en radio 
y televisión, fuera de los supuestos previstos por la ley (artículo 41, Base 
VI de la Constitución). Un elemento clave de esta disposición es que para 
ser aplicable la causal de nulidad, será necesario acreditar la violación 
“de manera objetiva y material” y se advierte que “se presumirá que las 
violaciones serán determinantes” cuando la diferencia entre los candi-

11 Ver, por ejemplo, para el caso del uso de 
publicidad gubernamental en tiempos de 
elecciones a: Murayama (2012).

12 Además de los tres aspectos que aquí 
se analizan, la reforma de 2014 introdujo 
otros cambios vinculados con el tema del 
derecho de acceso a los medios de comu-
nicación. Los aspectos aquí analizados 
se eligen por considerarlos de particular 
relevancia para el proceso electoral en 
marcha.
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datos en el primero y segundo lugar sea menor al 5%. En otras palabras, 
la causal de nulidad será crítica y se aplicará especialmente en aquellos 
comicios donde haya mayor competencia. La historia reciente indica que 
la competencia electoral es cada vez mayor, aunque varía entre distritos, 
municipios, estados y procesos –locales o federales–. No es improbable 
que ahí donde la diferencia entre el primero y segundo lugar sea estrecha 
y tan sólo cercana a 5% de la votación, puedan surgir incentivos para 
apelar a la nueva causal de nulidad, incrementando los casos que el INE 
sometería a revisión. 

Por otro lado, como lo indica la reforma al artículo 41 constitucional, 
Base VI, será clave la acreditación “objetiva y material” de la violación en 
la compra de cobertura. En este caso, no sólo serán centrales las capaci-
dades de monitoreo que realice el INE de la cobertura informativa y uso 
de tiempos de los partidos y candidatos, sino que éstos deberán recopilar 
evidencias fehacientes que acrediten la violación de la ley. Qué se consi-
derará objetivo y material es algo que podría quedar sujeto a la discusión 
e interpretación en el seno del INE y en última instancia, del TEPJF, a 
partir de las pruebas que se presenten ahí donde se configuren casos de 
presunta compra de información o tiempos en radio y televisión13. 

Un segundo reto identificable de la reforma político-electoral, ante 
el proceso electoral de 2015, es la ampliación del acceso a los medios de 
comunicación y específicamente el modelo de comunicación política que 
dicho acceso supone. La reforma de 2014 mantiene la disposición, vi-
gente desde la reforma de 2007, de que los partidos políticos en ningún 
momento podrán contratar o adquirir, por sí o por terceras personas, 
tiempos en radio y televisión. Ahora se adiciona a esta prohibición a los 
candidatos a cargos de elección popular (artículo 41, Base VI). 

Al mismo tiempo, se amplía la presencia de los partidos y candidatos 
en medios: ahora podrán tener acceso a 50% de los tiempos de radio y 
televisión que antes se dedicaban por completo al IFE en el periodo que 
media entre el fin de las precampañas y el inicio de las campañas (artí-
culo 41, Base III, Apartado A, a), el llamado periodo intercampañas; y se 
establece que los candidatos independientes –otra novedad de la reforma 
que se analiza en el siguiente apartado–, tendrán derecho de acceso a pre-
rrogativas para las campañas y los tiempos de radio y televisión (artículo 
41, Base III).

13 La reforma de 2014 introduce un cam-
bio importante que incide en el proceso y 
solución de litigios electorales en materia 
de medios de comunicación. Con la re-
forma, el artículo 41, Base II, Apartado 
D, estipula que en casos de infracción a lo 
dispuesto en materia de acceso a los me-
dios de comunicación, el INE, mediante 
procedimientos expeditos en los térmi-
nos de la ley, se abocará exclusivamente a 
investigar e integrar el expediente corres-
pondiente del caso, mismo que entregará 
al TEPJF, instancia que tendrá la facultad 
de sancionar la falta en que se haya in-
currido. Anteriormente, el IFE (ahora el 
INE) investigaba y también sancionaba. 
Con la reforma, el INE queda facultado 
sólo para investigar –y tomar las medidas 
cautelares que correspondan–, mientras 
que el TEPJF será el encargado de san-
cionar.
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En este contexto de ampliación en el acceso a los medios de comuni-
cación, y a partir de los criterios de su distribución establecidos por la ley 
que el INE implemente14, uno de los principales desafíos será que los par-
tidos y candidatos logren transmitir, en esos tiempos y de forma efectiva, 
sus mensajes, propuestas y planteamientos a los ciudadanos por medio de 
los llamados spots, tratando de evitar la saturación que este instrumento 
puede generar entre la población. Se ha estimado que en los 145 días que 
van de las precampañas (10 de enero) al término de las campañas (4 de 
junio), los ciudadanos podrán ver y escuchar hasta 26.5 millones de spots en 
radio y televisión, incluyendo los que transmitan partidos, candidatos y la 
autoridad electoral (Ortega, 2015). 

Más allá de la cobertura noticiosa que cada estación de radio y televisión 
haga de los partidos y candidatos –la cual también debe mantenerse en 
condiciones de equidad que el INE habrá de monitorear– los spots consti-
tuyen una de las principales herramientas de comunicación y propaganda 
política. La experiencia de elecciones pasadas sugiere que los spots son 
instrumentos que si bien contribuyen a un acceso más equitativo a los 
medios de comunicación en tiempos oficiales, son menos efectivos en 
comunicar a la ciudadanía las posiciones, propuestas y oferta política de 
partidos y candidatos. Más aún, tienden a agotar y cansar al electorado, 
sin necesariamente ayudarle a identificar distinciones entre alternativas 
políticas o darle mayor claridad a su decisión de voto (D’Adamo y Beau-
doux, 2013; Carr, 2011; Awad y Valencia, 2011).

El tercer desafío que advertimos en materia de medios de comunica-
ción, en el contexto electoral, tiene que ver con la carencia de una legis-
lación que ya cuenta con un rezago de al menos siete años y que podría 
darle mayor certeza a los usos, prácticas y sanciones en la comunicación 
gubernamental en tiempos electorales –aunque la legislación a que nos 
referimos no se agota sólo a esos tiempos–. Se trata de la ley de publici-
dad gubernamental, que regula el párrafo octavo del artículo 134 consti-
tucional y que todavía no ha sido aprobada aunque fue mandatada desde 
la reforma de 2007 y que la reforma política de 2014 (artículo tercero 
transitorio) obligaba de nuevo al Congreso a emitirla15. 

El artículo 134 constitucional establece que la propaganda, bajo cual-
quier modalidad de comunicación social, que difundan como tales los 
poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades 

14 La forma de distribución de los tiempos 
oficiales de radio y televisión entre parti-
dos y candidatos se encuentra estipulado 
en el artículo 41, Base III, Apartado A de 
la Constitución. Una breve explicación 
de esta distribución se puede encontrar 
en: Castellanos y Vidal (2014).

15 Dicho artículo transitorio de la refor-
ma política de 2014 incluso señala cuán-
do debía haberse aprobado la ley: en el 
segundo periodo ordinario de sesiones 
del segundo año de ejercicio de la LXII 
Legislatura, es decir, entre febrero y abril 
de 2014.
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de la administración pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de 
gobierno, deberá tener carácter institucional y fines informativos, edu-
cativos o de orientación social. El artículo señala que en ningún caso la 
propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen 
promoción personalizada de cualquier servidor público. 

El consejero presidente del INE, Lorenzo Córdoba, ha señalado que 
la falta de la legislación sobre publicidad gubernamental “probablemente 
ha provocado los mayores abusos y las mayores transgresiones por parte 
de servidores públicos emanados de las filas de los partidos políticos” 
(Excelsior, 2014). En este contexto, uno de los principales problemas ra-
dica en que la fracción II del artículo 105 Constitucional dispone que 
las leyes electorales, federales y locales, deben promulgarse y publicarse 
por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que 
vayan a aplicarse y que durante el mismo no podrá haber modificaciones 
legales fundamentales. Esto supone que, en una interpretación estricta 
de la norma, ya no podría aprobarse una ley de publicidad gubernamental, 
dada la incidencia que pueda tener en el proceso electoral en curso, que 
arrancó en octubre de 2014. 

La ausencia de normatividad específica parece aún más delicada si 
se considera que el INE abrogó, en su Acuerdo INE/CG192/2014, el re-
glamento en materia de propaganda institucional y político-electoral de 
servidores públicos; considerando que los criterios contenidos en el mis-
mo ya no comulgaban con el contenido constitucional (INE, 2014h). La 
falta de reglamentación se subraya en la medida en que la propia autori-
dad electoral tiene que determinar la posible violación del artículo 134 
constitucional. La ausencia de medidas específicas y criterios puntuales 
para la toma de decisiones y la forma de proceder del INE en el proceso 
electoral de este año respecto de las posibles infracciones en materia de 
publicidad gubernamental, podría generar condiciones de incertidumbre 
en la atención y solventación de quejas presentadas en la materia; plan-
teando así un reto para el cumplimiento de al menos uno de los principios 
rectores de la organización de las elecciones que plantea la Constitución: 
la certeza. 

Como antecedente, hay que recordar que las pasadas elecciones inter-
medias de 2009 registraron el más alto nivel de litigio desde la fundación 
del IFE: se recibieron y atendieron 1,026 quejas y denuncias, 65% de las 
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cuales se atendieron en las juntas y los consejos distritales y 35% (363 que-
jas) se integraron a nivel federal (Instituto Federal Electoral, IFE, 2010). 
Del total de quejas, 20% fueron por una presunta promoción persona-
lizada de servidores públicos y parcialidad en la utilización de recursos 
públicos (Ibídem). A diferencia de procesos electorales previos, en el pro-
ceso de 2015 el INE tendrá que conocer todas las quejas que se presenten 
en esta materia, sea en procesos locales o en el federal. 

Desafío 5. Las candidaturas independientes 

Una de las novedades más sobresalientes de la reforma de 2014 es la re-
glamentación de las candidaturas independientes, que abre la posibilidad 
de su aplicación por primera vez en las elecciones de 2015. Se trata de la 
reglamentación del ejercicio de un derecho político ciudadano que tiene 
algunos antecedentes recientes en la vida pública del país16. 

Uno de los casos más difundidos y debatidos fue el del ex secretario  
de Relaciones Exteriores, Jorge G. Castañeda, quien interpuso un juicio de 
amparo para contender por la presidencia de la República de forma in- 
dependiente en las elecciones de 2006. Tras el fallo de la Suprema Corte  
de Justicia de la Nación (2005), que confirmó la sentencia que le negó su 
participación independiente en aquellos comicios (Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas, IIJ, 2005), Castañeda llevó el caso ante la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos (CIDH). En septiembre de 2008 la 
CIDH hizo público su fallo, señalando que el Estado mexicano no violó el 
derecho político a ser elegido, ni el derecho a la igualdad ante la ley (Orga-
nización de Estados Americanos, OEA, 2007).

Modificaciones hechas en 2012 a la Constitución establecieron la po-
sibilidad de que los ciudadanos solicitaran su registro como candidatos 
ante la autoridad electoral de manera independiente, sin pasar por los 
partidos políticos, cumpliendo con los requisitos, condiciones y térmi-
nos que determinara la legislación (artículo 35, fracción II de la Cons-
titución). La reforma de 2014 garantiza y reglamenta el derecho de las 
candidaturas independientes de acceder a las prerrogativas previstas en 
la ley, incluyendo el acceso a medios de comunicación y al financiamiento 
público (artículo 41, fracción III de la Constitución) y una mayor preci-

16 Hay otro antecedente histórico: la Ley 
Electoral publicada el 9 de diciembre de 
1911, la primera que reconoce la figura de 
candidatos sin partido en el país. La Ley 
para Elecciones de Poderes Federales, de 
1918, retoma las candidaturas indepen-
dientes y les otorga mayores condiciones 
de equidad frente a las de partido (Her-
nández 2012; Gamboa, 2011).
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sión sobre los alcances de las candidaturas. Por su parte, la LGIPE señala 
que los candidatos independientes podrán postularse a los cargos de pre-
sidente de la República, diputado federal o senador por el principio de 
mayoría relativa (artículo 362). 

Al 20 de enero de 2015, el INE reportaba que, a nivel federal, existían 
54 ciudadanos que habían manifestado su intención de conformar una 
candidatura independiente por diputaciones federales en diferentes dis-
tritos electorales de 21 entidades federativas (INE, 2015c). A nivel local, 
cada entidad federativa tiene a su cargo el registro de los aspirantes a 
candidaturas independientes17. 

En el proceso de implementación de la reforma constitucional en ma-
teria de candidaturas independientes –en particular en la operación de 
las normativas de la LGIPE–, se han podido identificar una serie de re-
tos para el funcionamiento eficaz de este tipo de nuevas opciones políti-
co-electorales. Primero, la LGIPE indica que los aspirantes deberán reca-
bar el porcentaje de apoyo para su candidatura en los siguientes términos: 
al menos 1% de la lista nominal nacional en el caso de la presidencia de 
la República, apoyo que deberá conseguir en un plazo de cuatro meses; 
2% de la lista nominal estatal para senador, con tres meses de plazo para 
recabar el apoyo, y 2% de la lista nominal del distrito correspondiente 
para diputado federal, con dos meses para recolectar el apoyo (artículos 
369 y 371). 

Considerando las proporciones y el esfuerzo que puede suponer acre-
ditar el apoyo ciudadano que la ley establece, la condición de registro 
para las candidaturas independientes parece desequilibrada, si se le com-
para con el requisito que la Ley General de Partidos Políticos (artículo 10, 
fracción 2, inciso b) exige para que una organización ciudadana se registre 
como partido político nacional: tener tres mil militantes en por lo menos 
veinte entidades federativas, o bien tener trescientos militantes en por 
lo menos doscientos distritos electorales uninominales y en ningún caso 
contar con un número total de militantes menor a 0.26% del padrón elec-
toral federal. En consecuencia, parecería más fácil formar un partido polí-
tico que impulsar una candidatura independiente, aunque hay que anotar 
que a diferencia de los candidatos independientes, la LGPP (artículo 12) 
obliga a la celebración de asambleas estatales o distritales y a una nacional 
para lograr el registro de partido político.

17 Para el ámbito local, el artículo 116, 
fracción IV, k) de la Constitución esta-
blece que las constituciones y leyes esta-
tales en materia electoral de los estados 
deberán garantizar “el régimen aplicable 
a la postulación, registro, derechos y 
obligaciones de los candidatos indepen-
dientes, garantizando su derecho al finan-
ciamiento público y al acceso a la radio 
y la televisión”. El inciso p de la misma 
fracción y artículo también señala que se 
deben establecer en el ámbito local “las 
bases y requisitos para que en las eleccio-
nes los ciudadanos soliciten su registro 
como candidatos para poder ser votados 
en forma independiente a todos los car-
gos de elección popular”.
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Más aún, los aspirantes que busquen obtener la candidatura no con-
tarán con acceso a tiempos de radio y televisión en precampañas y en el 
periodo de inter-campañas sino sólo en las campañas, una vez que ya sean 
candidatos independientes registrados ante el INE. Esto también resulta 
inequitativo en comparación de las prerrogativas de los partidos, quienes 
de acuerdo a la LGPP y al artículo 41 Constitucional, cuentan con acceso 
a minutos de radio y televisión en esos periodos. Además, según las fór-
mulas de distribución de los tiempos establecidos en la Constitución (ar-
tículo 41, fracción III, Apartado A), los candidatos independientes solo 
participan en el 30% del tiempo total disponible en las campañas –repar-
tido por partes iguales entre candidatos y partidos–, ya que el otro 70% 
se distribuye sólo entre los partidos, según los resultados que hubieran 
alcanzado en la elección de diputados federales inmediatamente anterior. 
Este esquema de distribución de tiempos en radio y televisión coloca de 
nuevo en desventaja a los candidatos independientes frente a los partidos 
y sus candidatos.

En materia de financiamiento público, en el ámbito federal, la LGIPE 
establece (artículo 407) que los candidatos independientes podrán recibir 
financiamiento público y privado, y para el caso del público serán consi-
derados como partido de nuevo registro, aplicándose los mismos criterios 
que se consideran para los partidos en la asignación de recursos públicos. 
Pero en el caso de las candidaturas independientes, el financiamiento pú-
blico se distribuirá entre todos los candidatos que queden registrados 
para competir en la campaña (artículo 408 de la LGIPE). Por tanto, hasta 
que el INE otorgue el registro a los candidatos independientes a diputa-
ción federal que hayan logrado el apoyo ciudadano que la ley solicita, se 
sabrá el monto de recursos públicos que podrá emplear cada candidato 
independiente para sus campañas. De nueva cuenta, el procedimiento y 
los criterios de asignación de recursos dibujan condiciones poco favora-
bles para los candidatos independientes frente a los partidos políticos. 

Por otro lado, para poder recibir financiamiento, público y privado, los 
candidatos que busquen competir de forma independiente deben consti-
tuir una asociación civil. La conformación de esta asociación debe acre-
ditarse desde el momento en que el candidato manifieste su intención de 
competir en la elección ante el INE, aún sin haber recibido la aprobación 
final por parte del Instituto para participar en la campaña (artículo 368, 
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fracción 4 de la LGIPE). Además, la asociación deberá estar formada al 
menos por el candidato, un representante legal y un administrador de los 
recursos que se reciban. Se agrega así un requerimiento significativo y 
potencialmente oneroso, para que los aspirantes a candidatos indepen-
dientes estén apenas en condiciones de iniciar una campaña electoral.

Los requerimientos exigidos a las candidaturas independientes y las 
condiciones de acceso a prerrogativas, plantean un escenario difícil para 
la que será la primera experiencia de esta figura en la historia reciente 
de las elecciones federales en el país. Las perspectivas no parecen ser del 
todo favorables y los retos serán mayúsculos para alcanzar el objetivo de 
conformar un espacio de competencia electoral y representación popular 
que no pase necesariamente por los partidos políticos, instancias que de 
acuerdo a estudios de opinión pública de Grupo Reforma (2014), Parame-
tría (2012) y datos de Palazuelos Covarrubias (2012) han perdido confian-
za frente a la ciudadanía. Un estudio de 2009 de Fundación Este País, el 
Instituto Politécnico Nacional y el Instituto Tecnológico Autónomo de 
México (2009) consideraba a las elecciones intermedias de ese año como 
“las del cansancio ciudadano ante las campañas y los partidos”18. Las im-
plicaciones de la reforma de 2014 y las normatividades secundarias, en 
términos de sus restricciones, condiciones y requisitos, podrán ser anali-
zadas con mayor profundidad una vez que se haya efectuado el registro y 
se avance en el proceso electoral hasta su conclusión el 7 de junio. 

Conclusiones

Aunque de reciente aprobación, el paquete de reformas en materia po-
lítico-electoral de 2014 y las sucesivas modificaciones y creación de nor-
mativas secundarias que se derivaron de dicha reforma, han comenzado a 
mostrar sus primeros avances de implementación y perspectivas en cuan-
to a sus efectos y logro de los objetivos esperados. El proceso electoral 
2015 atestiguará, por primera vez, la materialización de buena parte de 
dichas modificaciones, sobre todo las de tipo electoral.

En este artículo hemos argumentado que la reforma de 2014 enfrenta 
diversos desafíos de implementación y logro de sus objetivos de cara al 
proceso electoral de 2015: la influencia del crimen organizado en las elec-

18 En este estudio se reporta que 47% de 
los que votaron por un partido y más de 
62% de los que emitieron un voto nulo 
no se sentían representados por su dipu-
tado federal; entre 60% y 67% manifes-
taba sentirse poco o nada escuchado por 
los partidos políticos.
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ciones, el nuevo sistema de fiscalización que realizará 
la autoridad electoral, la facultad de atraer la organiza-
ción de elecciones locales por parte del INE, el acceso 
a medios y la implementación del modelo de comu-
nicación política y las candidaturas independientes, 
posibles por primera vez en el ámbito federal en 2015. 

En cuanto a los impactos que han tenido las nue-
vas normatividades en relación a la influencia del 
crimen organizado en las elecciones, se destacó que 
el organismo encargado de atender en forma insti-
tucional, especializada y profesional, lo relativo a los 
delitos electorales federales, la Fepade, continúa sin 
titular y su carácter autónomo constitucional, deri-
vado de su adscripción a la FGR, tampoco es vigente 
dado que el Congreso aún no aprueba la ley corres-
pondiente. 

Por otra parte, la creación del sistema de fisca-
lización de los recursos, ha enfrentado demoras 
sensibles, que si bien se espera se subsanen para el 
periodo de campañas electorales, resalta la compleji-
dad de diseño que la reforma le impuso a ese sistema 
–complejidad que responde también, al contexto de 
desconfianza y percepción de corrupción que existe 
en el país–. 

El adecuado funcionamiento y operación del sis-
tema de fiscalización será uno de los componentes 
clave para asegurar que todos los actores políticos y 
los ciudadanos tengan la certidumbre de que el pro-
ceso electoral se apegó a los principios constitucio-
nales de certeza, legalidad, independencia, imparcia-
lidad, máxima publicidad y objetividad.

Si bien el INE cuenta ahora con la facultad de 
atracción de elecciones locales, los criterios que la 
normatividad establece para justificar esa decisión 
parecen aún generales, especialmente para una deter-
minación tan delicada como la que se busca regular. 

Aunque existen criterios como la presencia de fac-
tores sociales que afecten la paz pública o pongan a 
la sociedad en grave riesgo, las leyes secundarias no 
han indicado qué se entenderá con factores sociales, 
afectación de la paz pública o inclusive, qué se consi-
derará gravedad y riesgo. 

Como se argumentó, el ejercicio de estas atribu-
ciones se podría poner a prueba en el caso de Gue-
rrero. Aunque las dificultades para avanzar en la or-
ganización de la elección local parecen estar acotadas 
geográficamente, como el INE lo ha afirmado, es 
necesario seguir de cerca la evolución de los aconte-
cimientos en esa entidad. 

En cuanto al modelo de comunicación política y 
el uso de medios en el proceso electoral, además del 
cansancio ciudadano que los spots en radio y televi-
sión, por parte de partidos y candidatos, pueda ge-
nerar en la ciudadanía, la falta de la ley reglamentaria 
del artículo 134 constitucional en materia de publici-
dad gubernamental, puede afectar las condiciones y 
el cumplimento del principio de certeza en el proce-
so electoral. Ello reviste mayor importancia conside-
rando que el INE abrogó el reglamento en materia de 
publicidad gubernamental. 

Finalmente, respecto de las candidaturas inde-
pendientes destacan los desafíos que la propia le-
gislación secundaria les impone. El proceso para 
obtener el registro de candidato supone una serie de 
requisitos, que como se argumentó, en el mejor de los 
casos requiere de recursos y trabajo que podrían re-
basar a los interesados y afectar su efectividad como 
opciones alternativas a los partidos que refresquen 
la representación político-electoral que el ciudadano 
tiene a su alcance.

Lo analizado en este estudio no constituye una 
lista exhaustiva de los desafíos que enfrenta o enfren-
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tará la implementación de la reforma político-electo-
ral de 2014. Asimismo, los argumentos presentados 
no constituyen una crítica que implique la falta de 
solución a los efectos observados. El paquete de re-
formas en materia electoral tiene muchas y distintas 
aristas y con ello, los efectos podrían ser múltiples y 
observables solamente con el transcurso del tiempo. 

Tomando en consideración que el propio dictamen 
de la reforma reconoce la necesidad de un diseño 
constitucional que fomente la corresponsabilidad de 
los distintos poderes y órdenes de gobierno, la eva-
luación de esas modificaciones es necesaria para el 
mejoramiento futuro de su propio diseño
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“ EN EL PEQUEÑO MUNDO EN EL CUAL LOS 
niños viven su existencia”, dice Pip en Grandes es-
peranzas, de Charles Dickens, “no hay nada que se 
perciba y se sienta con tanta agudeza como la injusti-
cia”. Espero que Pip tenga razón, tras su humillante 
encuentro con Estella, él recuerda de manera vívida 
“la coacción violenta y caprichosa” que sufrió cuan-
do era niño a manos de su propia hermana. Pero la 
fuerte percepción de la injusticia manifiesta se aplica 
también a los adultos. Lo que nos mueve, con razón 
suficiente, no es la percepción de que el mundo no es 
justo del todo, lo cual pocos esperamos, sino que hay 
injusticias claramente remediables en nuestro entor-
no que quisiéramos suprimir. 

Esto resulta evidente en nuestra vida cotidiana, 
en las desigualdades y servidumbres que podemos su-
frir y que padecemos con buena razón, pero también 
se aplica a juicios más amplios sobre la injusticia en el 
ancho mundo en que vivimos. Es justo suponer que 
los parisinos no habrían asaltado la Bastilla, Gandhi 
no habría desafiado al imperio en el que no se ponía 
el sol y Martin Luther King no habría combatido la 
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supremacía blanca en “la tierra de los libres y el hogar de los valientes” sin 
su conciencia de que las injusticias manifiestas podían superarse. Ellos no 
trataban de alcanzar un mundo perfectamente justo (incluso si hubiera 
algún consenso sobre cómo sería ese mundo), sino que querían eliminar 
injusticias notorias en la medida de sus capacidades. 

La identificación de la injusticia reparable no sólo nos mueve a pensar 
en la justicia y la injusticia; también resulta central, y así lo sostengo en 
la teoría de la justicia. En mi investigación1, el diagnóstico de la injusticia 
aparece con frecuencia como el punto de partida de la discusión crítica. 
Pero podría preguntarse, si este es un punto de partida razonable: ¿Por 
qué no podría ser también un buen punto de llegada? ¿Qué necesidad hay 
de ir más allá de nuestro sentido de la justicia y la injusticia? ¿Por qué 
debemos tener una teoría de la justicia? 

Comprender el mundo no es nunca una simple cuestión de registrar 
nuestras percepciones inmediatas. Comprender entraña inevitablemente 
razonar. Tenemos que leer lo que sentimos y lo que parece que vemos, y 
preguntar qué indican esas percepciones y cómo podemos tenerlas en 
cuenta sin sentirnos abrumados por ellas. Una cuestión se refiere a la 
confiabilidad de nuestros sentimientos e impresiones. Un sentimiento de 
injusticia podría servir como señal para movernos, pero una señal exige 
examen crítico, y tiene que haber cierto escrutinio de la solidez de una 
conclusión basada en señales. La convicción de Adam Smith sobre la im-
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portancia de los sentimientos morales no lo disuadió 
de buscar una “teoría de los sentimientos morales” 
ni de insistir en que un sentimiento de injusticia sea 
críticamente examinado, a través de un escrutinio de 
la razón para determinar si puede ser la base de una 
condena sostenible. Una similar exigencia de escruti-
nio se aplica a la inclinación a elogiar algo o a alguien. 

Tenemos que preguntar también qué clase de 
razonamiento debe contar en la evaluación de con-
ceptos éticos y políticos como justicia e injusticia. 
¿En qué sentido puede ser objetivo un diagnóstico 
de la injusticia o la identificación de lo que podría 
reducirla o eliminarla? ¿Exige imparcialidad en algún 
sentido particular, como el desapego respecto de los 
propios intereses creados? ¿Demanda también la re-
visión de ciertas actitudes que no guarden relación 
con intereses creados pero que reflejen prejuicios y 
preconcepciones locales que pueden no sobrevivir a 
la confrontación razonada con otras no restringidas 
por el mismo parroquialismo? ¿Cuál es el papel de la 
racionalidad y la razonabilidad en la comprensión de 
las exigencias de la justicia? 

De estas preocupaciones y algunas cuestiones 
muy cercanas se ocupan los primeros diez capítulos 
de mi libro La idea de la justicia, antes de pasar a te-
mas relacionados con la aplicación, que implican la 
evaluación crítica de los fundamentos en los cuales 
se basan los juicios sobre la justicia (como libertades, 
capacidades, recursos, felicidad, bienestar y otros). 
La especial relevancia de las diversas consideraciones 
que figuran bajo los enunciados generales de igualdad 
y libertad, la evidente conexión entre la búsqueda de 
la justicia y la búsqueda de la democracia vista como 
el gobierno por discusión, y la naturaleza, la viabili-
dad y el alcance de las reivindicaciones de los dere-
chos humanos. 

¿Qué clase de teoría? 

He creado una teoría de la justicia en un sentido muy 
amplio del término. Su propósito es esclarecer cómo 
podemos plantearnos la cuestión del mejoramiento 
de la justicia y la superación de la injusticia, en lugar 
de ofrecer respuestas a las preguntas sobre la natura-
leza de la justicia perfecta. Tal ejercicio supone claras 
diferencias con las teorías preeminentes de la justi-
cia en la filosofía política y moral de nuestro tiempo. 
Tres diferencias exigen atención especial. 

Primero, una teoría de la justicia que puede servir 
de base para el razonamiento práctico debe incluir 
maneras de juzgar cómo se reduce la injusticia y se 
avanza hacia la justicia, en lugar de orientarse tan 
sólo a la caracterización de sociedades perfectamen-
te justas, un ejercicio dominante en muchas teorías 
de la justicia en la filosofía política actual. Los dos 
ejercicios para identificar los esquemas perfectamente 
justos, y para determinar si un cambio social espe-
cífico podría perfeccionar la justicia, tienen vínculos 
motivacionales; sin embargo, están analíticamente 
desarticulados. La última cuestión sobre la que versa 
mi investigación, resulta central para tomar decisio-
nes sobre instituciones, comportamientos y otros 
aspectos determinantes de la justicia, al punto que 
tales decisiones son cruciales para una teoría de la 
justicia que se propone guiar la razón práctica acerca 
de lo que se debe hacer. La suposición de que este 
ejercicio comparativo no puede realizarse sin identi-
ficar primero las exigencias de la justicia perfecta es 
enteramente incorrecta. 

Segundo, mientras muchas cuestiones de justicia 
comparada pueden ser resueltas con éxito, y acor-
dadas con argumentos razonados, bien puede haber 
otras comparaciones en las cuales las consideraciones 
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en conflicto no estén completamente resueltas. Aquí 
se sostiene que puede haber distintas razones de jus-
ticia, y cada una sobrevive al escrutinio de la crítica 
pero da pie a conclusiones divergentes. Argumentos 
razonables en direcciones opuestas pueden surgir 
de personas con diversas experiencias y tradiciones, 
pero también pueden emanar de una sociedad deter-
minada o incluso de la misma persona. 

Existe una necesidad de argumentación razonada, 
con uno mismo y con los otros, para lidiar con reivin-
dicaciones enfrentadas, en lugar de lo que se puede 
llamar “tolerancia indiferente”, que se escuda en la 
comodidad de una postura perezosa, del estilo de tú 
tienes razón en tu comunidad y yo tengo razón en la mía. El 
razonamiento y el escrutinio imparcial son esencia-
les. Sin embargo, aun el más vigoroso examen crítico 
puede dejar argumentos en competencia y en conflic-
to que no elimina el escrutinio imparcial. Tengo más 
que decir sobre esto en lo que sigue, pero subrayo que 
la necesidad de razonamiento y escrutinio, no se ve 
comprometida en manera alguna por la posibilidad 
de que algunas prioridades en competencia puedan 
sobrevivir a pesar de la confrontación de la razón. La 
pluralidad con la cual terminaremos será el resultado 
del razonamiento y no de su ausencia. 

Tercero, la presencia de injusticia remediable 
bien puede tener relación con transgresiones del 
comportamiento y no con insuficiencias institucio-
nales. La evocación de Pip sobre su agresiva hermana 
en Grandes esperanzas es de este orden y no constitu-
ye una recusación de la familia como institución. La 
justicia guarda relación, en última instancia, con la 
forma en que las personas viven sus vidas y no sim-
plemente con la naturaleza de las instituciones que 
las rodean. En contraste, muchas de las principales 
teorías de la justicia se concentran de manera abru-

madora en cómo establecer instituciones justas, y con-
ceden una función subsidiaria y dependiente a las 
cuestiones relacionadas con el comportamiento. Por 
ejemplo, el merecidamente celebrado concepto de 
la “justicia como equidad” de John Rawls se traduce 
en un conjunto único de principios de justicia que se 
refieren de manera exclusiva al establecimiento de 
instituciones justas, constitutivas de la estructura bá-
sica de la sociedad, mientras exigen que la conducta 
de las personas se ajuste por completo al adecuado 
funcionamiento de dichas instituciones. En el enfo-
que de la justicia, que presento, se sostiene que hay 
algunas inadecuaciones cruciales en esta abrumadora 
concentración en las instituciones (en la cual el com-
portamiento se supone apropiadamente ajustado), en 
lugar de en las vidas que la gente es capaz de vivir. 
El énfasis en las vidas reales para la evaluación de la 
justicia, tiene muchas implicaciones de largo alcance 
para la naturaleza y el alcance de la idea de justicia. 

Sostengo que el cambio de rumbo en la teoría de 
la justicia tiene un impacto directo en la filosofía po-
lítica y moral. Pero también he tratado de discutir la 
relevancia del argumento para algunos de los actuales 
debates en derecho, economía y política, que podría 
tener incluso, con algún optimismo, cierta pertinen-
cia en las discusiones y decisiones sobre políticas y 
programas de carácter práctico. 

El empleo de una perspectiva comparada, más 
allá del limitado y limitante marco del contrato so-
cial, puede constituir aquí una contribución muy útil. 
Estamos comprometidos en comparaciones sobre 
el avance de la justicia cuando luchamos contra la 
opresión, como la esclavitud o el sometimiento de 
las mujeres. Protestamos contra la negligencia médi-
ca sistemática, a través de la ausencia de facilidades 
médicas, en regiones de África y Asia o la falta de co-
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bertura sanitaria universal en la mayoría de los países 
del mundo, incluido Estados Unidos. Repudiamos la 
permisibilidad de la tortura, que continúa practicán-
dose con notable frecuencia en el mundo contempo-
ráneo, en ocasiones por los pilares de la comunidad 
global. Rechazamos la tolerancia silenciosa del ham-
bre crónica; por ejemplo, en la India, a pesar de la 
exitosa abolición de las hambrunas. Con frecuencia 
admitimos que algunos cambios observables –como 
la abolición del apartheid, para poner un ejemplo de 
otro tipo– reducirán la injusticia; pero incluso si tales 
cambios se ponen en práctica con éxito, no tendre-
mos nada que podamos calificar como justicia per-
fecta. Las preocupaciones prácticas, no menos que 
el razonamiento teórico, parecen exigir un cambio 
radical de rumbo en el análisis de la justicia. 

La razón pública, la democracia  
y la justicia global 

Aun cuando en mi enfoque los principios de la justi-
cia no serán definidos en función de las instituciones, 
sino más bien en función de las vidas y libertades de 
las personas involucradas, las instituciones no pueden 
dejar de jugar un significativo papel instrumental en la 
búsqueda de la justicia. Junto con los factores deter-
minantes del comportamiento individual y social, una 
elección adecuada de instituciones ocupa un lugar de 
importancia crítica en la empresa de mejoramiento 
de la justicia. Las instituciones entran de muchas for-
mas en la composición. Pueden asistir directamente 
a las vidas que las personas son capaces de llevar de 
acuerdo con aquello que valoran con razón. Las ins-
tituciones también pueden ser importantes en faci- 
litar nuestra capacidad para examinar los valores y las 
prioridades que ponderamos, en especial a través de 

las oportunidades de discusión pública (esto incluirá 
consideraciones sobre la libertad de expresión y el de-
recho a la información, al igual que facilidades reales 
para la discusión ilustrada). 

En mis investigaciones, la democracia se evalúa 
desde el punto de vista de la razón pública, lo cual 
conduce a un entendimiento de la democracia como 
el gobierno por discusión, una idea que John Stuart 
Mill contribuyó mucho a impulsar. Pero la democracia 
también ha de verse, de modo más general, en función 
de la capacidad de enriquecer el encuentro razonado 
a través del mejoramiento de la disponibilidad de in-
formación y la viabilidad de discusiones interactivas. 
La democracia debe juzgarse no sólo por las institu-
ciones formalmente existentes, sino también por el 
punto hasta el cual pueden ser realmente escuchadas 
voces diferentes de sectores distintos del pueblo. 

Más aún, esta visión de la democracia puede tener 
incidencia en el esfuerzo de democratización en el ám-
bito global y no sólo dentro del Estado nacional. Si la 
democracia no se considera únicamente como el esta-
blecimiento de ciertas instituciones específicas (como 
un gobierno democrático global o unas elecciones 
democráticas globales), sino como la posibilidad y la 
apuesta por la razón pública, la tarea de impulsar, más 
que de perfeccionar, tanto la democracia global como 
la justicia global puede verse como una idea eminen-
temente comprensible, que puede inspirar de modo 
plausible la acción práctica a través de las fronteras. 

La Ilustración europea y nuestra herencia global 

¿Qué puedo decir de los antecedentes del enfoque 
que trato de presentar? Debo señalar que mi análi-
sis de la justicia sigue líneas argumentales que fueron 
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particularmente exploradas durante el periodo de 
inconformidad intelectual de la Ilustración europea. 
Dicho esto, sin embargo, debo hacer dos aclaracio-
nes para evitar posibles malentendidos. 

La primera aclaración consiste en explicar que la 
conexión de este trabajo con la tradición de la Ilus-
tración europea no hace particularmente europeo el 
trasfondo intelectual de mis investigaciones. En efec-
to, uno de los aspectos inusuales –algunos dirán que 
excéntricos– de mi teoría de la justicia, en compa-
ración con otros libros sobre la teoría de la justicia, 
es el amplio uso de ideas procedentes de sociedades 
no occidentales, en especial de la historia intelectual 
de la India, pero también de otras fuentes. Hay po-
derosas tradiciones de argumentación razonada, en 
lugar del recurso a la fe y las convicciones no razo-
nadas, en el pasado intelectual de la India, así como 
en el pensamiento que florece en otras sociedades no 
occidentales. Considero que al confinar su atención 
casi exclusiva a la literatura occidental, la indagación 
contemporánea, casi toda occidental, en el campo de 
la filosofía política en general y de las exigencias de la 
justicia en particular, ha sido limitada y hasta cierto 
punto parroquial. 

Mi contención no es, sin embargo,  que existe una 
disonancia radical entre el pensamiento occidental y el 
pensamiento oriental o no occidental en estas materias. 
Hay muchas diferencias de razonamiento tanto en 
Occidente como en Oriente, pero sería una completa 
extravagancia pensar en un Occidente unido frente a 
las prioridades orientales esenciales. Tales ideas, que 
no son ajenas a los debates contemporáneos, están 
muy alejadas de mi perspectiva. Mi tesis es más bien 
que en muchas y diferentes partes del mundo se han 
explorado ideas similares o cercanas sobre justicia, 
equidad, responsabilidad, deber, bondad y rectitud. 

Lo cual puede ampliar el alcance de los argumentos 
considerados en la literatura occidental y hacer que la 
presencia global de dichas ideas pase desapercibida o 
quede al margen de las tradiciones dominantes en el 
discurso occidental contemporáneo. 

Algunos argumentos de Gautama Buda, el agnós-
tico campeón del sendero del conocimiento; por ejemplo, 
o de los autores de la escuela Lokayata, dedicada al 
incansable escrutinio de cada creencia tradicional, en 
la India del siglo IV a.C., pueden sonar muy comple-
mentarios en lugar de contradictorios si se los compa-
ra con muchos de los textos críticos de los principales 
autores de la Ilustración europea. Pero no tenemos 
que empeñarnos en decidir si hay que ver a Gautama 
Buda como un miembro temprano de alguna liga de 
la Ilustración europea (su nombre adquirido, después 
de todo, significa ilustrado o iluminado en sánscrito) ni 
tenemos que considerar la improbable tesis de que la 
Ilustración europea puede remontarse a la influencia 
distante del pensamiento asiático. No hay nada par-
ticularmente extraño en el reconocimiento de que, 
similares hallazgos intelectuales, han tenido lugar en 
diferentes partes del globo en distintas etapas de la 
historia. Puesto que se han planteado con frecuencia 
argumentos ligeramente diferentes para afrontar cues-
tiones similares, podemos perder posibles pistas para 
razonar sobre la justicia si mantenemos nuestras ex-
ploraciones confinadas en lo regional. 

Un ejemplo de interés y relevancia es la importan-
te distinción entre dos conceptos diferentes de justi-
cia en la antigua filosofía jurídica india: niti y nyaya. 
La primera idea, niti, se refiere a la idoneidad de las 
instituciones, así como a la corrección del comporta-
miento, mientras que la segunda, nyaya, alude a lo que 
surge, a cómo surge, y en especial a las vidas que las 
personas son realmente capaces de vivir. Esta distin-
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ción, cuya relevancia se discutirá en la introducción, 
nos ayuda a ver con claridad que hay dos clases dife-
rentes pero no desconectadas de justeza a las cuales 
la idea de justicia tiene que proveer. 

Mi segunda aclaración se refiere al hecho de que 
los autores de la Ilustración no hablaban con una 
sola voz. Como se verá en la Introducción, existe 
una dicotomía sustancial entre dos diferentes líneas 
de argumentación sobre la justicia que pueden verse 
en dos grupos de destacados filósofos asociados con 
el pensamiento radical del periodo de la Ilustración. 
Uno de los enfoques se concentraba en identificar los 
esquemas sociales perfectamente justos, y conside-
raba que la principal y, a veces, la única tarea de la 
teoría de la justicia era la caracterización de las justas 
instituciones. En esta línea de pensamiento, las con-
tribuciones mayores, tejidas de diversas maneras en 
torno a la idea de un hipotético contrato social, proce-
dían de Thomas Hoobes en el siglo XVII y más tarde 
de John Locke, Jean Jacques Rousseau e Immanuel 
Kant, entre otros. El enfoque contractualista ha sido 
la influencia dominante en la filosofía política con-
temporánea, en particular desde “La justicia como 

equidad”, el ensayo pionero de John Rawls en 1958, 
que precedió a su formulación definitiva en la ya clá-
sica teoría de la justicia. 

En contraste, otros filósofos de la Ilustración 
–por ejemplo Smith, Condorcet, Wollstonecraft, 
Bentham, Marx, John Stuart Mill– adoptaron una 
variedad de enfoques que compartían un interés co-
mún en comparar las diferentes maneras en que las 
personas podían orientar sus vidas, bajo la influencia 
de las instituciones, pero también del comportamien-
to real de la gente, las interacciones sociales y otros 
factores determinantes. Mi investigación se inspira 
en gran medida en esa tradición alternativa. La disci-
plina analítica, y más bien matemática, de la teoría de 
la elección social, que puede rastrearse hasta las obras 
de Condorcet en el siglo XVIII, pero que ha sido 
desarrollada en su forma actual por la contribución 
pionera de Kenneth Arrow a mediados del siglo XX, 
pertenece a esta segunda línea de investigación. Ese 
enfoque, debidamente adaptado, puede significar una 
contribución sustancial al tratamiento de cuestiones 
relativas al mejoramiento de la justicia y a la abolición 
de la injusticia en el mundo





MUCHOS SE PREGUNTAN PARA QUÉ SIRVE  
la diplomacia parlamentaria. La respuesta es simple y 
sencilla: sirve para impulsar una política exterior de 
Estado, para acercar a las naciones por vías distintas 
a las que sigue la diplomacia tradicional y para com-
partir experiencias y buenas prácticas en temas que 
le interesan a la nación.

Como han apuntado algunos especialistas, la di-
plomacia parlamentaria es importante, porque los 
instrumentos clásicos de la diplomacia –los consu-
lados, las cancillerías y las embajadas– no pueden 
abarcar por sí solos todas las vías de intercambio y 
comunicación que ofrece la compleja y variada reali-
dad internacional. No sólo el comercio, las finanzas y 
la tecnología se internacionalizan. También lo hacen 
los grandes problemas que afectan a nuestras socie-
dades, como el narcotráfico, la vulneración de los de-
rechos humanos, la migración, el combate al crimen 
transnacional, la pobreza y la desigualdad. 

Ante el vertiginoso proceso de globalización, 
cada vez más actores se involucran en el diálogo in-
ternacional como complemento a la interacción que 

V. LOS SENADORES ESCRIBEN



Las contribuciones de la 
diplomacia parlamentaria 
en un mundo globalizado

Gabriela Cuevas Barrón*

tradicionalmente realizan los Poderes Ejecutivos (Orozco, 2001). Entre 
estas nuevas vías se encuentra la diplomacia parlamentaria, cuya relevan-
cia radica en el enfoque particular que pone a las relaciones internaciona-
les, ya que al permanecer por encima de los vaivenes políticos de los go-
biernos llega a lugares donde en ocasiones no puede llegar la diplomacia 
clásica (Dirección General de Servicios de Documentación, Información 
y Análisis, Cámara de Diputados, 2011).

En el estudio titulado “El Parlamento y la Democracia en el Siglo 
Veintiuno. Una guía de buenas prácticas”, la Unión Interparlamentaria 
(2006), distingue la diplomacia tradicional de la diplomacia parlamenta-
ria en los siguientes términos: 

Un diplomático es un enviado del Poder Ejecutivo y representa las po-
siciones del Estado. Los parlamentarios, en cambio, son políticos cuyas 
convicciones pueden o no coincidir con la postura oficial de un país acerca 
de un tema dado. Los parlamentarios tienen por ende un margen de fle-
xibilidad de que carece el diplomático, y tienden a incorporar a la política 
internacional una dimensión ética que trasciende las definiciones estre-
chas del interés nacional, por ejemplo en su apoyo a los principios de la 
democracia y de los derechos humanos. Se observa a menudo que esta 
flexibilidad permite a los legisladores dialogar de forma más abierta con 
sus contrapartes de otros países y aportar soluciones innovadoras a lo que 
parecían ser problemas insolubles.

* Senadora plurinominal por el Partido 
Acción Nacional.
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Esto es justamente lo que está sucediendo en 
nuestro país. El Senado mexicano, en uso de las facul-
tades que le otorga la Constitución, busca funcionar 
como un contrapeso en materia de política exterior 
para colaborar con el Ejecutivo Federal y supervisar 
el ejercicio de sus atribuciones.

Los beneficios de la diplomacia parlamentaria 
mexicana en el contexto global

Las reuniones interparlamentarias, los grupos de 
amistad y todas las actividades que realizan los con-
gresistas mexicanos en el exterior, han permitido  
estrechar los vínculos que mantiene nuestro país con 
el resto del mundo. Esto ha resultado en agendas y 
acuerdos internacionales que han permitido coad-
yuvar en la implementación de una efectiva política 
exterior. 

En este sentido, y gracias a la diplomacia parla-
mentaria, el acercamiento con Cuba fue una realidad 
desde la pasada administración, lo mismo que una 
nueva política de estrecha asociación con América 
Latina en el contexto de la Alianza del Pacífico y la 
Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribe-
ños (CELAC).

De igual manera, el intercambio de información 
legislativa sobre temas de interés global ha favore-
cido la vinculación, el diálogo, la interacción y una 
reciprocidad de experiencias que impulsan el desa-
rrollo de mejores políticas públicas a nivel global y 
regional. Ejemplo de ello son los avances que nues-
tro país logró en marzo de 2014, en el marco de la 
130ª Asamblea de la Unión Interparlamentaria (UIP), 
donde a propuesta de la delegación mexicana, 164 
países aprobaron una resolución que busca proteger 

los derechos de los niños migrantes no acompañados 
y de los niños que se encuentran en situaciones de 
conflicto armado.

De igual manera, la diplomacia parlamentaria ha 
permitido resolver disputas y conflictos con otras na-
ciones a través del diálogo y la cooperación. De he-
cho, jugó un papel esencial en el reacercamiento que 
tuvimos con Francia, luego de un periodo difícil en la 
relación bilateral, y en el planteamiento de un nuevo 
vínculo con la Unión Europea a partir de la revisión 
integral del Acuerdo Global. 

En ese sentido, además de irse consolidando 
como espacio de intercambio de experiencias legisla-
tivas útiles para las naciones, la diplomacia parlamen-
taria se ha constituido en un espacio de diálogo polí-
tico privilegiado para que, en estrecha coordinación 
con el Ejecutivo, se logren consensos de importancia 
para la política internacional.

Retos de la diplomacia  
parlamentaria en nuestro país

A pesar de los logros alcanzados, uno de los retos que 
enfrenta la diplomacia parlamentaria, es transmitir a 
los ciudadanos su utilidad pública y evitar que ésta 
sea percibida por lo que algunos llaman como turismo 
parlamentario, percepción que, ciertamente, es pro-
ducto de la falta de información respecto a la relevan-
cia y los alcances de este tipo de diplomacia. 

Por ello, y con la finalidad de evitar que el propósi-
to de la diplomacia parlamentaria sea malinterpreta-
do, es necesario que se diseñen mejores mecanismos 
de rendición de cuentas del trabajo que realizan los 
parlamentarios. De esta manera, los ciudadanos po-
drán observar la importancia que reviste la diploma-
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cia parlamentaria y al mismo tiempo, participar ac-
tivamente de esta herramienta de política que tiene 
como finalidad defender los intereses y las necesida-
des de la gente ante actores de otros países.

En un mundo como el actual, la diplomacia par-
lamentaria se presenta como una herramienta parti-
cularmente útil para fortalecer la cooperación y las 

relaciones de amistad entre los Estados, sin olvidar 
que estos vínculos se traducen en beneficios reales 
para los ciudadanos de estas naciones. En este sen-
tido, no debe contemplarse con desconfianza. Por el 
contrario, debe ser impulsada y reconocida como una 
respuesta de política exterior necesaria ante un mun-
do globalizado
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E L PROBLEMA DE LA DESIGUALDAD  
económica, es un tema de preocupación tanto en  
países desarrollados como en vías de desarrollo. Jo-
seph Stiglitz, Premio Nobel de Economía 2001 y ca-
tedrático de la Universidad de Columbia, aborda el 
problema del incremento de la desigualdad y la falta 
de oportunidades en Estados Unidos. 

Si bien el autor considera que esta situación se 
viene gestando desde décadas atrás, profundiza en  
el análisis de los efectos de la crisis financiera de 
2008-2009 (la cual denomina la Gran Recesión). Los 
años sucesivos a dicho episodio hicieron evidente un 
empobrecimiento de las clases medias y bajas en con-
traste con una recuperación económica de las clases 
más privilegiadas. Esto ocasionó un menor bienestar 
social y una economía menos eficiente y productiva. 

El argumento central de Stiglitz es que la desi- 
gualdad no es solamente resultado de las fuerzas del 
mercado, también está condicionada por fuerzas polí-
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El Precio de la Desigualdad. 
El 1% de la población tiene 

lo que el 99% necesita* 
Maritza Rosales Reyes**

ticas, económicas y sociales. El gobierno juega un papel clave en este con-
texto y sus políticas han favorecido a los sectores más ricos durante los 
últimos años. Para explicarlo, recurre a cifras, numerosas experiencias y 
ejemplos que sustentan lo que considera las principales vías por las cuales 
ello ha ocurrido.

Una de estas vías se relaciona con la desregulación, con los vacíos en 
la normatividad o incluso con la magnanimidad del gobierno. Stiglitz alu-
de principalmente al sector financiero, especialmente beneficiado por las 
políticas de liberalización y de desregulación. Dichas políticas provocaron la 
falta de transparencia en torno a la utilización de los derivados financieros 
y al registro de las hipotecas, las prácticas abusivas en el otorgamiento de 
créditos, la reincidencia en malas conductas y una excesiva toma de riesgos, lo 
que a la larga derivó en la Gran Recesión. 

La magnanimidad del gobierno se refleja en el otorgamiento de con-
cesiones a precios muy bajos o incluso gratuitamente, y las enormes sub-
venciones, por ejemplo, a la agricultura. Ello contribuye a aumentar la 
brecha entre los propietarios del capital y el resto de la sociedad.

Lo anterior además propicia la búsqueda de rentas, que para el autor 
consiste en apropiarse en una porción más grande de la riqueza de la 

* Stiglitz, Joseph. El Precio de la Desigual-
dad, Taurus Pensamiento, 504 pp.

** Maritza Rosales Reyes es maestra en 
Economía por el Centro de Investigación 
y Docencia Económicas. Actualmente se 
desempeña como investigadora titular 
“B” en la Dirección General de Finanzas 
del Instituto Belisario Domínguez.
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economía a la que correspondería y reducir su ta-
maño. Estas conductas generan un desperdicio de 
recursos, por ejemplo, por una mala asignación de 
talento –el capital humano se dirige a lo que pare-
cen ser los sectores con mayor rentabilidad privada, 
como el financiero– y una competencia restringida 
–como en la telefonía móvil– con los consecuentes 
precios elevados para el consumidor y altos costos 
medioambientales. 

Stiglitz también pone énfasis en las distorsiones 
creadas por lo que considera políticas fiscales defi-
cientes y subraya la disminución en la progresividad 
del sistema tributario, comenzada en el gobierno de 
Ronald Reagan y perpetuada por George Bush. Esto 
provocó que el 1% más rico de la población pague un 
impuesto real por sus ingresos de poco más del 20%, 
menor al que pagan los contribuyentes con ingresos 
más moderados, lo cual es injusto socialmente. Si a 
ello se añaden las paulatinas disminuciones en el gas-
to para los programas de protección social o de edu-
cación, enfocados en mejorar las oportunidades de 
los más desfavorecidos, el resultado es una creciente 
desigualdad.

El autor también critica la forma de conducir la 
política monetaria, centrada en el control de la tasa 
de interés, pero sin tomar en cuenta sus efectos redis-
tributivos. Cuestiona también la independencia de la 
Reserva Federal, dada su captación por grupos de in-
terés y deficiencias en su gobernanza y rendición de 
cuentas.

Para Stiglitz la razón principal por la cual las polí-
ticas anteriores se mantienen, a pesar de las múltiples 
distorsiones y desequilibrios que generan, es que los 
grupos de interés, situados en la parte más alta de la 
distribución de ingresos, son quienes han presionado 

para defenderlas por los beneficios que les representan. 
El libro hace referencia a los cuantiosos recursos 

monetarios y humanos que grandes empresas como 
las farmacéuticas o las petroleras destinan al cabil-
deo; o la presión política que ejercen cuando alguna 
medida va en contra de sus intereses. En el sector 
financiero, el statu quo se asegura mediante las prác-
ticas de puertas giratorias, que permiten la continua 
transición laboral del personal de este sector al go-
bierno y viceversa.

Ante este panorama, Stiglitz ofrece una serie de 
propuestas de reforma, que posibilitarían la reduc-
ción de la desigualdad y la creación de mayores opor-
tunidades para los estadounidenses. Entre éstas se 
encuentran poner límites a los excesos de los grupos 
de interés, que podrían traducirse en leyes de com-
petencia más estrictas y mejoras a la gobernanza de 
las empresas; una reforma fiscal para lograr un siste-
ma tributario más progresivo; la creación de mayores 
oportunidades para la gente y una mejor protección 
social; la recuperación de un crecimiento sostenible 
y equitativo, basado en la inversión pública; y, urgen-
temente, una reestructuración del sector hipotecario 
para permitir a las familias endeudadas reducir el ta-
maño de su deuda con una quita y aliviar la economía 
de los hogares. Lo anterior implica necesariamente 
una agenda de reformas políticas, que limite la in-
fluencia del poder económico en las campañas elec-
torales y promueva la participación social. 

El autor concluye afirmando que la consecución 
de dichas reformas beneficiaría a toda la población, 
incluso al 1% más rico, ya que su bienestar está in-
trínsecamente ligado con el 99% restante, entre 
otros aspectos, por la demanda y el capital humano 
que este último constituye. 
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El libro pone en perspectiva la situación econó-
mica y social de Estados Unidos y los principales  
retos que enfrenta, en una manera sencilla de leer 
sin que esto comprometa la solidez de los argumen-
tos. Las alusiones directas a sucesos ocurridos en 
México y las similitudes entre nuestro país y Es-

tados Unidos en diversas situaciones expuestas en 
la obra, orillan inevitablemente a reflexionar sobre 
el papel que las políticas públicas en México están 
desempeñando para lograr un país más equitativo y 
con menos pobreza
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VII. RECOMENDACIONES BIBLIOGRÁFICAS

Julio Franco Corzo, Diseño de Políticas Públicas. 
Iexe. Escuela de Políticas Públicas, 2013. 

El libro explica los pasos para el diseño de una políti-
ca pública. Incluye más de 50 casos y ejemplos reales 
de éxitos y fracasos de políticas públicas en Méxi-
co. El contenido del libro es práctico y brinda una 
guía paso a paso para focalizar esfuerzos de análisis 
de información y creación de soluciones. Incluye he-
rramientas que pretenden apoyar a cualquier persona 
interesada en elaborar documentos para convencer a 
los tomadores de decisiones a instrumentar una po-
lítica pública.

María del Carmen Pardo, Una mirada de 
conjunto de la administración pública en México 
El Colegio de México, 2015.

El propósito de esta antología es compilar los traba-
jos más recientes sobre los cambios significativos que 
ha experimentado la administración pública en Mé-
xico. Buena parte de las transformaciones recientes 
de la administración pública en México han ocurri-

do en un escenario en el que la transición y apertura 
democráticas del sistema político han sido la nota 
dominante de la vida pública del país. Esta nota va 
convertirse en una pieza central de las explicaciones 
que recorrerán los diferentes textos. 

Sergio García Ramírez y Erika Uribe Vargas, 
Derechos de los Servidores Públicos. 
Instituto Nacional de Administración Pública-Instituto 
de Investigaciones Jurídicas (UNAM), 2014. 

Esta obra incluye las nuevas disposiciones sobre  
los deberes y los derechos de las diferentes categorías 
de servidores públicos. En sus diferentes apartados se 
analiza la naturaleza de la relación entre el Estado y  
el conjunto de personas que trabajan en alguna fun-
ción pública. También se discute el concepto de 
servidor público y su clasificación, los derechos y 
obligaciones de los servidores públicos, los sistemas 
de responsabilidades de los servidores públicos, así 
como la responsabilidad del Estado ante las conduc-
tas de los funcionarios públicos






